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Formato único para entrega de trabajos de grado 
 
Título en español: Autonomía de la voluntad frente a la intervención estatal en el 
contrato contemporáneo de consumo. 
 
Título en inglés: Autonomy versus state intervention in contemporary consumer 
contract. 
 
Resumen en español: Se aborda el tema de la autonomía de la voluntad contextualizada 
en el ámbito económico de las relaciones contractuales de consumo y de mercado en la 
sociedad contemporánea, que ha sido intervenido por el Estado al configurar un marco 
regulatorio (Ley 1480 de 2011), lo cual ha supuesto la reformulación de la noción 
tradicional de autonomía de la voluntad y ha permitido evidenciar una tensión entre los 
principios de igualdad y libertad de los contratantes.  
 
De tal suerte que la autonomía de la voluntad debe entenderse desde dos escenarios 
diferentes: i.) Ideal. En equilibrio de la igualdad y libertad de los contratantes y ii) Real. 
En desbalance entre la igualdad y la libertad de los contratantes, constituyéndose como 
plena en el primer caso y limitada en el segundo. Pero en todo caso sigue siendo un 
presupuesto esencial de la teoría contractual.  
 
El estudio inicia con un contexto histórico, económico y social de la dinámica de 
principios de igualdad y libertad  que rigen la contratación contemporánea de consumo en 
Colombia comprendidos desde la libre manifestación de la voluntad y la igualdad de los 
contratantes enfatizando en que estos se desarrollan en un ámbito económico, de imperio 
del capital y exige estudiarse correlativamente entre lo jurídico y lo económico 
(Normatividad, Jurisprudencia y derecho comparado, teorías jurídicas y económicas, 
instrumentalidad del derecho, etc.,) todo ello analizado desde el contrato contemporáneo 




Resumen en inglés: In this work did approach to the issue of autonomy in economic 
context on contractual relations and market the consumption in contemporary society, 
which has been operated by the State to set up a regulatory framework (Law 1480 of 
2011) is discussed, which has led to the reformulation of the traditional notion of 
autonomy and allowed an analyses of the tension between the principles of equality and 
freedom of contracting.  
 
In such a way that autonomy must be understood in two different scenarios: i.) Ideal. In 
balance of equality and freedom of Contracting and ii) Real. In imbalance between 
equality and freedom of the contracting parties, complete in the first case and limited in 
the second. But in any case remains an essential precondition for contract theory.  
 
The study begins with a historical, economic and social context of the dynamic principles 
of equality and freedom that govern the hiring of consumption in contemporary Colombia 
included from the free expression of the will and equal Contracting emphasizing that 
these are developed in the economic environment and requires studied consecutively 
between the legal and economic (Standards, comparative law and jurisprudence, legal and 
economic theories, instrumentality of law, etc.), all analyzed from the contemporary 
consumer contract regulated by Law 1480 of 2011 . 
 
Descriptores o palabras claves en español:  
 
Autonomía de la voluntad, intervención, contrato contemporáneo, consumo, mercado, 
libertad e igualdad.  
 
Traducción al inglés de los descriptores: 
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“No hay ningún hombre absolutamente libre. Es esclavo de la riqueza, 
o de la fortuna, o de las leyes, o bien el pueblo le impide obrar con 
arreglo a su exclusiva voluntad.”   Eurípides de Salamina. 
 
 
La autonomía de la voluntad es una noción jurídica que tradicionalmente se ha 
comprendido desde la potestad de toda persona para interactuar libremente con otra, 
considerándose “presupuesto y fuente generadora de obligaciones jurídicas (...)1”; 
Constituyéndose además como eje transversal de la teoría de las obligaciones en cuanto 
“para que una persona se obligue con otra es necesario que se consienta libremente en el 
acto de declaración y que este no adolezca de vicios”2. Es así que la obligación nace de la 
voluntad, del consentimiento libre de quien se obliga. 
 
Tal concepción tradicional de la autonomía de la voluntad fue fortalecida por diferentes 
manifestaciones sociales como la Revolución inglesa de 1688, la norteamericana de 1776 
y la francesa de 1789, “imponiéndose los derechos individuales como límites negativos al 
ejercicio del Estado”3. Se edificó así, un escenario jurídico concentrado hacia la máxima 
protección de derechos individuales, destacándose entre estos, la libre autonomía en los 
pactos, acuerdos y/o negocios. Enfocado tal amparo a mantener la mínima intervención 
del Estado en los contratos particulares4, en garantía a la individualidad, porque los 
Estados que no lo hicieren de esta forma “se pueden considerar tiránicos”5. 
 
Ahora bien, tal protección de la autonomía de la voluntad, esencial en las obligaciones 
contractuales, pareciera incompatible en el escenario de la economía de capital o de 
mercado actual, en el que “el abuso que se ha hecho de la libertad de contratación (…) 
permite a los más fuertes sacar ganancias excesivas de los más débiles”6. De tal forma 
que aquella concepción tradicional de autonomía de la voluntad, forjada en un ámbito 
social diferente, puede no ser la más adecuada en el escenario contemporáneo, de imperio 
del dinero que ha permeado todos los campos de acción del ser humano7. 
                                                          
1 .  Largo T.  Adriana. “Tensión entre autonomía y buena fe en la contratación privada contemporánea”. 
Editado por la Universidad de Antioquia. Facultad de Derecho y Ciencias políticas. Medellín 2012. Página 
20. 
2 De Silvestri., Renato.  “Las obligaciones en el derecho privado”. Universidad Atlántico. Barranquilla, 
2010., página 86. 
3 Arrubla, Jaime. “Contratos Mercantiles, teoría general del negocio mercantil”. Décimo tercera edición 
actualizada. Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá 2012.  Página 1. 
4 Así se ha reseñado por  Añon Roig Mª José, et. al. “Lecciones de Derechos Sociales”, Editorial Tirant Lo 
Blanch. Valencia España, 2004. Páginas 15 – 52. 
5 Obra citada, Arrubla Jaime., página 2.  
6 Suescún M., Jorge. “Derecho privado: estudios de derecho civil y comercial contemporáneo”. 2a. ed. 
Editorial Legis. Bogotá  2003. Página 35.  
7 Tal imperio del capital se ha globalizado y en este proceso se efectúa a través de los flujos comerciales de 




Por lo anterior, es necesario reconsiderar el clásico concepto jurídico de autonomía de la 
voluntad, el cual se ha dicho, está en crisis8, refiriendo la tarea de contextualizarlo 
jurídica y económicamente en atención a que las relaciones contractuales contemporáneas 
tienen un contenido económico9, indicando así que existe una incidencia del mercado en 
la autonomía de la voluntad, en el derecho y viceversa. Análisis de la influencia del 
mercado en el derecho que ya se ha realizado por ejemplo por parte de autores como 
Ernesto Garzón Valdés10 y Pedro Francés11, entre otros. 
 
No obstante, es preciso profundizar en la relación que subyace en el consumo entre 
derecho y mercado, ya que se puede presumir que por su imperfección, del surgimiento 
de asimetrías y de polarización de la riqueza y la pobreza, se traduce en desigualdad 
material contractual que puede estar desbalanceando la libertad de los contratantes. En 
ese sentido, es pertinente establecer qué papel ha desempeñado el derecho en el 
capitalismo para poder comprender de qué forma se ha entendido, se entiende y se debe 
entender la autonomía de la voluntad contractual contemporánea en su dinámica con el 
mercado. 
 
Lo anterior conlleva analizar sí el derecho se ha utilizado en el ámbito de la contratación 
y bajo el velo de la autonomía de la voluntad, como herramienta de dominación o 
“sistema de relaciones sociales correspondiente a los intereses de la clase dominante”12, 
preservador de desigualdades. Tema debatido en torno al problema del coste social13 y si 
precisamente esa ha sido la causa del origen de la crisis de la autonomía de la voluntad, 
por cuanto al materializarse un abuso de la libertad y desbalance de la igualdad, no solo 
en el ámbito contractual, se ha forjado con el tiempo la necesidad jurídica de contrarrestar 
                                                                                                                                                                             
medida, a la mayoría de los países. Sin embargo, este proceso es profundamente asimétrico y favorece a un 
pequeño grupo de naciones altamente desarrolladas, quienes controlan la economía mundial, mientras la 
mayoría de países debe conformarse con el papel de actores pasivos y altamente vulnerables a los cambios 
internacionales, influenciados por las políticas aplicadas por los centros de poder económico, político, 
cultural y militar. Según indican García, Jambell y Pulgar, Nora en “Globalización: aspectos políticos, 
económicos y sociales” Artículo publicado en Revista de Ciencias Sociales v.16 n.4 Maracaibo dic. 2010. 
Página 5. Disponible en internet en http://www.scielo.org.ve/scielo.php?pid=S1315-
95182010000400014&script=sci_arttext , consultado el día 15 de abril de 2014. 
8 Crisis señalada entre otros por Arrubla, obra citada, página 9 y Suescun, obra citada página 40.  
9 Tal como se pone de manifiesto por Lafont, Pedro. En “Manual de Derecho privado Contemporáneo”. 
Tomo II. Derecho de Mercados. Editorial Librería el Profesional. Bogotá 2008.  Página 1 -5.  
10 Garzón V. Ernesto. “Mercado y Justicia” Artículo publicado en “Isonomía”. México, 1995. Páginas.7-28. 
11 Frances, Pedro. “El concepto de ciudadanía corporativo” E & G Economía e Gestão, Belo Horizonte, v. 
5, n. 9, p. 57-75, abr. 2005. 
http://periodicos.pucminas.br/index.php/economiaegestao/article/viewFile/59/53, consultado el 04 de 
octubre de 2014. Basicamente el autor pone de presente el tema de como las empresas y las corporaciones 
pueden pasar por encima de los derechos de los usuarios.  
12 Pashukanis, Eugeni. “Teoría General de Derecho y Marxismo”. Labor Universitaria. Barcelona. 1976. 
Página 73. 
13 Obra del premio Noble de Economía Ronald Coase en Coase, Ronald. “Ensayos sobre economía y 
economistas”; traducción de Helena Goicochea.  Editorial Marcial Pons. Madrid 2009.   
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tal situación generando una evolución estructurada a partir de conquistas ciudadanas14, 
consolidando un nuevo derecho15, más interventor de las relaciones entre los particulares. 
  
Así las cosas, se erigen dos extremos que tensionan la autonomía de la voluntad en las 
relaciones contractuales como son: la economía de capital y el nuevo derecho.  
Conduciendo a analizar si se ha presentado y cómo se ha desarrollado el cambio de la 
relación de derecho y mercado, de herramienta generadora de desigualdades a 
reivindicadora, transformadora, emancipadora16 y de restablecimiento de la igualdad de 
los contratantes, situación que termina por demostrar cierta validación que se ha dado 
recientemente17 a la interferencia del Estado en las relaciones particulares de contenido 
económico, como son los contratos de consumo. 
 
Validación propuesta de tiempo atrás18, legitimando la interferencia del Estado no solo en 
los contratos particulares sino en todas las relaciones de mercado, de oferta y demanda, 
mediante figuras como el estatuto del consumidor19 desde y para proteger el contrato de 
consumo. Injerencia centrada con el objetivo de erradicar asimetrías, imperfecciones, 
controlando el mercado, buscando la igualdad material de los contratantes, lo que no 
obstante, podría considerarse como problema de investigación porque puede haber 
terminado de agudizar la denominada “crisis” de la autonomía de la voluntad, 
considerada entre otros por Arrubla y Suescun20. 
                                                          
14 Como las relatadas por Añon Roig, obra citada, página 41.  
15 Apelativo utilizado por diversos profesores, destacándose en el ámbito colombiano Diego López Medina,  
Juan Jacobo Calderón y Carlos Bernal Pulido, indicando la existencia de un giro trascendental en la forma 
de comprender el derecho en la medida en que se ha convertido en un acérrimo protector de los derechos de 
todas la personas y fundamentándose particularmente en la aplicación efectiva de los principios Bernal, 
Carlos. “El principio de proporcionalidad y los derechos fundamentales”. 3ª edición. Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales. Madrid. 2007. 
16 Situación señalada por Mauricio García en García V., Mauricio. “Comparative Sociology of Law: Legal 
Fields, Legal Scholarships, and Social Sciences in Europe and the United States”. Law & Social Inquiry, 
Vol. 31, No. 2. (May 2006). Páginas 343-380, siguiendo la corriente académica de Boaventura  quien llego 
a esa conclusión en investigación realizada en Brasil en la que analizó, entre otros, “el papel que el derecho 
podía jugar frente a los desposeídos”, en Santos, Boaventura. “The Law of the Opressed: the Construction 
and Reproduction of Legality in Pasargada” Law & Society Review 12 (5) 1977. Páginas 2-126. 
17 Proceso reconocido como la constitucionalización del derecho privado. Juan Jacobo Calderón. Legis. 
2011. En el que se establecen parámetros de orden constitucional como prevalencia del interés general en el 
ámbito del derecho privado, además se pone de presente la fuerza del precedente y su incidencia en la 
relaciones entre los particulares. 
18  Pigou, Arthur. “The Economics of Welfare, 1920 y "Monopoly and Consumers' Surplus". England 1904. 
19 Chavarro, Jorge. Estatuto del consumidor, comentarios, concordancias. Grupo Editorial Nueva 
Legislación, Bogotá 2012. 
20 Obras citadas de Arrubla y Suescun, página 1 y 35, respectivamente, Soro R. Olivier, “El principio de la 
autonomía de la voluntad privada en la contratación: génesis y contenido actual”. Departamento de Derecho 
Civil Universidad Complutense de Madrid. Madrid 2007. Páginas 185 a 233, Monroy C., Marco. “¿Está en 
crisis el principio de la autonomía de la voluntad?” Artículo de Revista de la Academia Colombiana de 
Jurisprudencia Nos. 236 - 237 - 238 Páginas: P. 99 – 121. (Jul. - Dic., 1980) Bogotá, 1980 y Alterini, 
Atilio. “La autonomía de la voluntad en el contrato moderno”. Editor: Abeledo – Perrot. Buenos Aires, 
1989., nótese como de las fechas de las dos últimas referencias se evidencia que es un asunto tratado de 




En suma de lo expuesto anteriormente, se justifica profundizar en el tema propuesto 
porque todo lo relativo a la contratación, a la libertad, a la igualdad y a la manifestación 
de la voluntad atañe a todos y cada uno de los ciudadanos, ya que por un lado, los 
contratos, materializan el derecho de elección (libertad)21, satisfacen necesidades 
humanas y configuran la dignidad humana y por otro, en suma de todos aquellos 
contratos se revalida el pacto y/o acuerdo social. Además es pertinente para los 
profesionales del derecho y economía porque contempla asuntos específicos de tales 
disciplinas que articulados pueden arrojar resultados sobre nuevas y dinámicas soluciones 
en el contexto del Estado Social de Derecho a las desigualdades materiales y sociales. 
 
De tal manera que el problema de esta investigación gravita en la necesidad de explorar la 
autonomía de la voluntad en el contrato de consumo en Colombia, correlacionada con la 
intervención Estatal surtida mediante el Estatuto del Consumidor que tal vez la modificó 
al tratar de balancear la igualdad entre contratantes, de eliminar las asimetrías, de corregir 
el mercado imperfecto, protegiendo a consumidores del abuso de posición dominante por 
proveedores. Suponiendo una supuesta pugna entre principios de libertad e igualdad 
contractual y de libertad de mercado e intervención estatal. Así las cosas, se desarrolla un 
análisis orientado bajo la siguiente pregunta de investigación: 
 
¿La intervención estatal surtida en el contrato de consumo mediante el Estatuto del 
consumidor promulgado en el año 2011 en Colombia, supone la reestructuración de la 
noción de la autonomía de la voluntad y la configuración de un nuevo contexto 
contractual de regulación del mercado? Lo cual se puede formular sintéticamente como la 
exploración de la autonomía de la voluntad en el contrato contemporáneo de consumo 
correlacionada con el Estatuto del Consumidor desde criterios económicos y jurídicos. 
 
A manera de hipótesis desde la dimensión problemática se indica sobre la supuesta 
modificación y/o descontextualización surtida en la noción tradicional de la autonomía de 
la voluntad, particularmente en el contexto de los contratos contemporáneos de consumo, 
en el que el Estado interviene de manera activa, vigilando, coordinando e incluso 
sancionando a los particulares que abusen del extremo débil en virtud de su posición 
privilegiada, poniendo en entre dicho la autonomía de la voluntad en este tipo de 
contratación y la aparente pugna entre la igualdad y la libertad, el libre mercado y la 
intervención estatal. 
  
Sin embargo, a manera de hipótesis de proyección de solución, se plantea que tal vez no 
se configura la mencionada crisis de la autonomía de la voluntad ni tampoco se presenta 
                                                          
21 Tal elección, en este texto se relaciona con la libertad, porque se comparte el hecho de que una persona al 
elegir está tomando una decisión que en términos ideales manifiesta la materialización de un querer interno 
así esta no sea necesariamente racional. Al respecto existe todo un discurso económico en el que se indica 
que se puede analizar el comportamiento del ser humano desde la elección racional, en términos del capital, 
Friedman. M. “Essays in positive economics”, Chicago, University of Chicago Press, 1953 y Akerlof, G. A. 




una pugna entre principios a la igualdad, libertad, libre mercado e intervención estatal, 
sino que se está constituyendo un nuevo paradigma de la misma, porque se está frente a 
un nuevo contexto jurídico social que exige una mayor comprensión de la dinámica 
principialistica22 desde criterios económicos y jurídicos, en los que tanto la libertad como 
la igualdad de las partes se garantizan por la supervisión y constante regulación realizada 
por el Estado y por otras entidades en el ámbito internacional.  
 
Bajo tales proyecciones, de problema y de solución, se destaca que el objetivo principal 
del presente estudio es analizar la dinámica de la autonomía de la voluntad frente a la 
intervención legislativa estatal en materia del contrato contemporáneo de consumo desde 
criterios económicos y jurídicos, por lo que en primer lugar se procede a identificar la 
interacción de los principios que rigen las relaciones de consumo, incluyendo las de 
menor escala como las manifestadas en los contratos de consumo y las de grandes 
proporciones identificadas en la actividad de mercado.  
 
Identificados los principios y considerando la intrínseca relación entre contratos de 
consumo y la dinámica del mercado, se procede luego a realizarse una reconstrucción 
teórica, normativa y jurisprudencial, e inclusive de derecho y jurisprudencia comparada. 
De esa forma se establece un paralelo entre mercado y contratos de consumo, tratándose 
análogamente como relaciones de consumo, las cuales inciden en lo jurídico y económico 
y viceversa. Desde lo económico en la estabilidad de la sociedad y el individuo, desde lo 
jurídico desde la dinámica de principios, libertad e igualdad. Todos ellos temas medulares 
en la manifestación de la autonomía de la voluntad. 
 
Apropiado el tema, se realiza un paralelo entre los problemas que se suscitan en las 
relaciones de consumo en el mundo contemporáneo, de imperio del capital, de 
globalización y de los avances tecnológicos, desde lo jurídico y lo económico, para de 
esta forma dilucidar la dinámica del derecho de consumo, articulando nociones jurídicas 
y económicas, estableciendo que ambas disciplinas analizan los mismos fenómenos y que 
es necesario articularlas para poder brindar soluciones efectivas a los retos 
contemporáneos. 
 
                                                          
22 Dinámica pincipialística en la que se sostiene el denominado “nuevo derecho” y el derecho constitucional 
contemporáneo. Es de destacar que “con la expresión ‘nuevo derecho’ se ha referido en Colombia, funda-
mentalmente desde la expedición de la Constitución del 91, a una serie de trasplantes iusteóricos, además 
de los conocidos trasplantes dogmáticos como leyes o códigos, y a la difusión y consolidación de una serie 
de argumentos de corte antiformalista e ideologías antitradicionales que hacen uso constante de lecturas 
transformadoras dela Teoría Transnacional del Derecho4 como crítica a la cultura jurídica preponderante, 
esencialmente relacionadas con la interpretación y aplicación del derecho, la reformulación de nuestro 
sistema de fuentes, el papel del juez en la creación de derecho, la relación derecho-sociedad, el carácter 
vinculante de los principios, entre otros”. García, Leonardo. “El nuevo derecho en Colombia: ¿entelequia 
innecesaria o novedad pertinente? “Revista de derecho Nº 29, Barranquilla, 2008 ISSN: 0121-8697. Página 
4. De otro lado en algunas investigaciones de acuerdo con los productos comprados por un sector de la 
sociedad se pueden identificar preferencias que se asimilan a la libertad de elegir así como se infiere del 
estudio Cardona, Cruz y Lerma Carmen sobre “El consumo en la postmodernidad”. Revista Internacional 
Administración & Finanzas7.1 (2014): 89-111. 
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Hecha la aproximación de nociones jurídicas y económicas desde problemas que se 
suscitan en la cotidianeidad en el marco de las relaciones de consumo, se profundiza en el 
análisis del Estatuto del consumidor, enfatizando sin embargo, en las disposiciones 
normativas contenidas en aquel en las que se prescriben pautas de protección del extremo 
débil de la relación contractual, erigiéndose como una inequívoca intervención del Estado 
en las relaciones de consumo forjadas entre los particulares, lo cual obedece a una 
dinámica mundial y nacional23. 
 
Dinámica que permite analizar la evolución que ha sido desarrollado en el derecho, en el 
que adaptándose a las situaciones de cambio del mundo, de la sociedad, se transforma 
para poder proteger a las personas y sostener los principios del derecho como son la 
libertad y la igualdad contractual, que han sido trastocados en las relaciones de consumo 
en las que el individualismo exacerbado de algunos propendido por la cultura del capital 
y del poder de este, ha conducido a que se violente la igualdad en las referidas relaciones 
mercantiles, por lo cual el derecho entra a balancear la relación contractual.  
 
La forma en que se balancean las relaciones contractuales de consumo, tanto a nivel 
micro como macroeconómico, nacional como internacional, se realiza  mediante la 
intervención de las relaciones particulares por el Estado y otras entidades internacionales 
con el fin no solo de restablecer la igualdad y la libertad contractual, sino  garantizar la 
supervivencia del comercio, del mercado, al mismo tiempo en el que se protege que las 
personas puedan satisfacer necesidades, básicas y superfluas, maximizar justas utilidades, 
maximizar la felicidad24 fines últimos del derecho y la economía.  
                                                          
23 Dentro de esta dinámica mundial se puede destacar como pionera la Directiva del Consejo de las 
Comunidades Europeas 25 de julio de 1985 relativa a la aproximación de las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de responsabilidad por los daños 
causados por productos defectuosos (85/374/CEE) con fundamento en que “es preciso aproximar las 
legislaciones de los Estados miembros en materia de responsabilidad del productor por los daños causados 
por el estado defectuoso de sus productos dado que las actuales divergencias entre las mismas pueden 
falsear la competencia, afectar a la libre circulación de mercancías dentro del mercado común y favorecer la 
existencia de distintos grados de protección del consumidor frente a los daños causados a su salud o sus 
bienes por un producto defectuoso (…)” declara prescripciones en procura de crear un escenario más 
garante de los derechos del consumidor. Esta directiva está disponible en internet en la página web: 
http://www.emercatoria.edu.co/paginas/volumen5/documentos/DIRECTIVA_85.doc, consultada el día 04 
de octubre de 2014.  
24 Sobre la finalidad de maximizar en la economía, es relevante comprenderla relacionada con la noción de 
justicia particularmente por la concebida por Rawls, quien destaca por ejemplo que “de la visión utilitaria 
de la justicia es que no importa, excepto de manera indirecta, ni cómo se distribuya esta suma de 
satisfacciones entre los individuos, ni cómo un hombre distribuye sus satisfacciones en el tiempo. La 
distribución correcta en cada caso es la que produce la máxima satisfacción, así de sencillo. La sociedad 
tiene que asignar sus medios de satisfacción, cualesquiera que sean, derechos y deberes, oportunidades y 
privilegios, y diversas formas de riqueza, de tal modo que, si puede, obtenga este máximo. Pero, en sí 
misma, la distribución de satisfacciones es mejor que ninguna otra, excepto en el caso en que una 
distribución más igualitaria sea preferida a romper vínculos.” Cita tomada de Página 10. Murillo, Javier., 
Reyes, Hernández. “Hacia un concepto de justicia social. Revista Iberoamericana sobre Calidad, Eficacia y 
Cambio en Educación (2011) - Volumen 9, Número 4. Disponible en internet en 





1. Capítulo I. 
 
 Interacción de los principios que rigen la contratación contemporánea de consumo 
en Colombia comprendidos desde la libre manifestación de la voluntad y la igualdad 
de los contratantes 
 
"Una sociedad que priorice la igualdad por sobre la libertad no 
obtendrá ninguna de las dos cosas. Una sociedad que priorice la 
libertad por sobre la igualdad obtendrá un alto grado de ambas."   
Milton Friedman. 
 
“La igualdad es el alma de la libertad, de hecho, no hay libertad sin 
ella” Francis Wright 
 
“La justicia es la reina de las virtudes republicanas y con ella se 
sostiene la igualdad y la libertad”. Simón Bolívar 
 
La interacción o dinámica de principios es un tema que está revestido de complejidad, 
ello por cuanto, dependiendo de la percepción de una persona, puede ser más importante 
uno que otro, por ejemplo; la libertad sobre la igualdad como lo indicó Friedman o al 
contrario en el criterio de Wright, o puede que ambos sean esenciales para constituir un 
escenario justo; según Bolívar. De tal manera que no es un tema pacífico y siempre 
tendera a subjetivarse, dependiendo principalmente de quien lo analice pero también del 
contexto en el que se realice.  
  
En esta oportunidad se analizara considerando argumentos jurídicos y económicos la 
interacción de principios que se encuentran inmersos prácticamente en todas las 
relaciones jurídicas como son: La libertad y la igualdad. Sin embargo, se hará dentro del 
contexto de una economía de mercado y de las relaciones de consumo contemporáneas, 
bajo dos aspectos que los efectivizan como son: La autonomía de la voluntad y la 
intervención estatal. Dos principios que parecieran tensionarse o contraponerse, pero que 




1.1 La autonomía de la voluntad como expresión del principio de libertad frente a la 
intervención del Estado que propende por la igualdad material de las partes.  
 
Todo en la vida del ser humano evoluciona, siendo así que la única constante es el 
cambio. De esa manera al considerar que el derecho responde a fenómenos sociales, 
cambiantes por naturaleza, aquel debe acoplarse consecuentemente, ya que su razón de 
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existir es dar respuesta a los conflictos surgidos de las relaciones entre los ciudadanos25, 
que también mutan constantemente26. De tal manera que se evidencia la necesidad de 
entender que todos los criterios, elementos y ficciones legales, incluida la autonomía de la 
voluntad, no pueden permanecer estáticos, so pena de carecer de pertinencia, coherencia, 
consecuencia, vigencia, que incluso llevan a señalar la existencia de una determinada 
crisis.27.  
 
Bajo ese entendido y considerando que la autonomía de la voluntad ha estado presente en 
buena parte de la historia de la humanidad28, debido a que el ser humano ha tenido que 
expresar sus legítimas intenciones29 frente a los demás, relacionándose socialmente para 
poder, entre otras cosas, satisfacer sus necesidades, lo que requiere entre otras cosas “un 
número de factores, tierra, trabajadores y capital”30, es natural comprender que se debe 
haber surtido un cambio en aquella, situación que por algunos ha sido analizada desde la 
transformación de los contratos desde el contrato clásico hasta el contemporáneo31.  
 
Análisis que comprende la configuración a partir de la autonomía de la voluntad de toda 
una teoría contractual y de obligaciones32, en la que las actuaciones de los contratantes 
                                                          
25 Así se han elaborado diversos conceptos de derecho, partiendo desde el antecedente más remoto como es 
el derecho romano en el que por ejemplo se establece por Petit que la palabra derecho deriva de dirigere e 
implica una regla de conducta. De este modo considerado el derecho es el conjunto de reglas que rigen las 
relaciones sociales. Petit Eugene. “Tratado elemental de derecho romano”, Editorial Skala. Primera edición 
Bogotá. 2009. Página 7.  
26 Sobre el particular es procedente analizar los denominados contratos electrónicos que ponen de presente 
una gama de nuevas relaciones particulares y toda una forma de materializarlas. Lafont, Pedro. “Manual de 
contratos”. 2 tomos. “Panorama de la negociación y contratación contemporánea”2ª Edición 2005,  
27 Crisis como en la que se ha encasillado a la autonomía de la voluntad. Como bien se documenta por 
Cardoso I. Jorge. En “Apuntes sobre obligaciones: civiles y mercantiles”.  Editorial “Jurídicas Wilches”. 
Bogotá, 1986. Páginas 23- 37.  la cual se remonta a la antigüedad, prácticamente desde que el hombre 
manifestó sus intereses frente a quienes reconoció como iguales, pero que posteriormente fue fortalecida en 
la modernidad mediante lo que se ha reconocido doctrinariamente como “contrato clásico”.  
28 Según lo refiere Jaime Arrubla “a menudo se identifica el derecho privado con la autonomía de la 
voluntad, pero ello fue válido específicamente en el Siglo XVIII cuando se edificó todo un culto alrededor 
de la voluntad, cuando el deber del Estado era la protección de la expresión de la voluntad (…) Arrubla, 
Jame, Contratos Mercantiles, Editorial Legis. Bogotá 2012. Página 1. 
29 Intenciones de progresar, de adquirir, de enajenar etc., las cuales solo pueden llevarse a cabo mediante la 
interacción social.  
30 De esta manera se evidencia con claridad una aproximación de término jurídicos con económicos. Cita de 
Villard Henry. “Economic Development”, traducido por Fernández Carlos. Editorial Limusa Willey, S.A. 
México D.F., 1964. Página 43. 
31 De esta ha sido abordado por Herrera, Freddy. “El contrato de consumo: notas características”. Artículo 
revista jurídica Principia Iuris No. 17. Febrero de 2012. Universidad Santo Tomás. Páginas 61 y S.S.,  es de 
recordar el resumen del artículo en el que se indica que: “Se hará un acercamiento al cambio de la teoría 
contractual que comenzó a gestarse hace ya más de un siglo, evidenciando los rasgos característicos de la 
teoría clásica y los puntos que llevaron a su progresiva modificación, adentrándonos en la nueva teoría de 
los contratos de consumo, visto a la luz de la regulación nacional”. Página 1 
32 Teorías que se inspiraban en que si una persona libre y voluntariamente manifestaba su voluntad queda 
obligado a responder a lo que se había comprometido o a lo que había contratado. Asunto analizado por 
Herrera Freddy, artículo citado, páginas 62 y 63, en el que estableció que “En el más antiguo derecho 
romano, en concreto, en el período arcaico comprendido entre los siglos VIII a II a. C., se pensó que el 
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deben ser consecuentes con sus pensamientos y con sus respectivas responsabilidades, 
que en esencia constituye “el presupuesto del acto jurídico”.33 Es así que se han validado 
los negocios jurídicos desde la correspondencia del “querer”34, de la voluntad 
materializada de los contratantes35, estructurándose “una relación jurídica, un nexo entre 
dos sujetos de derecho”36 sí y solo sí así lo dispusieron como seres capaces, con libre 
consentimiento, sin error, sin presión alguna, sobre un objeto determinado y dentro de los 
parámetros que determina la ley37 
 
Se ha trazado entonces una estrecha relación entre la libertad como individuo y la 
autonomía de la voluntad. Comprendiendo aquella libertad como la facultad de todo ser 
humano de realizar el negocio jurídico que le provoque, sin que nadie, incluido el Estado 
pueda interferir en aquel. Negocios jurídicos que no obstante deben encuadrarse entre los 
parámetros de la ley y de las buenas costumbres.38  Por tanto, la autonomía de la voluntad 
no es, ni ha sido ilimitada, pues se subordina a la ley y a las buenas costumbres, lo cual 
sin embargo, es difuso, porque es necesario determinar por ejemplo que son las buenas 
costumbres39. Aun así, ello se constituye como la excepción tradicional reconocida a “la 
regla general de no intervención estatal en las relaciones particulares”40. 
                                                                                                                                                                             
contrato sólo podía nacer a la vida jurídica con el cumplimiento de una rigurosa ritualidad, citando a Neme 
Villareal, 2010; p. 23), al margen de cuál fuera el querer de las partes o de su voluntad. Sólo en el período 
romano clásico (siglos III a C. a IV d. C.), se reconoció un mayor peso a la voluntad a través de la 
distinción entre contratos y pactos, pues estos últimos se formaban con el simple consentimiento y, si bien 
no daban lugar a acciones, permitían su alegación como excepciones, citando a Álzate Hernández, 2009; p. 
37 y 38). Posteriormente señala Herrera que los juristas reconocieron en el contrato una expresión del 
respeto a la palabra empeñada, por lo que cualquier manifestación de voluntad podía dar lugar al 
nacimiento de uno de ellos citando a Ripert, 1941; p. 25, so pena de incurrir en una falta contra la 
divinidad. Estos antecedentes fueron retomados por los juristas europeos del renacimiento (siglos XVI y 
XVII) “. Pero esta corriente moral que había de causar un vuelco total al Derecho, surgió en el siglo XVI, 
por la obra de los canonistas, inspirados en la filosofía del cristianismo, que reconoció la dignidad humana, 
su libertad y el imperio de la justicia… Los contratos, y por consiguiente las obligaciones que originaban, 
derivaron su validez, no de formalismos sociales sin vida, sino de ser el acto de una personalidad digna, 
libre, responsabilidad, es decir, un acto humano, de modo que nacían de la sola palabra empeñada: ‘solo 
consensus obligat’ y ‘pacta sunt servanda’…”. Citando a Emiliani, 2001; p. 35), 
33 Betti Emilio. “Teoría General del Negocio Jurídico”. Editorial Revista de Derecho Privado. Madrid. 
1959. Citado por Largo Adriana, obra citada, página 20.  
34 Bonivento  F. José. “Los principales contratos civiles y comerciales”. Tomo II. Sexta Edición. 2003.  
35 Pérez V., Álvaro. “Teoría general de las obligaciones”. Editorial Temis, Bogotá 1959.  
36 Hinestrosa F. Fernando. ”Tratado de las obligaciones: concepto, estructura, vicisitudes”. Editorial 
Universidad Externado de Colombia. Bogotá 2003. Página 36. 
37 Porque de no ser así “serían nulos y de ningún valor” como lo indica Baraona G. Jorge. “La nulidad de 
los actos jurídicos: consideraciones históricas y dogmáticas”. Editado por la Universidad Javeriana y el 
Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá 2012. 
38  Artículo 1602 del código civil colombiano y analizado por Jaime Arrubla, obra citada,  página 7. 
39 Devis E. Hernando. “Características esenciales del derechos civil moderno”. Estudios de derecho. 
Medellín 1943. Citado por Arrubla obra citada, página 7.   
40 Excepción tradicional de la costumbre junto con la Ley como limites tradicionales a la autonomía de la 
libertad, aunque “la ley reviste un carácter fundamental; debido a que aunque generalmente las normas que 
rigen los contratos y gran parte del Derecho Civil son de carácter dispositivo, por ende, disponibles por las 
partes, quienes pueden por su voluntad, excluirlas o sustituirlas por aquellas más convenientes a sus 




Ahora bien, se evidencia que la exigencia de no intervención en las relaciones entre los 
particulares se constituye como una expresión libertaria41, que no obstante, se empezó a 
desarticular con el surgimiento de dos fenómenos sociales concretos: el uso del capital y 
la necesidad de proteger los derechos sociales”42. En ese sentido, luego de que se 
gestaron las revoluciones intelectuales e independentistas43 procuradoras de la libertad, se 
dio lugar a la revolución industrial que trajo como consecuencia la imposición progresiva 
del capital en las relaciones sociales y al mismo tiempo puso de presente las relaciones 
entre empleadores  y trabajadores, dando lugar a la agremiación de los derechos de estos 
últimos44. 
 
Son algunos ejemplos de cómo las relaciones entre las interacciones entre las personas 
han mutado en la medida en que ha cambiado el contexto. Aun así, se han preservado los 
elementos fundamentales de las obligaciones en cuanto siguen generándose entre dos 
partes que pueden ser claramente diferenciadas45. No obstante, se han ido tensionando en 
                                                                                                                                                                             
tiene que subordinarse”. Katiuska Hernández, “El principio de autonomía de la voluntad contractual civil. 
sus límites y limitaciones”. Artículo revista jurídica de investigación e innovación educativa. Universidad 
de Málaga, 2008. Página 3. Artículo disponible en http://www.eumed.net/rev/rejie/06/hfgc.html. 
Consultado por última vez el día 02 de octubre de 2014.  
41 Expresión libertaria que es reconocida a nivel internacional así: “La autonomía de la voluntad hunde sus 
raíces en el derecho fundamental de los seres humanos al libre desarrollo de la personalidad (artículo 10.1, 
de la Constitución española) 2. Sobre esta base, el reconocimiento por parte del legislador y de los jueces 
del poder autorregulador de los individuos respecto de sus propios fines, intereses y aspiraciones, se ha 
ampliado a esferas de la vida de relación de las personas tradicionalmente sustraídas de la libre disposición” 
Bouza Vidal. “Aspectos actuales de la autonomía de la voluntad en la elección de la jurisdicción y de la ley 
aplicable a los contratos internacionales” Ponencia internacional presentada en España 2004. Disponible en 
http://www.ehu.es/cursosderechointernacionalvitoria/ponencias/pdf/2004/2004_5.pdf, consultada por 
última vez el día 04 de octubre de 2014.  
42 De este tipo de contratos dan fe los códigos de Napoleón de 1804, Códigos europeos y código civil 
español de 1889 del artículo 1542 y s.s. como señala Añon Roig., Obra citada., página 39. 
43 Especialmente la Revolución Francesa de 1789.  
44 Bedoya, María Rocío. “El derecho de asociación sindical frente a la globalización”. Estudios de derecho. 
-Vol. 66, no. 147 (Jun. 2009). Medellín, 2009. Páginas  35-57. Agremiación de derechos. 
45 Obligaciones que generan toda clase de contratos que se reconocen como contemporáneos por el 
momento histórico, ya que son relativamente recientes y algunos son realizados mediante el uso de medios 
tecnológicos, como bien los destaca Jaime Arrubla: Contratos informáticos de los que se derivan los de 
hardware, software. Otros que si bien son tradicionales son contemporáneos en la medida en que se realizan 
en la red como la venta informática, la subasta electrónica, el leasing financiero, arrendamiento en la red 
(contrato de hosting). Otros tantos que se originan de la misma dinámica de internet como son los contratos 
de diseño y construcción de una página web, el de obtención de un nombre de dominio entre, otros. Arrubla 
Jaime. “Contratos Mercantiles Tomo III, Contratos contemporáneos”1 edición. Editorial Dike. Bogotá 2005 
páginas 295 y s.s. De otro lado Marcela Castro y otros hacen una descripción de algunos contratos atípicos 
contemporáneos como son la franquicia, forward (acuerdos a la medida de las partes por fuera de la bolsa, 
en esencia es una compraventa en al ámbito bursátil), opción (de poder realizar posteriormente un negocio) 
y swap (permuta financiera) y los surgidos de las uniones temporales y consorcios (Joint Venture). Castro, 
Marcela, Giraldo, Carlos, Remolina Nelson y Varón Juan. “Contratos atípicos en el derecho contemporáneo 
colombiano. Editado por la Universidad de los Andes y la Cámara de Comercio de Bogotá. Bogotá 2004. 
Páginas 15 y s.s.  
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la medida en que algunos se han empoderado sobre la contraparte en virtud de la 
desigualdad formal y material a partir de la acumulación y/o inexistencia de capital.  
 
De tal suerte que al configurarse una desigualdad contractual, con fundamento en la 
capacidad adquisitiva, ha derivado en que la autonomía de la voluntad tradicional haya 
sufrido algunos embates surgidos de la polarización de los recursos, situando algunos 
como patronos, y otros como trabajadores dependientes de aquel. Así por ejemplo, 
Colombia se referencia como uno de los países con una alta desigualdad entre las 
personas con base en la capacidad de recursos económicos46. 
 
Situación que pone en entre dicho la posibilidad de que los trabajadores puedan 
manifestar su plena autonomía de la voluntad frente a patronos en un determinado 
contrato, como era por ejemplo en el pasado el de “arrendamiento de servicios” 47 que 
actualmente se reconoce como de trabajo48. Respondiendo a la lógica en la que, quien 
acumula más capital es el que termina por imponer las reglas sobre el que debe trabajar o 
el que simplemente se constituye como el extremo débil de determinada relación 
                                                          
46 Sobre el particular es pertinente mencionar que en Colombia la pobreza se ubicó el año pasado en 32,7%, 
Esta cifra es inferior en 1,4 puntos porcentuales a la registrada en el 2011. Igualmente la pobreza extrema o 
indigencia fue de 10,4 por ciento, ligeramente inferior a la reportada para el 2011. “Estas cifras fueron 
reveladas por el presidente Juan Manuel Santos quien, destacó el comportamiento de la distribución de los 
ingresos, cuya medición con el índice de Gini fue de 0,539  en el 2012 mientras que en el 2011 fue de 
0,548. (...) En las cabeceras urbanas la pobreza registrada fue de un 28,4 % (30,3 % en 2011), un 18,9 % en 
las áreas metropolitanas (20,6 % en 2011), mientras que en las otras cabeceras la pobreza bajó del 44,5 % 
en 2011 al 42,2 % en 2012. Estas cifras se calculan mediante el llamado Índice de Pobreza 
Multidimensional (IPM), que evalúa cinco valores donde los hogares colombianos podrían estar en 
situación de privación. Las condiciones educativas, de la niñez y la juventud, el trabajo, la salud, y los 
servicios públicos y condiciones de vida son las dimensiones del IPM. El DANE adaptó este método en los 
últimos años, mientras que el anterior, calculado a través de los ingresos monetarios, presentaba cifras 
porcentuales superiores. En 2012, los ingresos por cápita a nivel nacional alcanzaron de media los 500.531 
pesos y los 566.192 pesos en las cabeceras urbanas; 207.235 pesos en las zonas rurales y 709.155 pesos en 
las áreas metropolitanas.”, cifras que demuestran la preocupante situación social y la desigualdad social 
imperante en el país. Cita tomada del diario Portafolio edición digital disponible en 
http://www.portafolio.co/economia/cifras-pobreza-y-desigualdad-colombia-2012, consultada por el última 
vez el día 04 de octubre de 2013. Demostrando que en Colombia la pobreza es un fenomeno que afecta a 
ungran grueso de la población y se constituye como un trascendental problema que incide incluso en el 
ambito juridico.  
47 Obra citada, Añon Roig., página 26. 
48 De allí se comprende la protección especial que se le da a los trabajadores en este tipo de contratos, a raíz 
del reconocimiento de la desigualdad entre las partes, porque a pesar que el trabajo ha existido desde 
tiempos remotos, también lo es que solo hasta “el 28 de junio de 1919 tuvo un alcance internacional 
mediante la expedición del Tratado de paz de Versalles ya que a partir de ese momento en los distintos 
países miembros se comienzan a expedir leyes y decretos de carácter laboral y simultáneamente los 
principios rectores del Derecho del trabajo, se ubican al lado de los derechos fundamentales del individuo, 
en la Carta Política del Estado”. Ballén, Rafael. “Teoría general del derecho del trabajo”. Editorial Forum 
Pacis. Santafé de Bogotá 1994, página 275. No obstante previamente a la promulgación de dicho tratado, 
que dio origen a la Organización Internacional del Trabajo ya existían algunas manifestaciones sociales en 
torno al trabajo motivado por corrientes filosóficas marxistas y de obreros. Ibid., páginas 158 y s.s.  
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contractual, ya que al necesitar el trabajo puede terminar por abandonar su libertad de 
elección y resignarse a dejarse dominar por el dueño de los medios de producción49. 
 
Por tanto, es que en medio de este nuevo contexto del capital y de la agremiación de 
personas en procura de sus derechos50, la autonomía de la voluntad se debe reconfigurar, 
buscando fortalecer no solo la libertad de los contratantes, que puede ser desbordada, sino 
además fundamentando dicha libertad en la igualdad material de las mismas, asunto que 
de hecho no ha sido superado51, por cuanto es ciertamente complicado entrar a establecer 
tal presupuesto de desigualdad. No obstante, lo importante es que se ha dado lugar a que 
surgiera la intervención más activa del Estado en las relaciones entre los particulares 
tratando de balancear “la ecuación de la igualdad social, que sin embargo ha sido 
debilitada por la globalización”.52 
 
Necesidad de balance porque la autonomía de la voluntad ha sido material y 
jurídicamente trastocada de su noción original, no solo por el capital sino dentro de dicho 
sistema por el  surgimiento de fenómenos como la globalización, la sociedad de la 
información, las nuevas tecnologías como la Internet y el capitalismo salvaje53, entre 
otros. Constituyendo la necesidad de una mayor intervención estatal, incrementándose 
progresivamente, en vigencia del derecho constitucional, la configuración del Estado de 
Derecho, el Estado de Bienestar, y el Estado Social de Derecho; este último 
fundamentado en la dignidad humana, derivados de las Leyes de Bismarck 1883 y 1889, 
la Constitución de Querétaro 1917 y el, Pacto internacional de los derechos económicos 
sociales y culturales, (PIDESC) en  199654, entre otras. 
 
Empero lo anterior, de esa respuesta a fenómenos sociales, traducidas en intervención del 
Estado en las relaciones entre particulares, no se puede desconocer el hecho que en la 
                                                          
49 Como bien lo ha precisado Amartya Sen siguiendo la Línea Arrow en lo que se refiere a la Teoría de la 
Posibilidad que analiza la relación entre las decisiones individuales, su efecto en la sociedad y viceversa. 
Sen Amartya. “Colective Choice and Social Welfare”. John Willey. New York, 1970. Y Arrow Kenneth.  
“Elección social y valores individuales”. Editorial Planeta-Agostini. 1994. 
50 Originada de la agremiación de las personas en los movimientos Luddista (movimientos destructores de 
máquinas que surgió luego de la revolución industrial), posteriormente se gestó lo que se denominó como 
la sociedad londinense de correspondencia que agrupo a trabajadores y operarios, luego se estructuró el 
movimiento Cartista en el cual se expresaban los puntos de vista de los trabajadores mediante cartas, entre 
muchos otros destacados por Rafael Ballén en obra citada páginas 161 y s.s.   
51 Sobre el tema se ha referido algún sector de la doctrina como Gustavo Ordoqui, refiriendo por ejemplo 
que “la economía capitalista del siglo XIX marcó otro empuje para el destaque de la figura del abuso del 
derecho en el ámbito jurídico”, adicionalmente también establece que en la actualidad “se presenta un 
ejercicio abusivo de la posición dominante en el mercado, que es aquella situación en la cual una empresa 
queda en el mercado con total independencia de competidores y de consumidores”, asunto que evidencia la 
desigualdad entre las partes, en este caso en el ámbito del mercado, del comercio y el abuso de ese tipo de 
situaciones. Ordoqui,  Gustavo, con prólogo del Atilio Alterini. “Abuso de derecho”. Editorial Ibañez., 
Bogotá 2010. Páginas 510 y ss.   
52 Harari, Raúl. “Efectos sociales de la globalización: petróleo, banano y flores en Ecuador”. Editorial 
Cedime: Abya-Yala Quito 2004. 
53 Entre otros por Heller, Herman. “Escritos Políticos”. Alianza Universidad. Madrid, 1985. 
54 Analizados en torno a los Derechos Sociales por Añon Roig, obra citada, páginas 35 y s.s. 
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actualidad, inequívocamente se incide en las relaciones forjadas entre los particulares no 
solo por los entes estatales, debido esencialmente a que existe una compleja relación 
entre capital, mercado y acumulación de poder, redundando en que las leyes, normas, 
etc., como manifestación material del capital propenden por su protección ratificando la 
desigualdad entre los seres humanos55. 
 
Es así que la cultura del capital resulta ser egoísta, individualista, sosteniéndose en una 
situación de desigualdad entre los seres humanos en razón a algo más allá de las 
diferencias de raza, cultura o ideología, asunto eminentemente materialista y pragmático, 
como es en consideración a los recursos económicos. Es así que en un mundo 
contemporáneo de capital y en términos sistémicos56 las personas han dejado de serlo 
para convertirse en sumas de dinero y de no tenerlo, pueden ser excluidas sin la menor 
consideración.  
 
Es por eso que resulta muy cuestionable dejar que como en el caso de los contratos de 
consumo, un extremo contractual, que cuenta con todos los medios económicos como 
para haber explotado los medios de producción y haber puesto en comercialización un 
determinado bien y/o servicio, se considere como igual con un consumidor que en 
muchos casos y por lo general puede tratarse de una persona de clase media, que 
                                                          
55 Es oportuno recordar como la corrupción se ha filtrado en el poder legislativo e incide en que las normas 
se realicen para un sector determinado, es así como por ejemplo en fue un tema central de las elecciones 
brasileñas del 2006, tanto en la rama Ejecutiva como en la Legislativa. Según estadísticas oficiales, más de 
cien de los Delegados Federales, o un quinto de la quincuagésima segunda Sesión Legislativa (2003-2007), 
fueron relacionados por los medios con algún escándalo. ¿Acaso los votantes castigan a los políticos 
supuestamente corruptos? Utilizamos un conjunto de datos acerca del desempeño legislativo y electoral de 
los Delegados Federales Brasileños para estudiar cómo el estar involucrado en corrupción se relaciona con 
decisiones de carrera y con el éxito en ser reelegidos.” Rennó, Lúcio. “Rewarding the corrupt, Reelection 
and Scandal Involvement in the Brazilian 2006 Legislative Elections. Artículo científico disponible en la 
base de datos “Proquest”. Revista Colombia Internacional 2006 – 2008. Página 1 y ss. De la misma manera 
en Colombia se han desarrollado estudios académicos sobre la corrupción y su incidencia en las normas de 
los cuales se puede destacar el de Vélez, Jorge, Bautista, Sergio,  Mantilla Ivan; Beltrán, Jesús María 
Cárdenas artículo publicado en la Revista científica “Criterio Libre” Enero a Junio de 2012, páginas 44-65, 
disponible en la base de datos Proquest. “Efectos de la corrupción sobre la criminalidad, el crecimiento 
económico y la pobreza: una evidencia para seis departamentos de Colombia” del cual se extrae que “la 
corrupción afecta el crecimiento económico de los países, disminuye los recursos efectivos destinados a la 
inversión social, genera desconfianza de la ciudadanía hacia las instituciones del estado. sin embargo, la 
mayoría de las investigaciones sobre el tema han utilizado metodologías basadas en encuestas. el principal 
aporte de este trabajo es la construcción de un modelo estadístico en el cual la corrupción se mide a través 
de datos reales que se desprenden de los fallos de responsabilidad fiscal emitidos por la contraloría general 
de la república. el período de estudio es de diez años (2000-2009) y abarca a los seis departamentos de 
Colombia que en este lapso de tiempo registraron los mayores casos de corrupción. los resultados del 
modelo muestran una relación estadística importante entre la corrupción con los indicadores utilizados para 
cuantificar los niveles de pobreza, crecimiento económico y violencia. no obstante, los efectos sobre las 
variables seleccionadas no son estadísticamente significativos.” 
56 Como los propuestos por Parsons y Luhman, comprendiendo al derecho, la política y la economía como 
sistemas en los cuales las personas se convierten en elementos de subsistencia del mismo sistema.  
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sobrevive con un recursos económicos limitados57 y que en caso de una diferencia 
contractual se encontrará con toda seguridad en una inequívoca desventaja en contra de 
su extremo contractual, lo cual termina por incidir en la libre y voluntaria manifestación 
de la voluntad. 
 
En suma de este apartado se destaca que:  
 
a) La autonomía de la voluntad es un principio fundamental de las obligaciones y un 
criterio fundamental de la individualidad de las personas. 
b) Tal autonomía debe revaluarse conforme a los cambios surtidos en la sociedad. 
c) Debe considerarse con especial importancia la sociedad de capital, del mercado, 
fenómenos sociales que inciden drásticamente en la materialización de 
desigualdades entre los contratantes. 
d) Básicamente se han surtido dos paradigmas generales en las relaciones 
contractuales entre los particulares como son la protección al individualismo a la 




1.2. Autonomía de la voluntad, la libertad y la igualdad en el capitalismo y el 
mercado. 
 
Considerando que el capital ha influido en el sostenimiento de los Estados58, en la 
evolución cultural59, en la dinámica familiar60, en la educación61, en la satisfacción de los 
                                                          
57 Según la Asociación Nacional de Empresarios de Colombia ANDI, en informe de agosto de 2013, en el 
que inicialmente señala que Colombia tiene 12.5 millones de personas en clase media, cerca de 6 millones 
más frente al 2002, y 17 millones de personas están calificadas como vulnerables o clase media emergente. 
Y las personas de la clase media son las que más consumen, así por ejemplo el año 2012, las ventas de los 
hipermercados ascendieron a US$15,562 millones tres veces más frente al año 2000. Pero más importante 
aún es observar la estructura de las ventas por grupos de productos. Si bien lo que más se vende 
corresponde a alimentos y bebidas no alcohólicas (33.1%) la participación de este grupo de productos cayó 
8 puntos frente al año 2000. Por su parte, las ventas de muebles y electrodomésticos pasó de 5.5% en el año 
2000 a pesar el 12.7% de las ventas de los hipermercados y grandes superficies de comercio. Informe 
publicado en Internet disponible en http://www.andi.com.co/downloadfile.aspx?Id=15aa0e02-a57c-4133-
bd37-36c7624d0fc6., consultado por última vez el día 04 de octubre de 2014. Páginas 8 y 11. 
58 La influencia del capital en los Estados está bien documentada e incluso se sugiere que ha comportado un 
efecto negativo en la situación social, así por ejemplo. “Hoy en día el Consenso de Washington en materia 
de desarrollo está completamente desacreditado. La historia reciente del mundo en desarrollo ha sido poco 
amable con la afirmación central que estipula que una nación que abre su economía y que mantiene el rol 
del gobierno al mínimo experimentará, invariablemente, un rápido crecimiento económico. La evidencia en 
su contra es fuerte: el mundo en desarrollo en su conjunto creció más rápido durante la era de intervención 
estatal y sustitución de importaciones (1950-1980) que en la época más reciente del ajuste estructural 
(1990-2005); y el desempeño económico reciente de las Economías Latinoamericanas y del África 
Subsahariana –regiones que realmente se han abrazado al liberalismo– ha quedado bastante rezagado en 
relación con el de las economías asiáticas como China, India y Vietnam, quienes en cambio han llevado a 
cabo una combinación no ortodoxa de intervención estatal y apertura económica (Amsden, 2007). No es de 
extrañar que el mismo Banco Mundial haya anunciado recientemente (WB 2005) la muerte del Consenso 
de Washington, que haya ofrecido un mea culpa y preguntado a viva voz ¿hacia dónde vamos ahora? 
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derechos de los ciudadanos62 y en sí en todos los campos de acción del ser humano, hasta 
el punto en que una persona puede ser anulada en la sociedad sí es que no tiene recursos 
económicos, eliminada sistemáticamente de la sociedad, de la economía, de la protección 
jurídica y del plano político, en los términos que Parsons63 y Luhman64 han puesto de 
                                                                                                                                                                             
Mientras que la desintegración del Consenso de Washington hace surgir serios cuestionamientos de la 
"sociología de conocimiento" sobre quién ha impulsado éstas ideas, por qué, quién se beneficia, y quién 
debería asumir ahora, la responsabilidad, mi enfoque en este ensayo se va a centrar en aspectos 
intelectuales de lógica y de evidencia que nos ayuden a entender las condiciones políticas y económicas del 
éxito y fracaso en materia de desarrollo.” Situación destacada por Atul Kohli del Departamento de Política, 
Universidad de Princeton, en documento traducido por , Carolina Lauxmann, publicado en idioma inglés en 
Brazilian Journal of Political Economy, vol. 29, nº 2 (114), pp. 212-227, April-June/2009. Republicado en 
español para DAAPGE con permiso del autor y del editor. Página 1. 
59 Sobre la incidencia del capital en la cultura e incluso sobre el bienestar del medio ambiente y así mismo 
de los ciudadanos, se puede tener en cuenta el tema de la minería, el cual pone de presente una 
confrontación de los derechos de algunas culturas ancestrales con los de las empresas multinacionales en la 
exploración y explotación de recursos naturales, asunto puesto de presente en diversos estudios y que por 
ejemplo en el de Cárdenas Rosas. Publicado en la revista Portafolio de Julio 28 del año 2010 se relacionan 
las dificultades prácticas que surgen por la explotación minera que genera todo un fenómeno, 
frecuentemente “de ilegalidad, de violencia, miseria y depredación de carbón y otros minerales. Aún la 
sociedad es tímida en trasladarle los costos a algunos sectores políticos sobre los daños ambientales, 
sociales y económicos de las prácticas de ilegalidad que permitieron y siguen patrocinando, en contraste 
con empresas responsables, con fortaleza técnica, buenos hábitos, y que contribuyen al desarrollo, al 
conocimiento y al cuidado y reparación del medio ambiente.” 
60 La influencia del capital en la familia es bastante complejo, incluso para poder determinar una expedita 
medición puesto que fenómenos como el desempleo se genera una desarticulación familiar que pueden 
derivar en diversas problemáticas como las estudiadas por Buen día José. “Psicopatología del desempleo”. 
Anales de psicología, 1990, 6 (1), 21-36. España. 1990 
61 La incidencia del dinero en la educación redunda en que solo algunas personas puedan acceder a la 
educación generando una cadena de pobreza. Dificultades como las analizadas por Ramos, Francisco en el 
artículo del diario la Opinión de Los Ángeles California el 10 de febrero del año 2000 en el que destacó 
que: “La simplísima realidad es que las escuelas situadas en lugares de nivel socioeconómico y cultural alto 
tienen muchas más ventajas a su favor que las que se hallan en zonas donde habitan familias de bajos 
recursos económicos, porque las primeras tienen mayor y más fácil acceso a computadoras, libros de texto, 
mejores programas y más clases especializadas. Adicionalmente, las segundas tienen un gran número de 
estudiantes con dominio limitado de inglés, niños que se ven forzados a tomar un examen en un idioma que 
no dominan, lo que afecta la clasificación de su escuela y de lo que se van a derivar conclusiones que 
afectarán el futuro escolar del alumno”. 
62 Dentro de los derechos que pueden ser vulnerados por la carencia de recursos económicos se pueden 
referir los relativos con el acceso a la salud. En Colombia se ha denominado como el “paseo de la muerte” 
el cual según la Personería de Cali. “Hay una clara evidencia de que el paseo de la muerte continúa en la 
ciudad”, denunció el personero Andrés Santamaría, quien reclamó una investigación para establecer 
responsabilidades en este caso y otros en los que pacientes han fallecido. Doña Magdalena sobrevivió, pero 
se pregunta el Personero ¿cuántas vidas deben estar en riesgo por esa situación? A través del Centro para la 
Transparencia la Personería ha intervenido este año en 172 casos por mala prestación de servicios. En el 
2013 fueron 1.662 reportes, siendo la negación del servicio con 272 casos, la oportunidad en autorizaciones 
con 235, la mala atención con 144, la negación de insumos con 139 y la no oportunidad en la asignación de 
citas con 106 casos, las principales quejas de los ciudadanos. Publicado en el Diario el Tiempo en internet 
www.tiempo.com artículo del 27 de febrero de 2014. Consultado el día 04 de octubre de 2014. Disponible 
en http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-13570295  
63 Parsons fue precursor en el desarrollo de la teoría de la diferenciación “proponiendo en su esquema de las 
cuatro funciones y la introducción expresa del concepto de sistema (de acción). Entonces todo sistema 
social, el sistema general de la acción y la condición humana debían cumplir con las funciones de 
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presente, resulta procedente analizar su incidencia en la autonomía de la voluntad como 
presupuesto contractual. 
 
Tal análisis se enmarca dentro del carácter contingente del derecho en contra de los 
efectos nocivos del capital, como generador de una emergente desigualdad las personas, 
particularmente en los contratos contemporáneos, pero sin desconocer que también  
existe una dimensión práctica del mismo, ya que se ha entendido como “un medio de 
sostenimiento de los acuerdos entre los ciudadanos e incluso entre los Estados”65.  
 
De tal manera, que el capital es tanto malo como bueno en la medida de su uso, pero sin 
duda incide en la libertad e igualdad de los contratantes en la sociedad contemporánea, 
porque inequívocamente “la mayoría de los contratos contemporáneos66 son de contenido 
económico”67. Es así que quien tiene el capital puede influir en las estructuras del poder, 
lo cual de manera pragmática puede incidir en la generación de leyes, de normas, de 
convenios a nivel internacional, afectando la órbita jurídica que regulan dichas relaciones 
comerciales68, generando así el fenómeno de concentración de riqueza. 
                                                                                                                                                                             
adaptación, logro de objetivos, integración y latencia. El modelo presuponía el conflicto: "las acciones de 
las unidades pueden ser de mutuo apoyo y por tanto benéficas para el funcionamiento del sistema; pero 
también pueden ser mutuamente obstructivas y conflictuales". Señalando con ello la existencia de un 
sistema en el que los seres humanos hacen parte y que incluso pueden ser excluidos. Tema analizado por 
Aldo Mascareño. “Auto-caotización en la sociedad mundial. Lineamientos para una teoría de la 
diferenciación contextual”. Artículo publicado en Cinta moebio  no.44 Santiago set. 2012  también 
disponible en http://dx.doi.org/10.4067/S0717-554X2012000200001, páginas 61-105. 
64 De la misma forma que Parson, Luhman considera la existencia de un sistema per este, “no se considera 
ya (como sucede en el modelo parsoniano) algo dado y, por lo tanto, resulta pertinente preguntarse por su 
función. Esta función, la de construcción del sistema, consiste en la comprensión y reducción de la 
complejidad del mundo. Luhmann escoge un concepto de complejidad basado en los conceptos de 
elementos y relación. Un conjunto de elementos es complejo cuando, debido a limitaciones inmanente (esto 
significa que es inherente a un ser o va unido de un modo inseparable a su esencia, aunque racionalmente 
puede distinguirse de ella) de la capacidad de relación de los elementos, cada elemento ya no puede 
relacionarse en cada momento con cada uno de los otros elementos.” Tal sistema demuestra que existen 
elementos que determinan la suerte de toda la sociedad, como sucede por ejemplo con el capital. Cita 
tomada de lo analizado por Bernardo A. Castro Sáez, Departamento Provincial de Educación de Valdivia, 
Región de Los Ríos, artículo publicado en Polis, Revista de la Universidad Bolivariana, Volumen 10, N° 
29, 2011, páginas 283-300.  
65 Expuesto con suficiencia por Salazar Fernando. “La configuración del Estado de Bienestar. Elementos 
constitutivos”. Reflexión Política, vol. 7, núm. 14, diciembre, 2005, pp. 126-140, Universidad Autónoma 
de Bucaramanga Colombia. Bogotá 2005.  
66 Sobre el particular es importante considerar que existe un debate entre la libertad sin límites de los 
contratantes y l su incidencia en la igualdad entre aquellos. Starck, Christian. Derechos fundamentales y 
Derecho privado. Revista Española de Derecho Constitucional, Número 66, septiembre-diciembre. Madrid 
2002. 
67 Obra citada Arrubla, Contratos Mercantiles II. Página 88.  
68 Un claro ejemplo es lo que se ha denominado como la capturas del regulador, en el cual se establece que 
la regulación en torno a un determinado tema puede ser manipulado por algún sector privado así “la captura 
del regulador se da en dos diferentes circunstancias: Cuando se elabora el marco regulatorio. Por lo tanto, 
esta puede afectar tanto al Poder Ejecutivo como al Poder Legislativo (cuando propone legislación). Al 
momento en que la agencia encargada administra la regulación (supervisión, control de gestión, etc.) o 




Tal inescindible relación entre la economía y el derecho es pragmática y materialmente 
trascendental en la autonomía de la voluntad, ya que incluso “cosifica”69 y clasifica a los 
seres humanos en dos categorías: “con o sin capital” y de esa forma se constituye una 
diferencia de trato, “desigualdad material en razón del capital”70 de lo que se supone son 
seres iguales, en virtud de su dignidad humana. De esa manera, la igualdad en el 
capitalismo, en el ámbito contractual inevitablemente se mide frente al poder adquisitivo 
de las partes, por lo que se busca por parte del Estado y mediante la intervención en los 
contratos contemporáneos, como el de consumo, balancear las desigualdades, “dando 
lugar a la configuración de todo un reconocimiento de este tipo de relaciones a nivel 
internacional”71  
 
Así se pone de presente la existencia de un reconocimiento jurídico de los contratos 
mercantiles72, que regulan aquellas relaciones contractuales de contenido económico73 y 
                                                                                                                                                                             
Poder Ejecutivo”. Arce Carlos, “La Captura del Regulador o la intervención perversa del Estado” Comisión 
Federal de Mejora Regulatoria Encuentro Nacional Haciendo Realidad el buen gobierno en México, 
Colima, Col. Junio de 2002. Documento consultado por última vez el 04 de octubre de 2014 a las 12:40 pm 




69 En ese sentido cobra especial importancia lo teorizado por Habermas sobre la cosificación que hace el 
derecho de los seres humanos y/o sus relaciones. Habermas, J. 1992a. Teoría de la Acción Comunicativa 
Vol. I. Madrid. 
70 Asunto analizado Rodríguez Javier. “Mecanismos causales y economía política de la desigualdad. 
Reflexiones a partir del caso de Chile a mediados del siglo XX.” Programa de Historia Económica y Social-
Udelar. Santiago 2012. 
71 Racet M. y Soler Alfredo. “Algunas consideraciones sobre el contrato internacional de consumo”. 
Artículo Jurídico del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Diciembre de 2012. México D.F. 
Página 295.  
72 Así las cosas, “El desarrollo económico en  lo que respecta al  comercio internacional se refiere  a  una 
sociedad donde las exportaciones e importaciones, y sobre todo las primeras tienen un porcentaje de 
participación importante en el producto interno bruto,  el impacto en que  el crecimiento económico es 
positivo, ya que crece al factor trabajo y se incrementa en el capital, con lo cual se puede invertir en otros  
medios de producción  permitiendo un ciclo productivo eficiente dirigido hacia la expansión de mercados. 
Es la capacidad de países o regiones para crear riqueza a fin de promover o mantener la prosperidad o 
bienestar económico social de sus habitantes, mediante el cual los países incrementan los ingresos y se 
convierten en industrias. El crecimiento de la producción de un país viene acompañado de cambios 
múltiples y  mejores niveles de vida.” Asenet Guerra Zavala. “Comercio internacional: importancia en el 
desarrollo económico” n Observatorio de la Economía Latinoamericana, Nº 170, 2012. Texto completo en 
http://www.eumed.net/cursecon/ecolat/mx/2012/, consultada por  última vez el día 04 de octubre de 2014. 
73 Aspectos que se analizan desde la teoría de precio, la teoría de precios de la elección, ciertamente 
económica, que se asemeja a la autonomía de la voluntad contractual y de otro lado, de la formación de las 
obligaciones, de la autonomía de la voluntad y la injerencia del Estado, aspectos que si bien se presentan en 
dos ámbitos que han sido concebidos como independientes, economía y derecho, terminan en la práctica 
interrelacionándose.  Teoría que no obstante ha ido cayendo en desuso, especialmente porque no responde a 
la realidad, así por ejemplo se ha planteado que “a grandes rasgos, la teoría de las finanzas se divide en dos 
partes, teorías de precios de activos y teoría de finanzas corporativas. Resulta paradojal que mientras las 
teorías de precios de activos, y sus aplicaciones a la realidad, se basan en modelos con pleno arbitraje y, en 
general, sin distorsiones, las teorías de finanzas corporativas, que explican las decisiones de financiamiento 
24 
 
sobre los cuales tiene incidencia la acumulación o no de capital, o la concentración o no 
de información por uno de los contratantes. Contratos en los que se consolida una simple 
pero trascendental fórmula en la que se intercambian bienes y servicios, materializando 
tanto una oferta como una aceptación.74, forjándose toda clase de intercambios en 
tiempos reducidos e incluso a grandes distancias en virtud de las facilidades que otorga 
Internet. 
 
Es claro entonces que en la actualidad, en mundo globalizado, en vigor de acuerdos entre 
los Estados como por ejemplo los Tratados de Libre Comercio (TLCS)75 entre otros, y de 
acceso mundial a la Internet76, se han forjado todo tipo de relaciones contractuales, 
especialmente de consumo. Estructurándose como laboratorio académico, económico y 
jurídico para analizar la interrelación de aspectos económicos y jurídicos de un mismo 
asunto, tanto a nivel micro como macroeconómico, contratos contemporáneos de 
consumo y relaciones de mercado, respectivamente. 
 
Tales interacciones comerciales se llevan a cabo de manera dinámica y generalmente 
mediante contratos de adhesión, estructurados por los vendedores, para ser eventualmente 
aceptados por los consumidores y de esa conjugación de relaciones microeconómicas se 
consolida la macroeconomía; en la que se analizan la relaciones económicas 
                                                                                                                                                                             
de las empresas, son por esencia un área donde priman las fallas de información y están plagadas de 
fricciones a través de problemas de agente (ejecutivos)-principal (dueños). Sin duda que esta dicotomía se 
deberá ir corrigiendo con el tiempo, de manera de tener modelos más realistas del funcionamiento de los 
mercados financieros, lo que provean más luces a las recomendaciones de política económica. José De 
Gregorio. “Simposio crisis global y teoría económica. La Macroeconomía, los Economistas y la Crisis”. 
Cuadernos de Economía, Vol. 46 (Noviembre), pp. 149-159, Chile. 2009. 
74 Obra citada Arrubla, Contratos Mercantiles II. Página 93 y s.s.  
75 Al año 2014 en Colombia hay vigentes en Colombia Tratados de libre Comercio con Estados Unidos el 
cual fue aprobado en el 2010, con Canadá, que entró en vigencia en Agosto de 2011. Otro con TLC entre 
Colombia y la Unión Europea fue aprobado en 2012. También se ha pactado otro TLC entre Chile y 
Colombia entró en vigencia en 2009. El año pasado en Febrero de 2013, se firmó el TLC entre Colombia y 
Corea del Sur. Colombia también ha firmado acuerdos de libre comercio con México y con todos los países 
de América del Sur (excepto las Guyanas). Información obtenida del artículo publicado en 
http://www.productosdecolombia.com/main/guia/TLC_Paises_Libre_Comercio_Colombia.asp, consultada 
por última vez el día 04 de octubre de 2014.   
76 Al respecto en artículo publicado por la Cámara colombiana de comercio electrónico indicó que: “la 
directora ejecutiva de la Cámara Colombiana de Comercio Electrónico (CCCE), Victoria Eugenia 
Virviescas Calvete, manifestó que el comercio electrónico en el país creció cerca de 2 billones de pesos en 
los últimos tres años, se tienen datos aproximados y se habla que en 2011 se vendió en Colombia cerca de 
$4 billones; en 2012, $5 billones, y en 2013, $6 billones" Indicó que los productos que más se venden son 
los de electrónica e informática, moda y después le siguen turismo y tiquetes. Los sectores que menos 
impacto tienen en este mercado son seguros, medicamentos, hogar y deporte. Se espera en el 2014 un 
crecimiento en el comercio electrónico cercano al 45%. Por su parte, el cofundador de Linio la tienda por 
Internet en Colombia, Pedro Freire, manifestó que espera facturar mil millones de dólares en el país en 5 
años.  Además indicó que en 2012 se realizaron cerca de 20.000 transacciones en su portal y en 2013, 
350.000.  Freire sostuvo que dentro de sus proyectos para el 2014, se encuentran la creación de una tarjeta 
de crédito y el incremento en sus ventas tres veces más que en 2013.” Artículo disponible en internet en la 
página oficial de la Cámara colombiana del comercio electrónico: http://ccce.org.co/noticias/el-comercio-
electronico-crecio-cerca-de-2-billones-en-los-ultimos-anos, artículo del 11 de abril de 2014, consultado por 
última vez el día 04 de octubre de 2014.  
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considerando con especial relevancia tres variables “producción, tasa de desempleo y tasa 
de inflación”77 las cuales, por ejemplo en Colombia, en virtud del mandato constitucional 
está en manos del Estado78, y si en tales relaciones resulta igual de eficiente para ambos 
extremos se configura el óptimo de Pareto79, sin que nadie gane de más o pierda 
injustificadamente, escenario ideal de la economía.  
 
En todo caso, se destaca que los contratos de consumo se consolidan día a día y forjan un 
mercado, y dicha dinámica, que es protegida desde el liberalismo clásico, con gran 
énfasis y ahínco propendiendo por la libertad de obligación, no puede comprenderse 
actualmente de manera aislada a la intervención y dinámica del Estado que debe procurar 
tanto por proteger los contratos de consumo y el buen funcionamiento del mercado, lo 
cual se podría analizar, con fundamento en todo lo analizado, así:  
Cuadro Sinóptico No. 1 
 
Desde criterios jurídicos 
 
 
Desde criterios económicos 
 
 
*Relaciones particulares: Autonomía de 
la voluntad. 
 
*Relaciones particulares: Teoría de la 
elección. Teoría del precio80. 
                                                          
77 Blanchard Olivier. “Macroeconomía”. Editorial Pearson, Prentice Hall, cuarta edición. Madrid, España. 
2009. Página 4. 
78 Artículo 371 y s.s de la Constitución política de Colombia de 1991. 
79 “La mejor forma de entender estos conceptos de Criterio de Pareto y Optimo de Pareto es a través de un 
ejemplo. Imaginemos un salón de clases en el que hay 40 alumnos. La mitad de ellos alumnos, la otra mitad 
alumnas. A su vez tengo 20 latas de crema de afeitar y 20 lápices labiales. Decido repartirlos sin ningún 
criterio, de manera que a algunos hombres les tocan lápices de labios y a algunas mujeres les tocan cremas 
de afeitar. He llegado a una distribución inicial de todos los recursos disponibles dentro del salón de clases. 
La distribución inicial ha favorecido a los hombres a los que les tocó una crema de afeitar y a las mujeres a 
las que les tocó un lápiz labial; y ha perjudicado a los hombres que les tocó un lápiz labial y a las mujeres 
que les tocó una crema de afeitar. Si un hombre decide intercambiar su lápiz labial con la crema de afeitar 
de una mujer estaremos, según el Criterio de Pareto, en una situación mejor, es decir más eficiente que la 
anterior. Ha mejorado la situación del hombre y la mujer involucrados en el intercambio (tienen bienes que 
cada uno puede considerar más valiosos) y no se ha perjudicado a nadie. Pero aún no estamos en una 
situación óptima. Aun muchos hombres y mujeres tienen en su poder bienes que le son inútiles para su uso 
personal. Sin embargo, imaginemos que todos los que tienen bienes no deseados comienzan a negociar 
transacciones de cambio de modo que en un corto período de tiempo todos los hombres tienen una crema 
de afeitar y todas las mujeres tienen un lápiz labial. Llegada esta situación estamos ante una situación 
óptima. Si asumimos que todos los recursos existentes en una sociedad son los lápices labiales y las cremas 
de afeitar, no hay posibilidad de distribuir mejor los recursos. Cualquier cambio de la situación implicaría 
un empeoramiento de la misma. Estamos frente a un Óptimo de Pareto. Un hombre le puede robar a otro su 
crema de afeitar. Su situación ha mejorado respecto de la anterior. Tiene dos cremas en lugar de una. Pero 
la situación de su víctima ha empeorado.” Bullard, Alfredo, Derecho y Economía. El análisis económico de 
las instituciones legales, Palestra, Lima, 2006, pp. 41-42., disponible también en internet en  
http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_nlinks&ref=2739350&pid=S0718-
2724201200010000300016&lng=es, consultada por última vez el día 04 de octubre de 2014. 
80 El precio se considera como un elemento que influye en la decisión de adquirir bienes y servicios por 
parte de una determinada persona, inicialmente puede restringir sus preferencias en razón de su capacidad 




* Autonomía de la voluntad = Libertad. 
 
*Intervención del Estado – regulación- 
 
 Igualdad en la contratación 
 




* Elección = Libertad.81 
 
* Regulación del Estado en la economía: 
 
Macroeconomía. Estabilidad económica del 
Estado.82 
 
 Eliminación de asimetrías, de la 
imperfección del mercado. 
 
 Igualdad = Optimo de Pareto – 
eficiencia. 
 
Desde dichos criterios, resulta interesante analizar cómo la intervención de las relaciones 
entre los particulares se constituye prácticamente como una obligación del Estado porque 
al considerarse que todo lo que hagan los particulares incide en el bienestar de todo el 
mercado, lo vincula de inmediato, para que trate de reencausar aquellas relaciones 
patológicas83 que pueden inicialmente afectar los intereses de algunos particulares, pero 
                                                                                                                                                                             
su artículo “La teoría del valor de Adam Smith: la cuestión de los precios naturales y sus interpretaciones. 
Cuad. Econ. vol.22 no.38 Bogotá Jan./June 2003. Disponible en 
http://www.scielo.org.co/scielo.php?pid=S0121-47722003000100002&script=sci_arttext, consultado el día 
04 de octubre de 2014. 
81 Ya fue explicado anteriormente con fundamento en Sen Amartya. “Colective Choice and Social 
Welfare”. John Willey. New York, 1970. Y Arrow Kenneth.  “Elección social y valores individuales”. 
Editorial Planeta-Agostini. 1994., ver página 13. 
82 La Macroeconomía referida al manejo que el Banco de la República hace en Colombia, en virtud del 
mandato constitucional artículo 371 de la Carta Política de 1991, referido a la banca central, al preocuparse 
por la economía de la nación y por tanto con incidencia en el mercado es una compleja labor, es así como 
por ejemplo en palabras de Carolina Arteaga, Carlos Huertas, Sergio Olarte en la publicación oficial del 
Banco de la República “Borradores de economía Número: 44 02 Noviembre de 2012 se establece que “La 
reciente crisis financiera internacional volvió a dar relevancia a la formación de ciertos desbalances 
macroeconómicos que pueden aumentar las vulnerabilidades de una economía frente a choques adversos. 
En el caso de las economías emergentes, flujos elevados de capital podrían exacerbar estos desequilibrios e 
intensificar sus efectos negativos. Así, este trabajo se enfoca en cuatro variables que la literatura económica 
ha identificado como generadoras de señales en la formación de desbalances macroeconómicos: la cuenta 
corriente, la tasa de cambio real, el crédito y los precios de la vivienda. Para cada una de ellas se calcularon 
desviaciones sobre sus medidas de largo plazo y a partir de su componente principal se construyó un Índice 
de Desbalance Macroeconómico (IDM). El IDM para Colombia, al igual que un índice similar para 10 
países, mostró que en 21 episodios de crisis estudiados, se presentaron desbalances macroeconómicos y se 
observó una relación positiva entre el nivel acumulado del IDM y la probabilidad de crisis a un año”. 
Materializando así una regulación y manejo de la economía por parte del Estado, desestimando la noción 
que el mercado se maneja por sí mismo.  
83 El término “Relaciones patológicas” en el ámbito de la economía, fue acuñado por Alfonso Miranda en 
obra citada anteriormente páginas 3 y 4. Se refiere a “la realización de prácticas restrictivas de la 
competencia y la ejecución de actos desleales de comercio”, en las que no se constituye el óptimo de Pareto 
debido a que las personas buscan prevalecer su interés particular a toda costa.  
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que seguramente terminaran por incidir en el bienestar de toda la sociedad84, por lo que se 
ha justificado desde la microeconomía y la macroeconomía la intervención del Estado en 
las relaciones contractuales surtidas entre los particulares.  
  
En suma de este apartado se destaca que:  
 
a) Se ha ido imponiendo el sistema de capital como imperante en la sociedad y ha 
incidido en la materialización de desigualdades formales y materiales entre los 
particulares.  
 
b) El capital influye en la humanidad, hasta el punto en que una persona puede ser 
anulada en la sociedad, eliminada sistemáticamente de la sociedad, de la 
economía, de la protección jurídica y del efectivo y real ejercicio político por 
carecer de recursos económicos. 
 
c) Los contratos que se forjan entre los particulares tienen un contenido 
eminentemente económico por lo que de facto los sumerge en el ámbito 
económico y jurídico.  
 
d) Se entiende la teoría de la elección, en términos económicos, desde la teoría de los 
precios como análoga a la autonomía de la voluntad, ya que lleva implícito el 
principio de libertad entre relaciones comerciales y contractuales a pequeña 
escala. 
  
e) Se comprende la macroeconomía como el estudio a gran escala de las relaciones 
de comercio de los particulares y de estos con el Estado85, lo cual pone de 
presente por un lado que las relaciones de los particulares inciden en la economía 
nacional y a gran escala a la global y en segundo que al tener tal impacto se 
justifica la intervención en dichas relaciones eminentemente privadas por parte 
del Estado en aras de proteger la estabilidad económica de toda la nación86.  
                                                          
84 Sobre el particular, resulta relevante analiza el caso de Rockefeller y la crisis que su individualismo 
produjo en la sociedad Norte americana ya que producto de su afán de dominar todo un sector industrial 
sumió a Estados Unidos en dos crisis sociales. Chernow, Titan. “The Life of John D. Rockefeller, Sr. 
Warner Books.” (1998). ISBN 0-679-75703-1 Online review.  
85 Sobre el particular es de recordar que en el Capítulo 6 “De la banca central” particularmente en el 
artículo  371. De la Constitución Política de 1991 se consagró que “El Banco de la República ejercerá las 
funciones de banca central. Estará organizado como persona jurídica de derecho público, con autonomía 
administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio. Serán funciones básicas del Banco 
de la República: regular la moneda, los cambios internacionales y el crédito; emitir la moneda legal; 
administrar las reservas internacionales; ser prestamista de última instancia y banquero de los 
establecimientos de crédito; y servir como agente fiscal del gobierno. Todas ellas se ejercerán en 
coordinación con la política económica general. El Banco rendirá al Congreso informe sobre la ejecución 
de las políticas a su cargo y sobre los demás asuntos que se le soliciten”. Demostrando así una intervención 
directa del Estado en la economía.  
86 Un claro ejemplo es el que se prescribe en  el artículo 373 de la Constitución Política que establece: “El 




f) De la misma forma, al constituirse la relación contractual de consumo a grandes 
distancias, mediante de contratos de adhesión y gracias a la internet, la 
intervención o regulación parece razonable para propender por la igualdad de los 
contratantes buscando desde términos económicos el denominado óptimo de 
Pareto87 en el cual de manera eficiente ambos extremos contractuales logran 
recibir lo “justo” frente a lo que dan y reciben.  
 
 
1.3. La autonomía de la voluntad en los contratos mercantiles y la dinámica del 
mercado desde criterios económicos y jurídicos.  
 
Al confrontar criterios jurídicos y económicos, comprendiendo nociones como 
microeconomía, macroeconomía y mercado, se evidencia que son fundamentales para 
comprender la dinámica de la autonomía de la voluntad en el contrato contemporáneo de 
consumo88 en Colombia, es imperativo entonces profundizar un poco más en el tema de 
las desigualdades que podrían estar sugiriendo la necesidad de readaptación de la 
autonomía de la voluntad desde criterios económicos como la imperfección del mercado 
y las asimetrías. 
 
Por lo anterior, en el análisis de la vigencia o de la supuesta crisis de la autonomía de la 
voluntad, se considera la existencia inequívoca del mercado, en el cual básicamente se 
realiza un intercambio de bienes y servicios con capital entre las personas, y que en una 
forma ideal, este debería funcionar de forma adecuada, es decir, satisfaciendo de igual 
                                                                                                                                                                             
de la moneda. El Banco no podrá establecer cupos de crédito, ni otorgar garantías a favor de particulares, 
salvo cuando se trate de intermediación de crédito externo para su colocación por medio de los 
establecimientos de crédito, o de apoyos transitorios de liquidez para los mismos. Las operaciones de 
financiamiento a favor del Estado requerirán la aprobación unánime de la junta directiva, a menos que se 
trate de operaciones de mercado abierto. El legislador, en ningún caso, podrá ordenar cupos de crédito a 
favor del Estado o de los particulares.” 
87 En ese sentido debe comprenderse la denominada “eficiencia de Kaldor-Hicks, o superioridad potencial 
de Pareto: pasar de un estado de cosas a otro es eficiente siempre y cuando los beneficios generados por el 
movimiento superen los costos de él, que exista la posibilidad siempre de que quienes sufran los costos 
puedan ser compensados”. Varian, H. “Microeconomía intermedia: un enfoque actual (7ª Ed.). Barcelona, 
España: Antoni Bosch. 2006., citado por Vargas, Camilo. “La negociabilidad de los derechos laborales: un 
análisis económico”, Articulo Ecos de economía. vol.16 no.34 Medellín Enero/Junio de 2012. Página 4 
88 Indubitablemente existe una marcada relación de la economía con el contrato de consumo, es así como 
por ejemplo como Jorge Mosset frente al derecho del consumidor indica que “Derecho y Economía 
confluyen en este nuevo Derecho, como no ocurriera antes, en el Civil, que la ignoraba, ni en el Comercial, 
que en ocasiones la priorizaba en exceso. Derecho y Economía, conscientes cada uno de sus funciones, sin 
imperialismos absurdos y frustrantes, aportan lo suyo para concluir en una “utilidad con justicia”, en un 
lucro con equilibrio, en un intercambio en equidad en el cual prime, en una palabra, la solidaridad 
negocial”. Citado por Estigarribia, María. “Las Cláusulas Abusivas en la Contratación con Consumidores 
en la Legislación Argentina” Artículo publicado por la Universidad Nacional del Nordeste. 
Comunicaciones Científicas y Tecnológicas 2000.  Consultado en  la página oficial de la Universidad en 
internet en http://www.unne.edu.ar/unnevieja/Web/cyt/cyt/2000/1_sociales/s_pdf/s_037.pdf , por última 
vez el día 01 de octubre de 2014. 
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manera a los compradores como a los vendedores, erigiéndose la denominada mano 
invisible89, pero que en la realidad este tiene muchas fallas derivadas en su mayoría por el 
abuso de algunos de su posición privilegiada90. 
 
Situación de imperfección del mercado, de desigualdad formal y material que ha derivado 
en la polarización de la riqueza y la pobreza permitiendo que algunos despilfarren dinero 
en lujos exagerados y otros no tengan ni siquiera para solventar sus necesidades vitales,91 
sugieren el imprescindible análisis de la autonomía de la voluntad de los intervinientes en 
el mercado, tanto de los vendedores como de los compradores en términos jurídicos y 
oferente y demandante en términos económicos92, que depende sin duda de la capacidad 
adquisitiva y/o de acumulación de capital. 
                                                          
89 Que suponía la autosuficiencia del mercado. Smith, Adam. “The Wealth of Nations”. Modern Library. 
New York 1937. Pero adicionalmente del análisis realizado por Gache, Fernando Luis; Otero, Dino en 
“Adam Smith: La Mano Invisible o la Confianza” Artículo publicado por Visión futuro vol.14 no.2 Miguel 
Lanus jul./dic. 2010. Argentina 2010. Página 5., Se indico que “Adam Smith en 1776 manifestaba respecto 
de la persona que opera en el mercado local, que en realidad está buscando su interés personal y que el 
hecho de estar eligiendo hacer negocio dentro de su país, no es otra cosa más que satisfacer la necesidad de 
lograr una mejor situación, tanto para él como para su entorno, y es en este caso, como en muchos otros 
casos, conducido por una mano invisible a promover un fin que no formaba parte de su intención y así al 
perseguir su propio interés, frecuentemente promueve el de la sociedad más eficazmente que si realmente 
tuviera la intención de promoverlo” 
90 Es de destacar la crítica realizada por Jhon Nash a la mano invisible de Smith, la cual se sustenta en el 
hecho que es una falacia pensar que el mercado se auto regula, al contrario es consciente que existen 
algunas imperfecciones del mismo así “Nash comprobó que existen situaciones micro-económicas de 
competencia en el mercado, en donde cada individuo emplea estrategias que convengan a sus intereses, sin 
que la suma de estas estrategias genere el bien máximo del grupo de actores en su conjunto“. Auping John, 
De la Torre Rodolfo, Guevara Alejandro, Llamas Ignacio, Muñoz  Carlos, Solis Ricardo y Tepichin Ana. 
“El análisis económico de los derechos humanos. Plaza y Valdes Editores. Primera edición. México 2004. 
Página 13. 
91 Al respecto es pertinente considerar las siguientes estadísticas: “América del Norte y la Unión Europea, 
donde vive el 13,2% de la población mundial, concentran el 59,3% de la riqueza (136 billones de dólares en 
2012). En el otro extremo, se sitúan el continente africano, la India, el resto de Europa, América Latina y 
China, que reúnen al 63,1% de la población y sólo al 17,8% de la riqueza (41 billones). En situación 
intermedia el resto de Asia y del Pacífico (que incluye países muy dispares, como Japón, Filipinas o 
Vietnam), con tasas más equilibradas: 23,6% de la población mundial y 22,9% de la riqueza (53 billones). 
Los cinco países más ricos, en valores absolutos, son Estados Unidos, Japón, China, Francia y Alemania, 
que concentran el 60% de la riqueza mundial de los hogares. Sin embargo, la riqueza relativa (por persona) 
es mayor en Suiza, Australia, Noruega, Luxemburgo y Suecia, cuya población de 45 millones de habitantes 
dispone de un patrimonio medio de 303.000 dólares. La riqueza por persona de estos 5 países es mil 
setecientas veces mayor que la de los 5 países más pobres, todos africanos (Guinea-Bissau, Etiopía, 
Burundi, República Democrática del Congo y Malawi) cuyos 193 millones de habitantes sólo alcanzan 161 
dólares de patrimonio medio.” Informe realizado con base en el Indicador nº 1 del ámbito de Relaciones 
internacionales del Barómetro social de España. Se obtiene a partir de los datos de población y PIB en 
paridad de poder adquisitivo que publica anualmente el Banco Mundial para 173 países. Publicado en 
http://barometrosocial.es/archivos/728., en noviembre de 2013. Consultado por última vez el día 03 de 
octubre de 2014. 
92 Sustentada en la simple regla de oferta y demanda que debe ser entendida desde el contexto actual de la 
economía de mercado y que entre otras cosas debe considerar a la ley de Say, en la que la oferta crea su 
propia demanda, es decir que cualquier incremento de la oferta crea el poder de compra (o genera el 




Es así que teniendo en cuenta que dependiendo de la capacidad adquisitiva y de la 
información asimétrica93 se configura o no la igualdad de las partes en un determinado 
contrato, por lo que desde hace más de un siglo se viene debatiendo sobre la intervención 
o no en el mercado por parte del Estado94 y aún no se cuenta con una respuesta clara y 
                                                                                                                                                                             
demanda, y, por lo tanto, el mantenimiento de la hipótesis de pleno empleo. La identidad entre el ahorro y 
la inversión resulta ser un corolario de esta ley (….), pues implica que aquella parte del ingreso que no se 
consume se traduce en demanda destinada a satisfacer las necesidades de acumulación o, lo que es lo 
mismo, en inversión. Pero si la demanda sigue o se acomoda al comportamiento de la oferta, conservando 
el equilibrio macroeconómico, no tiene caso analizar en profundidad el impacto de la demanda sobre el 
crecimiento, razón por la cual esta ocupa un papel despreciable, a pesar de que es posible relacionarla con 
el proceso de acumulación (como en el modelo de Ramsey-Cass-Koopmans). En este sentido, por ejemplo, 
el modelo de Solow en su forma básica considera la tasa de ahorro exógena y, en consecuencia, ignora las 
decisiones de consumo de los individuos que dan lugar a esa tasa de ahorro. Aunque el modelo de Ramsey-
Cass- Koopmans endogeniza la tasa de ahorro, al considerar explícitamente el problema de maximización 
intertemporal al que se enfrentan los individuos en la decisión sobre su consumo presente y futuro, se 
obtiene que, sin importar el nivel de la tasa de ahorro -y, por tanto, del consumo-, la tasa de crecimiento es 
cero en el largo plazo, tal como ocurre en el modelo Solow. Esto implica que la demanda no juega ningún 
papel en la explicación del crecimiento. Loaiza, Osmar. “La demanda agregada y la distribución del 
ingreso: un estudio a partir de los modelos de crecimiento kaleckianos”. Articulo de revista Cuadernos de 
Economía. vol.31 no.58. Bogotá Julio a Diciembre de 2012. Página 5. Disponible en internet en 
http://webcache.googleusercontent.com/search?q=cache:NtMlUFWlu6QJ:www.scielo.org.co/scielo.php%3
Fpid%3DS0121-47722012000300003%26script%3Dsci_arttext+&cd=6&hl=es&ct=clnk&gl=co, 
consultado por última vez el día 04 de octubre de 2014. De tal manera que se puede evidenciar como la 
oferta y demanda si bien es cierto son dos aspectos diferentes, estan estrechamente ligadas, tanto así que 
una incide sobre la otra, por lo que en el caso del poder adquisito este puede dentro del elemento demanda 
influye en la oferta y esto en la posibilidad de acceso de forma igualitaria por parte de todos los ciudadanos 
de un mismo objeto de comercio. 
93 Sobre el particular se puede indicar que la información asimétrica es determinante en el desarrollo 
económico así es que “en general, países cuyos mercados de crédito se caracterizan por información 
asimétrica, tienen mercados de capitales poco desarrollados. En efecto, en la medida que las empresas son 
poco transparentes, no puede desarrollarse un mercado de valores porque los potenciales compradores de 
acciones no tienen suficiente información sobre la calidad de la empresa y sobre sus perspectivas. En estas 
condiciones, la principal, sino la única fuente de financiamiento APRA las empresas son las entidades 
financieras. De esta manera, el escaso desarrollo de los mercados de capitales agudiza la fragilidad de los 
mercados financieros porque cuando las entidades financieras tienden a racionar el crédito como 
consecuencia de la selección adversa, disminuye la principal fuente de crédito. Esta situación tiende a 
exacerbar la contracción de la actividad económica en una coyuntura de desaceleración del ritmo de 
crecimiento. La restricción de crédito no necesita ser total; lo más probable es que las restricciones sean 
parciales, de manera que los prestatarios reciban solo parte de los montos solicitados.” Requena, Jorge. 
“Información Asimétrica y el Mercado de Crédito”. Revista de Análisis del Banco Central de Bolivia 
versión impresa ISSN 2304-8875 Revista de Análisis v.4 n.2 La Paz  2001. Disponible en internet en 
http://webcache.googleusercontent.com/search?q=cache:2O79H2P0pL4J:www.revistasbolivianas.org.bo/sc
ielo.php%3Fpid%3DS2304-
88752001000200002%26script%3Dsci_arttext+&cd=2&hl=es&ct=clnk&gl=co consultado por última vez 
el día 04 de octubre de 2014. 
94 Siempre se ha debatido jurídicamente y económicamente si el Estado debe o no intervenir en la 
economía, sin embargo asuntos como la caída de Lehman Brothers en septiembre de 2008 y sus secuelas 
actuales caen en este supuesto que, además de desencadenar la mayor crisis financiera desde la Gran 
Depresión, ha afectado tanto a las economías más poderosas como a las economías en desarrollo, El Estado 
corrige los efectos disfuncionales de la sociedad industrial competitiva no sólo por una exigencia ética, sino 
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definitiva sobre ello, porque más allá de meras suspicacias, al ser los propietarios del 
capital, también lo son del poder y así se puede pensar con meridiana certeza que se ha 
manipulado el sistema para que no se cambie dicha situación de desigualdad, 
consolidando el estatus tradicional. 
 
Ahora bien, a pesar de esa manipulación, supuestamente invisible,95 de los agentes fuertes 
de la economía, se ha gestado una intervención estatal en las relaciones económicas 
surtidas entre las personas, la cual se ha se materializado mediante la regulación del 
mercado por parte del Estado, destacándose en dicho debate dos grandes posiciones 
establecidas por Coase96 y Pigou97, en las que se comprenden a grandes rasgos por qué se 
debería o no permitir la injerencia del Estado en el mercado y consecuentemente en las 
relaciones de los particulares incidiendo en la transformación de la autonomía de la 
voluntad. 
 
Ahora bien, para poder dilucidar el tema de la injerencia o no del Estado en las relaciones 
entre los particulares es preciso analizar cuáles podrían ser las razones por las cuales, 
desde criterios económicos y jurídicos podría materializarse dicha interferencia, lo cual 
de forma pragmática se hará mediante el uso de un cuadro sinóptico en el que se 
destaquen los criterios que pueden esbozarse de manera articulada desde los ámbitos 
económicos y jurídicos, para que a partir de estos pueda empezarse a vislumbrar la 
manera en que podrían postularse soluciones conjuntas a la supuesta pugna entre 
principios de igualdad y libertad en las relaciones contractuales, especialmente de 
consumo así:           
 
  
                                                                                                                                                                             
también por una necesidad histórica pues hay que optar necesariamente entre la revolución o las reformas 
sociales con base en los principios metodológicos de la teoría de los sistemas y en las indagaciones de la 
llamada Teoría Crítica de la Escuela de Francfort-, señalan que el Estado y la economía sólo pueden, en 
tanto sistemas, constituir una relación de poder si se corresponden estructuralmente; esto exige que entre 
ellos exista una complementariedad tal, que un sistema se estructure de manera que acepte los 
requerimientos y demandas del otro. Se identifican seis fundamentos al respecto: a) reconocimiento de un 
mercado imperfecto en su funcionamiento o reconocidas fallas de mercado; identificación del Estado como 
institución que apoya causas sociales que el mercado por sí solo no puede atender; b) el Estado como 
promotor de la competencia entre capitales y del desarrollo económico; c) como institución reguladora; d) 
como institución que distribuye el ingreso por razones de justicia social; e) como institución garantista y f) 
como institución Red. Martínez, Rafael. “El péndulo del Estado: la vuelta a los fundamentos de su 
intervención”. Revista Mexicana de Ciencias Políticas y Sociales, Universidad Nacional Autónoma de 
México Año LVI, núm. 213, septiembre-diciembre de 2011, pp. 71-92, ISSN-0185-1918. Páginas 72 y s.s.  
Disponible también en internet en 
file:///C:/Documents%20and%20Settings/DIANA%20M/My%20Documents/Downloads/30465-65410-1-
PB.pdf, consultado por última vez el día 04 de octubre de 2014.  
95 Como ya ha quedado demostrado que es una falacia según el debate propiciado por Nash frente a que es 
mejor que todos colaboren para una mejor situación asunto complejo que implica que en la práctica sea 
necesario que el Estado regule el mercado.  
96 Coase, Ronald Harry. “Ensayos sobre economía y economistas”; traducción de Helena Goicochea.  
Editorial Marcial Pons. Madrid 2009.  
97 Pigou, Arthur. “The Economics of Welfare, 1920 y "Monopoly and Consumers' Surplus". England 1904.  
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   Tabla No. 2 
 
 
Causas justificantes de la intervención estatal en las relaciones entre los particulares. 
 
 
Desde criterios jurídicos 
 
 
Desde criterios económicos 
 
a) Desigualdad entre las partes: 
 
El tema de las desigualdades en la relaciones 
surtidas entre los particulares ha sido un tema de 
gran debate doctrinario, pero a grandes rasgos se 
puede destacar la teoría del contrato perfecto98, el 
cual es el deber ser, en el que las partes 
manifestaran su autonomía de la voluntad 
contando con iguales oportunidades de reconocer 
y conocer todos los pormenores del negocio 
jurídico, en el que se contemplaran todas las 
cargas, obligaciones, beneficios y derechos que se 
transfieren y se adquieren en dicha relación 
jurídica así:  Como bien lo indica Lidia Garrido99  
 
“Es interesante que en el análisis económico se  
parte de la noción del contrato perfecto, siendo  
este el ideal en el cual se han previsto por las 
a) Asimetrías:  
 
Las asimetrías como bien lo define el 
diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española por asimetría se 
entiende por falta de simetría es decir de 
“Correspondencia exacta en forma, 
tamaño y posición de las partes de un 
todo.”100 
 
Dicho de otro modo las asimetrías en el 
plano económico101 hacen referencia a 
la falta de correspondencia entre dos 
partes que se suponen iguales, léase, 
contratantes.  
 
Ahora bien las asimetrías se pueden 
generar tanto a nivel de la 
                                                          
98 Regulación de todas las probabilidades lo que implica necesariamente un conocimiento total de todas las 
condiciones y eventuales contigencias por ambos extremos contractuales. Teoría explicada por Schafer y 
Ott quienes denominaron el contrato perfecto, que es aquel que se da cuando las partes, antes de 
concluirlo, se han puesto de acuerdo sobre la imputaci6n de todos los riesgos asociados a su ejecuci6n, 
esto es: identificar el riesgo, asignarlo a las partes y definir qu^ prestaci6n debe soportar el titular si se 
produce el riesgo. Los riesgos no se asignan de manera arbitraria: la asignación racional del riesgo 
aumenta la utilidad comun. Si el contrato es perfecto, prev6 todas las eventualidades y es inatacable. 
Citados por Plata, Luis. “La naturaleza social y economica del contrato”. Revista de Derecho, Universidad 
del Norte, 23: 97-110, 2005. Disponible en Internet en 
http://ciruelo.uninorte.edu.co/pdf/derecho/23/la_naturaleza_social_y_economica.pdf., consultado por 
última vez el 01 de octubre de 2014.  
99 Garrido Lidia. “Las desigualdades negociales y la trascendencia del poder en la negociación contractual”. 
Artículo de revista indexada. ISSN:0041-9060, Universidad Javeriana. Bogotá 2008. Página 218. En la cual 
además destaco que se fundamentó en lo preceptuado por Alterini A., en su obra los “Contratos, teoría 
general”. Editorial Abeledo Perrot.  
100 Real Academia de la Lengua Española. Diccionario online: http://lema.rae.es/drae/?val=asimetria. 
Consultado por última vez el día 04 de noviembre de 2013 a las 12:00 pm.   
101 Tal como se analiza por Mosqueda Rubén y  Martínez Armando. “Fundamento económico de las 
asimetrías.” Argumentos (México, D.F.) versión impresa ISSN 0187-5795 (Méx.) vol.23 no.63 México 
may./ago. 2010  Las asimetrías de los mercados y la evaluación de proyectos en las multinacionales. Página 
1 y s.s.  
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partes todas las contingencias y vicisitudes 
contractuales, pero se reconoce que conlleva un  
Altísimo costo de previsión”.  
 
La desigualdad entonces se presenta cuando: 
microeconomía o de macroeconomía. 
Que tal como se analizó previamente 
responden a relaciones de:  
 
Particular con particular – Nivel micro. 
A nivel Macro (Agregados) – De  
Economía de Estado. 
 
*No se dan las mismas condiciones de 
contratación como:102 
  
Ahora bien entre las asimetrías más 
reconocidas por la doctrina103 se 
establecen: 
 Desigualdad de información: No se da 
acceso a toda la información que tiene el 
otro contratante. (En el estatuto del 
consumidor) 
 Desigualdad de condiciones: No se 
precisan claramente el alcance, los límites, 
condiciones y efectos del contrato. (por 
dominante) 
 Desigualdad de efectos: No se previenen 
algunas condiciones que pueden generar 
altos costos para uno de los contratantes.  
 Desigualdad de recursos: Se abusa de la 
posición dominante en razón de los 
recursos económicos de un contratante 
sobre el otro, lo que redunda en una 
 Asimetría de información: En 
la que algún extremo contractual 
tiene mayor información.  
 Asimetría de la desigualdad. 
Basada en las condiciones 
económicas de los 
contratantes.105 
 Asimetría del poder. Referida a 
la “descontextualización” o 
"deslocalización” producto de 
las negociaciones a distancia, 
especialmente por internet.106  
 
b) Imperfecciones del mercado 
Las imperfecciones del mercado han 
                                                          
102 De tal manera que la desigualdad se presenta de cutro maneras concretas que son en información 
condiciones y efectos, poniendo de presente lo indicado por Coase sobre que en este caso se erigen los 
denominado contratos imperfectos que se presentan cuando las partes son irracionales o los costos de 
transacción son positivos, por lo que se requerirían medidas para resolver las imperfecciones de los 
contratos. En definitiva, el derecho de los contratos y los tribunales ayudan a promover la cooperación de 
los individuos al hacer cumplir las promesas, lo que permite que los individuos asuman compromisos 
creíbles de cooperar entre sí. A su turno, al hacer cumplir las promesas en una forma óptima, los 
tribunales generan incentivos para la cooperación eficiente; específicamente los tribunales reducen los 
costos de negociación de los contratos proveyendo términos de omisión eficientes. Al regular los contratos, 
los tribunales pueden corregir las fallas del mercado. Al corregir las fallas del mercado, el derecho reduce 
la amenaza del comportamiento oportunista, y favorece la disposición de los individuos a hacer 
compromisos recíprocos. Por último, el derecho a los contratos ayuda a resolver el problema de la 
cooperación con una utilización mínima del aparato estatal. Analisis de la teoría de Coase realizada por 
Bejarano, Jesús. “El análisis económico del derecho: comentarios sobre textos básicos”. Revista de 
Economía Institucional versión impresa ISSN 0124-5996. Bogotá ene./dic. 1999.  
103 Sebastián Luis de. “Las asimetrías del mercado un argumento para su regulación”. Artículo de la Revista 
Tribuna Abierta, Editado por la Universitat Ramon Llull, ESADE Business School. Barcelona. 2008 y 
Fariñas María J. “Las asimetrías de la globalización y los movimientos de resistencia global”, Universidad 
Carlos III de Madrid. Disponible en internet: 
http://perso.wanadoo.es/convocaccpast/Encuentros04/asimetriasglobal.htm consultado por última vez el día 
04 de octubre de 2014. 
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desigualdad material de la relación 
negocial y/o contractual.  
 
b)  Mercado injusto 
 
El tema del mercado se ha tratado jurídicamente 
desde la noción de justicia y uno de sus mayores 
expositores es Ernesto Garzón Valdés104, quien ha 
definido, luego de haber hecho todo una profunda 
reflexión de qué manera el mercado puede ser 
justo o injusto así: 
 
sido analizadas por algunos teóricos 
como Mario Pinzón 
 
Monopolio. Es sin duda una de las 
situaciones que ocurre con mayor 
frecuencia que demuestra que la 
protección exacerbada del 
individualismo conduce a un egoísmo 
en el que una persona puede acaparar 
todo un mercado e imponer sus 
condiciones, así sean desventajosas para 
los consumidores. 
                                                                                                                                                                             
105 Al respecto es oportuno señalar que las asimetrías han sido un tema de gran analisis y de constante 
preocupación por parte de entidades del orden internacional como la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL) que en informe del año 2007 indicó que: “El tema de las asimetrías ha sido 
una constante en el comercio internacional y en las negociaciones comerciales desde sus inicios, ya sea a 
nivel multilateral (Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, GATT) o al de los acuerdos 
regionales que se han venido sucediendo desde hace varias décadas atrás.), y a la ausencia de garantías 
que aseguren que los costos y beneficios de la integración se repartan por igual entre los socios de este 
tipo de proyectos. La falta de políticas que hagan frente a esta realidad puede, entonces, provocar grados 
de bienestar muy dispares en proyectos de integración y, al mismo tiempo, elevar los niveles de 
concentración de ingresos y de riqueza., en desmedro de la propia integración.” CEPAL, “Diagnóstico de 
las asimetrías en los procesos de integración de América del Sur”. Documento disponible en 
http://www.cepal.org/publicaciones/xml/6/29746/diagnosticos_asimetrias_integracion_america_del_sur.pdf
., consutlado por última vez el día 04 de octubre de 2014.  
106 Este tipo de asimetrías se presentan se pueden evidenciar en diferentes ambitos., “así en el plano 
internacional, en el caso de negociaciones bilaterales concertadas entre países del denominado “primer 
mundo” por un lado y países “emergentes” por el otro, o en el contexto nacional como es el caso de las 
asimetrías dadas en cualquier negociación política o económica distributiva que se da entre el Gobierno 
de la Nación y un estado miembro de ésta, dando lugar a las llamadas “relaciones Nación y Provincia” en 
las que ésta última prácticamente le cabe solo acatar las condiciones impuestas por el Gobierno Central. 
Así podríamos traer numerosos ejemplos. Fuera de lo eminentemente público y adentrándonos en lo que 
pretendemos abordar en estas líneas, uno de los más evidentes casos al momento de advertir posiciones 
asimétricas de contratación, lo constituyen las negociaciones que frecuentemente celebran las 
corporaciones supraestatales o multinacionales, las cuales invierten millones de euros en un determinado 
emprendimiento comercial con la seguridad de que su posición preponderante en relación a su 
cocontratante, le hará obtener condiciones de mercado exorbitantemente beneficiosas y difícilmente 
revertibles. Otro claro ejemplo lo constituye el denominado “dumping predatorio” el cual únicamente es 
posible de observarse cuando el dumper ostenta una posición de neta asimetría en relación a los 
operadores del mercado donde pretende colocar su producción.” Analisis realizado por León, Carlos. 
“Asimetria en el poder de negociacion tendencia a su morigeración”. Artículo academico publicado en la 
página web del autor disponible en  
http://www.olacefs.com/Olacefs/ShowProperty/BEA%20Repository/Olacefs/Comisiones/Cepat/actividades
/historico/2008/segundo_premio. Consultada por última vez el día 04 de octubre de 2014.  




 Debe definirse que puede ser objeto de 
transacción en el mercado.  
 
 Al mercado pueden llevarse todos los 
bienes que no estén incluidos en el coto 
vedado107.  
 
 En la actividad mercantil vale como 
instancia última el acuerdo de las partes 
siempre que no se trate de incompetentes 
básicos y se respeten no sólo los deberes 
negativos sino también los positivos. 
 
 Lo negociable y acordable no puede ser 
decidido en el mercado sino que requiere 
la aceptación de un sistema normativo 
superior.  
 
Es así entonces que la justicia en el mercado se 
reduce al objeto de la negociación y no a los 
requisitos o fundamentos de aquella, sin embargo 
 
Duopolio. Esta es una situación similar 
a la anterior con la diferencia que se 
produce una acaparación del mercado 
no por un solo monopolista sino por dos 
que por lo general se ponen de acuerdo 
y fijan sus condiciones que también 
suele ser muy ventajosa.108 
 
Oligopolio. Es otra falla del mercado en 
la que no es uno o dos sino  algunos 
pocos los que hacen monopolio, 
imponiendo ciertamente sus reglas de 
mercado que por lo general son 
desventajosas para los consumidores. 109 
 
Monopsonio Este es un caso de falla 
del mercado que sucede con muy poca 
frecuencia y es aquella situación en la 
que existe un solo consumidor y este 
impone sus exigencias a los 
productores, este suele ser el caso en el 
que el Estado es el consumidor. 110 
                                                          
107 “El coto vedado puede ser definido, en términos generales, como aquel ámbito constitucional que 
incluye principios y valores cuyo respeto y/o implementación permite asegurar un funcionamiento cabal de 
la democracia representativa”. Garzón V. Ernesto  “Algunas consideraciones sobre la posibilidad de 
asegurar la vigencia del «coto vedado » a nivel internacional”. Artículo de la revista “Derechos y 
libertades”. Instituto Bartolomé de las casas. Página 57. 
108 Los dupolios son estudiados economicamente desde dos tipoliogías que son de Cournot y Bertrand: En 
el primero de ellos las empresas venden productos homogéneos, la variable estratégica es la cantidad de 
producción, cada empresa decide independiente y simultáneamente la cantidad que producirá del bien, 
adicionalmente tienen igual función de costos: CTi= cqi. No tienen costos fijos y no enfrentan restricciones 
de capacidad, pueden servir toda la demanda que reciban., de otro lado en el modelo de Bertrand, se erige 
un juego de dos empresas, en el que cada una de ellas asumirá que el otro no va a cambiar los precios en 
respuesta a los recortes de precios. Cuando ambas empresas utilizan esta lógica, van a llegar a un 
equilibrio de Nash. Cita extraída de Chapoñan,  Alex., Alexis Grecia., Acha Diaz, Juarez Inga, Loayza 
Ernesto y Sales en “Teoria de juegos y modelos de oligopolio”. Apuntes de estudio del curso de Economía 
de la Producción (Organización Industrial), dictado en la Escuela de Economía de la Universidad Nacional 
Pedro Ruiz Gallo de Lambayeque. Perú 2011. Páginas 10 – 13.  
109 Puede decirse que el oligopolio es el genero recoocido en la teoría de juegos como los cooperativos, 
cuando se supone una coalición de jugadores o empresas y con ello se torna más complejo un escenario 
economico. Ibid., página 6.  
110 Sobre el monopsonio es pertinente indicar que ha sido frecuentemente analizado como un fenomeno 
complejo que materializa un fenomeno de vulneración de los trabajadores, por cuanto con frecuencia se 
utilizan para manipular los salarios, generalmente ubicandolos en niveles muy bajos constiuyendo un 
verdadero problema no solo laboral sino social. Al respecto es interesante tener en cuenta el analisis 
efectuado Aguirre, Yenny. “Efectos del salario mínimo sobre el estatus laboral de los jóvenes en 
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ello no es óbice para que no pueda enfocarse el 
estudio de la justicia en el mercado hacia los 
fundamentos de la negociación como es el caso de 
la autonomía de la voluntad.  
 
c) Responsabilidad civil – extracontractual. 
 
La responsabilidad civil extracontractual pone de 
presente algunos efectos jurídicos que devienen 
de un sinnúmero de situaciones excluidas de los 
contratos o de los acuerdos forjados entre los 
particulares pero que terminan incidiendo de 
alguna forma en otras personas, en todo caso, 
ajenas a una relación con aquella o aquellas 
responsables del daño.  
 
Un ejemplo es el relacionado con los accidentes 
de tránsito, del que el daño provocado por el uso 
de un vehículo por parte de una persona le obliga 
a responder por resarcir el daño. 
 
c) Las externalidades. 
 
Las externalidades son aquellos efectos 
que inciden en otras personas derivados 
de un uso particular y/o de una 
actuación de un agente económico, es 
así como por ejemplo un fumador puede 
afectar a terceros con la actividad de 
fumador.111  
 
Las externalidades pueden ser tanto de 
forma negativa como de forma positiva 
y de la misma forma como ocurre con la  
responsabilidad civil extracontractual a 
pesar de no existir una relación formal o 
acordada entre las partes, terminan 
estando vinculadas. 
 
En todo caso no existe un acuerdo de voluntades 
pero se genera un vínculo jurídico. 112 
 
 
                                                                                                                                                                             
Colombia”. Artículo derivado de tesis de grado en los Borradores Departamento de Economía ISSN 1692-
2611. Universidad de Antioquia. Medellín 2011.  
111 Las externalidades son un tema de gran debate academico y actualmente se analiza lo relacionado con 
las externalidades ambientales que son sólo una clase particular de externalidades (o efectos externos). No 
son más importantes que cualquier otro tipo de externalidad económica pero no sería posible encontrar 
argumentos racionales para justificar que lo son menos. Si se desea adoptar decisiones más complejas y, 
por lo tanto, mejores, estas externalidades deberían ser debidamente cuantificadas e incorporadas en el 
marco de un análisis coste-beneficio de las decisiones públicas o privadas de la sociedad. En ese caso, 
pueden ser contabilizadas como costes de nuestras decisiones (aumento en la morbilidad como resultado 
de la contaminación atmosférica, daños en propiedades inmobiliarias en zonas rurales como resultado de 
inundaciones por una prevención inadecuada, etc., por citar algunos ejemplos) o, en su caso, como 
beneficios de las mismas (i.e., la reducción de la contaminación de las aguas en la cabecera de los ríos.  
CEPAL, “Guía para decisores Análisis económico de externalidades ambientales”. Disponible en 
http://www.cepal.org/publicaciones/xml/7/33787/LCW-200.pdf. Consultado por última vez el día 05 de 
octubre de 2014.  
112 Vínculo reconocido desde el derecho romano, particularmente desde el periodo republicano mediante la 
expedición de la ley aquilia que  fue obra del Tribuno Aquilio en el año 287 de la era cristiana, unificando 
el régimen vigente del daño con la injuria y derogando disposiciones de las XII tablas con sus cuatro 
elementos que consistían en: a) Daño causado a otro en parte de su fortuna, ) Daño causado por acción del 
cuerpo sobre otro cuerpo:  c) Ausencia del derecho del ofensor,  d) Que el daño sea causado al dueño de al 
cosa dañada. Cita tomada de Tamayo, Alberto. “La responsabilidad civil contractual y extracontractual”, 
ediciones doctrina y ley, tercera edición, Bogotá 2009.  
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De la tabla propuesta, se puede evidenciar que tanto desde la doctrina jurídica como la 
teoría económica, se han analizado prácticamente los mismos fenómenos sociales, 
partiendo de la elección en economía y la libertad en lo jurídico, y al mismo tiempo en la 
identificación de que en las relaciones de contrato, de negociación y/o de intercambio de 
productos y/o servicios, suelen presentarse algunas situaciones que ponen en desventaja a 
uno de los contratantes, denominándose económicamente asimetrías y generadoras de 
aquellas las imperfecciones el mercado como son: El monopolio, duopolio, oligopolio y 
monopsonio. Ya desde términos jurídicos se constituyen como desigualdades formales y 
materiales entre los contratantes.   
 
Es así que tanto la doctrina económica como la jurídica han estudiado independiente y 
autónomamente los fenómenos humanos que se presentan en la relaciones negóciales y/o 
contractuales, por lo cual pareciera pertinente articular las concepciones derivadas de 
tales doctrinas y de esta forma proponer soluciones articuladas para minimizar, aminorar 
o tal vez a largo plazo erradicar eficazmente las desigualdades, asimetrías derivadas de 
las imperfecciones del mercado y del mercado injusto.  
 
Ahora bien, retomando la discusión de si debe regularse o no el mercado, o si debe 
interferirse en las relaciones entre los particulares por parte del Estado, es preciso indicar 
que como primera medida se aborda el análisis de la posición de porque no debería 
intervenirse o regularse el mercado y ello se sustenta en el hecho de es ineficiente en 
términos de Coase113, De otro lado, es pertinente ahora señalar el porqué, contrario sensu, 
manifestado por Pigou, si se debe regular el mercado, lo cual se fundamenta en que la 
regulación se ha constituido como una necesidad debido a la incapacidad manifiesta del 
mercado de auto regularse.114  
 
Sobre el particular, debe destacarse que Coase, desde el análisis que realizó sobre la 
reducción de los costos de transacción, los cuales relativizó desde las relaciones 
personales, de empresa hasta a gran escala: sociales y de mercado, analizó que el derecho 
no es eficiente y que en todo caso, se requiere que se realice una negociación entre las 
partes (personas, empresas, funcionarios de empresa y ciudadanos), para lograr que los 
problemas que se pueden originar entre ellos sean superados de la forma más eficiente: 
rápida y respondiendo a las necesidades de ambos extremos de la problemática.  
 
En ese sentido, en las relaciones de mercado, los dos extremos, tanto productores como 
consumidores deben ponerse de acuerdo para arreglar sus diferencias porque de esta 
forma pueden ahorrar en costos de transacción. Dicho de otra forma, los problemas se 
solucionan más eficientemente cuando no hay injerencia de un tercero, incluyendo al 
Estado. Sin embargo, tal teoría es predicable en un escenario ideal en el que el mercado 
se autorregule conforme a las reglas de la oferta y la demanda, y del mercado perfecto en 
                                                          
113 Obra citada Coase., en la que se plantea en todo su desarrollo que el problema de regular las operaciones 
coemrciales entre las personas, tanto juridicas como naturales encarece los costos de transacción.  
114 Obra Citada Pigou., en la que como se analizará más adelante, la regulación es un medio de control 
necesario para lograr el equilibrio necesario del mercado.  
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el que se erigen relaciones entre extremos iguales, 115situación ciertamente ideal pero 
raramente real.  
 
Por tal razón, tal teoría y dentro de lo que se reconoce como el Teorema de Coase116, se 
requiere que se pueda configurar un escenario ideal, de igualdad de las partes y para ello 
es preciso que se consolide una actuación de las instituciones que vigilan las 
negociaciones que deben surtirse libremente por los agentes económicos que 
eventualmente pueden entrar en conflicto. No obstante, Coase enfatiza en que dicha 
institucionalidad debe velar por que sean los agentes económicos los que libremente 
lleven a cabo dichos actos de negociación, vetándose así cualquier posible injerencia, más 
allá de una mera vigilancia. 
 
De esa forma, al lograrse que las negociaciones se lleven a cabo sin injerencia alguna de 
terceros, se logrará una optimización de la solución, conllevando a que se reduzcan costos 
de negociación, redundando en beneficio de los agentes económicos involucrados. En 
este contexto Coase analiza la forma en que el derecho al ser prácticamente un 
instrumento mediante en el que el Estado interviene, mediante la Rama Judicial, solo 
logra incrementar los gastos operativos para dirimir un conflicto, así por destacar algunos 
ejemplos se enuncian los tiempos que se demoran los procesos117, los gastos derivados de 
la actuación judicial, tanto del juez, de los abogados, entre muchos otros118.  
 
Es así que para Coase el derecho y cualquier regulación, como podríamos ubicar 
actualmente al el Estatuto del Consumidor, solo encarece los costos transacción de los 
ciudadanos, tornándolo en un proceso sumamente ineficiente y generando todo un coste 
                                                          
115 Oralidad (Procesos verbales en la Ley 906 de 2004, Ley 1395 de 2010, Ley 1153 de 2007 y 1149 de 
2007, entre otras), Arbitramento, Código General del Proceso(Ley 1564 de 2012)  y Conciliación entre 
muchos otros ejemplos.   
116 El famoso “Teorema de Coase”, término acuñado por George Stigler, le representó a Ronald Coase 
habérsele adjudicado el premio nobel de economía de 1991 y básicamente en tal documento se planteaba el 
denominado “el problema del coste social”, estudio del cual se pueden extraer elementos interesantes para 
la discusión de temas jurídicos desde el ámbito económico, como es por ejemplo la justicia, entre otros.  
117 Congestión Judicial que en el caso colombiano es supremamente aguda ya que según el diario “El 
Nuevo siglo” “Colombia es el séptimo país en el mundo con la justicia más lenta, y se ubica incluso 
después de países como Surinam y Guatemala. 1.346 días es el promedio, según estudios del Banco 
Mundial, de lo que demora en resolverse un proceso judicial en Colombia, contado desde el momento de su 
radicación. Ello ha generado que hoy el país tenga 2.285.000 procesos represados.” Publicado en la edición 
en línea disponible en Internet en http://www.elnuevosiglo.com.co/articulos/4-2013-arranca-
marat%C3%B3n-por-descongesti%C3%B3n-judicial.html, consultado por última vez el día 21 de 
septiembre de 2014.  
118 Aun así resulta interesante analizar que las regulaciones en el ámbito del comercio logran mejorar la 
materialización de negocios, tanto a nivel interno como internacional. Así por ejemplo en el informe de 
Doing Business en Colombia 2013, se establece que “las ciudades que implementan reformas de manera 
constante se mantienen en los primeros lugares de la clasificación como aquellas en las que es más fácil 
hacer negocios, y en Colombia por ejemplo ello sucede en Manizales e Ibagué” Informe de Doing Bussines 
en Colombia 2013 “Regulaciones inteligentes para las pequeñas y medianas empresas. Disponible en 
internet en  
http://espanol.doingbusiness.org/~/media/GIAWB/Doing%20Business/Documents/Subnational-
Reports/DB13-Colombia-Spanish.pdf, consultado por última vez el día 02 de octubre de 2014.  
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social, ello sin mencionar que al protegerse un extremo contractual con la intención de 
consolidar la igualdad de las partes se estaría inequívocamente generándose una 
desigualdad material. Sin embargo, es preciso señalar que aunque la teoría de Coase es 
consistente, también resulta incompatible con la realidad social, en la que ni los 
particulares se auto-regulan justamente y además las instituciones no cumplen con ese rol 
garante.  
 
De otro lado Pigou, contradiciendo los postulados de Coase, sostenía que el Estado 
debería intervenir más activamente, no solo vigilando sino regulando, balanceando y 
ciertamente, limitando las libres actuaciones de los agentes económicos porque tal como 
se evidenció con las crisis económicas surtidas en el mundo, especialmente la depresión 
Norteamericana de inicios del siglo XX, producida por los monopolios que en aras de 
acabar con la competencia, pusieron en crisis toda una Nación, demostrando que los 
agentes no se pueden autorregular y se tiende a aprovechar el extremo fuerte del débil. 
 
Es así entonces que el Estado debe regular las relaciones entre los agentes económicos 
porque de aquellas no solo se producen efectos entre los particulares sino que terminan 
incidiendo drásticamente en el bienestar de la sociedad. Tales posiciones, evidentemente 
contrarias, ponen de relieve que no es un tema pacífico y que no hay consenso sobre si se 
debe o no regular el mercado. Pero a pesar de ello, el hecho es que a medida que el 
mercado ha permitido las abismales brechas entre los ricos y pobres, consolidándose 
monopolios, duopolios, etc., se ha demostrado inequívocamente su incapacidad de 
brindar una estabilidad social eficaz para los ciudadanos. 
 
Seguridad que es lo que en últimas exige el magno acuerdo social, que entre otras cosas, 
es más eficiente para el mercado que las personas tengan estabilidad económica, 
capacidad adquisitiva, porque así se auto-sostiene, mientras que, contrario sensu, entre 
más personas se excluyan del sistema se torna insostenible. Siendo pertinente señalar que 
el Departamento Administrativo de Estadística (DANE) estableció que: “para el año 
2010, la pobreza nacional alcanzó una incidencia de 37.2 %, la urbana 33 % y la rural 50 
%. En el mismo año, la pobreza extrema fue del 12.3 %, 8.1 % y 25.5 % 
respectivamente.”119 
 
Estadísticas que demuestran que la pobreza es una realidad y si una persona no cuenta 
con recursos para participar en el mercado, este se empieza a deteriorar, y por esto es que 
se  comprende la necesidad de intervenir el mercado porque ciertamente resulta 
incompatible con el respeto irrestricto de la dignidad humana, porque desde que haya 
siquiera una persona viviendo en circunstancias indignas, mientras otros viven en la 
opulencia, el mercado será ineficiente, desigual, imperfecto y por tanto inhumano120. De 
                                                          
119 Informe del DANE, niveles de pobreza en Colombia de 2002 al 2010. Disponible en 
http://www.dane.gov.co/files/noticias/Pobreza_nuevametodologia.pdf, consultado por última vez el 05 de 
octubre de 2014. 
120 De nuevo el óptimo de Pareto, planteando por supuesto que de esas asimetrías e imperfecciones del 
mercado se derivan graves consecuencias como por ejemplo que muchas personas en Colombia no puedan 
subsistir con más de 200 pesos al día (Línea de miseria, según el Banco Mundial, 2014), lo cual los situa en 
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esta forma se pone de presente la interacción entre el derecho y el mercado, sugiriendo 
los siguientes interrogantes: ¿Qué debe prevalecer? ¿El derecho o la economía de 
mercado? O ¿el derecho debe estar al servicio del mercado? o al contrario ¿el derecho 
debe imponerse sobre el mercado y dominarlo? 
 
 
1.4. La instrumentalidad del derecho en el mercado. (Dominación, emancipación o 
transformación) nuevo y viejo derecho y su incidencia en la autonomía de la 
voluntad.  
 
Al aceptar el hecho que el derecho busca ante todo regular las relaciones entre los 
ciudadanos y de estos con el Estado, se comprende su naturaleza ciertamente 
instrumental. Es así que se parte de la premisa que el derecho tiene una connotación 
práctica dentro del normal desarrollo y sostenimiento de la sociedad, por lo cual en 
esencia, el derecho no es ni bueno ni malo, sino que depende del uso que se le dé. En ese 
sentido el derecho puede haber sido utilizado o como medio de dominación o herramienta 
de emancipación y de protección de los derechos de todos los ciudadanos.  
 
En ese orden de ideas, se ha puesto de presente por medio de algunos autores, 
generalmente de corriente socialista, que el derecho es un mecanismo de dominación121, 
ya que los acumuladores del poder, del capital, son los que imponen las reglas, ya que 
cuentan con la posibilidad de incidir en las elecciones de los congresistas, 
parlamentaristas y los miembros del poder ejecutivo, adicionalmente podrían influir en el 
poder judicial. En ese sentido, el derecho podría haberse utilizado para subordinar a los 
más débiles desde el criterio económico. 
 
De esto podría inferirse que el derecho desde su dimensión práctica es susceptible a ser 
tergiversado para favorecer los intereses particulares, y es por eso que por ejemplo se ha 
                                                                                                                                                                             
una posición de incapacidad material de poder sufragar sus necesidades básicas por lo que no logran 
consolidad su dignidad humana. Ahora bien, al respecto, es de destacar que según el diario especializado 
Portafolio para el 2010, la línea de pobreza fue de 187.063 pesos y, en su momento, causó una polémica 
dentro del mismo Gobierno. Cuando se divulgó, el vicepresidente Angelino Garzón ofreció poner 190.000 
pesos de su bolsillo para que los técnicos que miden la pobreza hicieran un mercado para un mes con ese 
dinero. En la línea de pobreza extrema (indigencia) están quienes tuvieron en el 2011 un ingreso mensual 
de 87.672 pesos como máximo. Eso significa que una familia de cuatro personas vivía en la pobreza 
extrema cuando sus ingresos en el 2011 llegaban, como máximo, a 350.688 pesos mensuales. Este valor 
para medir la pobreza extrema, que calcula el Dane, se considera como el monto mínimo de dinero 
necesario para adquirir una canasta de alimentos que necesita una persona para sobrevivir como ser 
humano. Cita timada de http://www.portafolio.co/economia/indice-pobreza-colombia, consultada por 
última vez el día 05 de octubre de 2014. No obstante dicha información refleja que tal vez tales estadisticas 
se sostienen en un sofisma de distracción por cuanto una persona que no es considerada como pobre porque 
gana más de 187 mil pesos al mes no puede aún así lograr subsisitr dignamente con tales recursos 
mensuaes.  
121 Obra citada Pashukannis, página 74 
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dicho que  “la equidad fue útil para una sociedad de mercaderes122, antes que servir a toda 
la colectividad. Ello sin profundizar en que el capital también incide en la educación, 
incluso en la legal, en la posibilidad de poder contratar un abogado, lo cual demuestra que 
puede existir una desigualdad material entre las partes de un contrato si estos difieren en 
su patrimonio, desvirtuando la libre autonomía de la voluntad especialmente de los 
extremos contractuales que no posean suficientes recursos económicos.  
 
No obstante, con el transcurso del tiempo y en virtud de la presión ejercida por diferentes 
movimientos obreros, de luchas sociales, se incidió en la consolidación de 
transformaciones de la naturaleza del poder del Estado123, así el derecho ha ido 
comprendiendo nuevas garantías sociales, como por ejemplo: derechos humanos, de 
primera, segunda y tercera generación124, mejores condiciones laborales y sociales 
procuradas desde el ámbito del derecho constitucional que al elevar a rango 
constitucional tales prerrogativas las dotó de una vinculatoriedad que ha redundado en 
una mejor garantía de aquellas.   
 
Tal protección o garantía de las condiciones sociales de los ciudadanos se ha ido 
estructurando a partir de un balance que mediante el derecho se ha realizado de dichas 
relaciones humanas, así como por ejemplo se han consagrado prerrogativas 
pensionales125, elevado a principios constitucionales la igualdad y la libertad de todos los 
ciudadanos, además, como puede evidenciarse de la configuración del Estado social de 
derecho, la organización estatal se ha orientado hacia la protección social (Estado de 
Bienestar, Estado Social de Derecho), que en esencia son: “arreglos entre el Estado, el 
mercado y la familia en aras de proteger a los individuos”126 con lo cual se han tratado de 
minimizar los efectos del capitalismo salvaje. 
 
El derecho entonces también se ha reconocido como una herramienta y un instrumento de 
reivindicación de derechos de protección de los más indefensos, que fueron vulnerados 
por “la legalidad capitalista que se fundamentaba en tres componentes estructurales 
básicos: la retórica, la burocracia y la violencia”127, lo cual ha podido hacerse conforme a 
todo un proceso evolutivo en el que no solo se contemplan los derechos individuales de 
las personas, ni de los burgueses, sino que se comprenden de igual forma los derechos de 
                                                          
122 Arnaud, André Jean. “Consideraciones sobre el juez y la función de juzgar en el siglo XXI”. Sociología 
Jurídica, análisis del control y conflictos sociales. Editado por la Universidad Externado de Colombia. 
Bogotá 2003. Página 30.  
123 De Sousa, Boaventura. “Estado, derecho y luchas sociales”. Editado por ILSA. Instituto 
Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos. Edición de Héctor Moncayo. Bogotá Colombia 2007. 
124 Clasificación que sin embargo ya esta en desuso por cuanto como bien lo establece Arango, Rodoflo. 
“El concepto de derechos sociales fundamentales. Bogotá: Legis - Universidad Nacional, 1ra ed., 2005. 
125 Como por ejemplo la pensión especial contemplada por la Ley 797 de 2002 en la que se permite que las 
madres o padres cabeza de familia puedan obtener una pensión cumpliendo con un de los dos requisitos 
exigidos para pensionarse como es el de la edad.  
126 Soto I. Carlos. “Los tiempos del estado de bienestar en América Latina: ¿hacia la universalidad?”. 
Artículo de revista de la Universidad Externado de Colombia, 933 NO. 28/2012. Bogotá Colombia, 2012. 
127 Obra Citada de Sousa, página 126.  
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las colectividades, de las minorías y en sí de todas y todos los asociados sin importar su 
condición económica128.  
 
Sin embargo, al edificarse esa cultura de protección de los derechos de todos y en 
fortalecer la garantía de los derechos de los más indefensos, desde el punto de vista 
económico, también podría incidirse en la reestructuración de la noción clásica y 
tradicional de la autonomía de la voluntad de los contratantes, ya que para lograr el 
equilibrio de cargas, buscando erradicar “la tensión entre la autonomía y la buena fe en la 
contratación contemporánea”129, el Estado ha tenido que intervenir en las relaciones de 
los particulares buscando la igualdad contractual restringiendo a su vez la libertad. Lo 
cual se ha justificado porque los vendedores o los productores por lo general abusan de su 
posición dominante “configurando cláusulas abusivas que van en perjuicio de los 
consumidores”.130  
 
Ahora bien, este ha sido un tema de preocupación académica131, política y social132, ya 
que como bien lo comenta Luis Méndez López133, “desde la segunda guerra mundial y 
con el apoyo doctrinal de las teorías de Keynes, las demandas sociales de intervención 
pública en la economía son crecientes en campos como la sanidad, el empleo, la agilidad 
de la justicia, la protección a los consumidores, el acceso a la cultura o a la vivienda”. 
Asuntos que en la actualidad y después de casi ya un siglo, aún siguen pendientes de 
poderse garantizar plenamente. 
 
                                                          
128 Igualdad profesada desde el preambulo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos así: 
“Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la 
dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana; 
(..) 
129 Obra Citada, Largo Adriana, página 41 y s.s. 
130  Larrosa A. Miguel.”Derecho de consumo: protección legal del consumidor”. Editorial “El Derecho” 
Madrid 2011. Página 174. 
131 Especialmente desde el ambito contractual cotnemporaneo, toda vez que una cláusula abusiva es 
aquella que implica un atentado contra el principio de la buena fe en la medida en que involucra una 
desproporción significativa entre las obligaciones y beneficios que adquieren las partes.,  lo cual incide en 
el adecuado funcionamiento del Estado Social de derecho. Echeverri, Veronica. “El control a las cláusulas 
abusivas en los contratos de adhesión con consumidores”. Revista especializada: “Opinión Jurídica”. 
Universidad de Medellín. 
132 Dentro de este contexto es de destacar un caso paradigmatico en Europa en el que el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea en el 2013, mediante la sentencia de Luxemburgo estableció: por una parte, que 
algunos aspectos de la ley española por la que decenas de miles de personas han sido desalojadas de sus 
casas durante los últimos años no son compatibles con la directiva europea de protección de los 
consumidores que se aprobó hace ya 20 años, en 1993. A partir de ahora, los jueces que estén examinando 
si ha habido cláusulas abusivas en un contrato hipotecario podrán suspender cautelarmente el 
procedimiento de ejecución e impedir un desalojo. Ver Sentencia en la página oficial del alto Tribunal de 
Justicia en http://ep00.epimg.net/descargables/2013/03/14/86c95cbd99c524963eb46091794c9519.pdf., 
Consultada por última vez el día 05 de octubre de 2014.  
133 Méndez Luis. “Lecciones de derecho constitucional”. Coordinadora María Isabel Álvarez, Editorial 
Tirant Lo Blanch. Valencia, 2008. Página 399. Destacando la relación entre economía y derecho con la 
explicita denominación de los derechos económicos –sociales, en lo que además enmarca dentro del 
contexto de la Constitución económica.  
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Aun así, es de destacar que el punto de partida para proponer soluciones de fondo, es el 
de comprender cuál es problema y cuál podría ser la forma en llegar a solucionarlo. Así, 
desde entonces, se entendió por parte tanto de la doctrina económica como jurídica y lo 
más interesante de todo, se evidenció desde ambas, la necesidad de unificar criterios 
económicos, como bien se infiere de las discusiones de Coase y Pigou en el pasado pero  
posteriormente se han seguido tratando por economistas y juristas, destacados como 
Amartya Sen y Duncan Kennedy, entre otros. 
 
El norte entonces para enfrentar los efectos nocivos de la no preponderancia del bienestar 
general, surge de manera paralela desde la economía y el derecho. En ese sentido, desde 
criterios económicos de Sen, se pone de presente que existe una grave y compleja 
desigualdad y que esta se deriva principalmente de las diferencias económicas, ya que el 
poder del capital configura un escenario desigual de oportunidades, de estudio, de trabajo 
y finalmente de elección y de estas se desarrolla todo un andamiaje social desbalanceado, 
incidiendo en las relaciones de poder, en la dominación de unos y subordinación de otros, 
creando todo un “destino” para las personas. 
 
Ello por cuanto se estructura todo un escenario en el que muchas personas sin entender el 
porqué, solo pueden vivir para sobrevivir, muchos de aquellas, no pueden acceder a la 
educación134, a la cultura, a la salud135 y en muchas ocasiones se les excluye de tal forma 
                                                          
134 En Colombia sólo el 34% de jóvenes logran acceder a una institución de educación superior. Si bién 
Colombia al igual que Chile y Brasil tienen los porcentajes más altos de cobertura, el nivel de acceso a la 
educación universitaria en latinoamérica es del 32%, muy pordebajo del 82% de Europa, 67% de Asia y el 
62% en Estados Unidos. Información obtenida al 2009 por el Observatorio de la Universidad Colombiana 
con base en el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (Snies), (2008). Y publicada por 
Diaz, Claudia y Celis, Jorge. “Efectos no deseados de la formación para el trabajo en la educación media 
colombiana”. Universidad de la Sabana. Bogotá 2010.  
135 Sobre el particular el Banco de la República publico recientemente Julio de 2014 un informe realizado 
por Ayala, Jhorland “La salud en Colombia: más cobertura pero menos acceso”. En el que se establecio que 
Uno de los principales desafíos que afronta el actual Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(SGSSS) en Colombia es el acceso a los servicios médicos (Vargas, Vázquez, & Mogollón, 2010). Lo 
anterior se debe a que a pesar del aumento en la cobertura del aseguramiento del 56,9% al 90,8% 
registrado entre 1997 y 2012 (Céspedes, y otros, 2000; Restrepo, Zambrano, Vélez, & Ramírez, 2007), el 
acceso a los servicios de salud en Colombia, entendido como el porcentaje de personas que utilizó los 
servicios médicos al momento de necesitarlos, disminuyó en el mismo período al pasar de 79,1% a 75,5%, 
de acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de Calidad de Vida (ENCV). Para interpretar esto es 
necesario tener en cuenta la diferencia existente entre los conceptos cobertura y acceso, pues si bien el 
aumento de la cobertura fue el mecanismo a través del cual la Ley 100 de 1993 pretendía facilitar el 
acceso a la salud en Colombia (GES, 2011), este no era el único factor que determinaba la utilización de 
los servicios. Aun cuando una persona esté asegurada por el SGSSS, persisten ciertas barreras que pueden 
evitar que reciba atención médica en caso de necesitarlo. Algunas de estas barreras relacionadas con la 
oferta, como la falta de centros de atención o una mala calidad del servicio, y otras relacionadas con la 
demanda, como la falta de dinero o la necesidad de atención médica percibida por las personas. El 
documento se puede consultar en 
http://www.banrep.gov.co/sites/default/files/publicaciones/archivos/dtser_204.pdf., Consultada por última 
vez el día 05 de octubre de 2014.  
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que se les quita materialmente un sentido para vivir136. Es así que el sistema económico, 
de capital, puede destruir los sueños de las personas, pero lo más grave de todo es que el 
mismo derecho se ha prestado como elemento de dominación tal como también lo ha 
puesto de presente Duncan Kennedy137, quien ha considerado que el sistema esta tan 
contaminado que es mejor abandonarlo totalmente en una completa anarquía. 
 
Abandono que tiene una finalidad esencial, la de configurar una funcionalidad social, en 
la que se procure por una igualdad de oportunidades para todos, permitiendo así que se 
pueda elegir libremente su destino. De tal manera que tanto la economía y el derecho se 
están dirigiendo a fortalecer dicha posibilidad de elección que en términos jurídicos es la 
libertad. Pero además esa libertad debe ser para todos, estructurando así una inescindible 
relación entre libertad e igualdad.  
 
Dinámica de principios que supone que la autonomía de la voluntad enfrenta el desafío de 
acomodarse a todo proceso de capital, tanto interno como global, proceso que 
paulatinamente ha permitido que se incremente la acumulación del dinero en manos de 
las denominadas “multinacionales” y/o de entidades financieras que también ofrecen 
bienes y servicios, quienes por ejemplo han ejercido una posición dominante en el 
mercado colombiano138, con la consecuencia que han ampliado aún más la brecha entre 
                                                          
136 En ese sentido es de destacar las penosas estadísticas sobre el problema tan solo en Europa: Según un 
estudio publicado en el “British Medical Journal”, los ajustes para atajar la crisis están relacionados con un 
aumento en los suicidios de los europeos. Redactado por investigadores de las universidades de Oxford, 
Bristol y Hong Kong, el informe asegura que en 2010 se suicidaron 5 mil personas más de lo esperado en 
los 54 países estudiados en todo el mundo, después de una caída de 3% en el PBI y un aumento de 37% en 
el nivel de desempleo. Los datos para el informe provienen de la Organización Mundial de la Salud, el 
Centro para el Control y Prevención de Enfermedades del gobierno estadounidense, y del Fondo Monetario 
Internacional. Muestran cómo en 2010 hubo un aumento medio del 3,3% de suicidios en hombres, aunque 
apenas variaron las tasas en mujeres. También desvela que ese aumento fue mayor en los países que vieron 
subir más la desocupación. La tasa de suicidios en Europa varió desde 2009 principalmente entre los 
varones de 15 a 24 años -visto de alguna manera en Los hijos de plomo-, cuyo porcentaje de desocupación 
es de 23,4%, según los últimos datos de la Oficina Europea de Estadísticas. Antes de la crisis, en una de 
cada diez llamadas que recibía The Samaritans, una ONG británica dedicada a prevenir suicidios, se 
mencionaban los problemas económicos. Desde que el desempleo comenzó a subir, la proporción aumentó: 
ahora en una de cada seis llamadas se hace mención a los problemas de plata. Según el informe, en 1997 se 
produjeron unos 10.000 suicidios más de lo esperado en Japón, Corea del Sur y Hong Kong, países 
afectados por la crisis que dañó varias economías del sudeste asiático. En los primeros años de la década 
del 90′ aumentaron mucho más los suicidios entre los rusos con edad de trabajar que los que se dieron entre 
el grupo de los jubilados. Datos publicados en http://oscarpoe.com/2013/09/por-la-pobreza-crece-el-
suicidio/, consultado el día 12 de septiembre de 2014. 
137 Kennedy Duncan. “Form and substance in private law adjudication”. Edición 89 de la Revista de 
derecho de la Universidad de Harvard, Página 1685. Citado por Miljiker María E. en “ Duncan Kennedy y 
la critica a los derechos. Artículo de la revista jurídica de la Universidad de Palermo. Argentina Julio de 
2006. Página 91. 
138 Ver análisis detallado en la obra de Largo, citada anteriormente, página 129 y en la que se relaciona por 




ricos y pobres, siendo aún más complejo el hecho de que se ha despojado a muchos seres 
humanos de toda su dignidad al enviarlos a las calles sin que puedan auto sostenerse.139 
 
En ese sentido el mayor reto del derecho es seguir intentando materializar la igualdad 
efectiva de los ciudadanos, de buscar proteger y efectivizar la dignidad humana, sin 
importar la capacidad económica. Asunto que pone de presente que más allá de un 
problema jurídico, que sin duda lo hay, subyace una problemática ciertamente 
económica, por lo que el reto del derecho es conseguir una libertad e igualdad  
proporcionales en la autonomía de la voluntad, lo cual debe estructurarse desde criterios 
económicos y jurídicos140.  
 
Así las cosas e indagando desde las imperfecciones y asimetrías del mercado, criterios 
ciertamente económicos, se pueden articular con los criterios de igualdad, libertad, 
indudablemente jurídicos, podrían asumirse los retos contractuales que plantea la 
prevalencia del capital, reconociéndose de esa forma que si bien el derecho y la economía 
se han planteado como ciencias independientes o como sistemas autónomos y 
autopoyeticos141 en los términos de Luhman, resulta indudable que deben articularse 
tanto la doctrina como la práctica de estas, porque solo de allí se dará respuesta a los 
problemas que derivan del sistema de mercado global. 
 
Sin embargo, ello requiere que se analice de qué manera puede darse conjuntamente la 
intervención y la libertad contractual, en la relación de mercado, de oferta y demanda, lo 
cual entraña diversas dificultades como el hecho de que el mercado no depende solo del 
                                                          
139 Como bien se habia relacionado anteriormente frente a que en Colombia muchas personas, 
aproximadamente el 0.54 % viven en condiciones de miseria extrema. Ver página del Banco Mundial: 
http://datos.bancomundial.org/tema/pobreza., consultada por última vez el día 05 de octubre de 2014.   
140 Asunto que no resulta del todo novedoso porque ya se erigen algunos estudios sobre el particular, como 
el de Barra, Rodolfo. “Ordenamiento jurídico y mercado” Derecho público y derecho privado. Artículo de 
revista editada por la Universidad Externado de Colombia 986 NO. 23/2007. Páginas. 93 – 107. 
141 Es preciso indicar que Luhmann  toma el concepto de autopoyesis de los biólogos chilenos Humberto 
Maturana y Francisco Varela, quienes, cuando hablan de los sistemas sociales como sistemas 
autopoyéticos o autorrefe renciales, están hablando de «un tipo de fenómeno donde la posibilidad de 
distinguir un algo de un todo (…) depende de la integridad de los procesos que lo hacen posible (…). La 
característica más peculiar de un sistema autopoiético es que se levanta por sus propios límites, 
constituyéndose como distinto del medio circundante por medio de su propia dinámica, de tal manera que 
ambas cosas son inseparables (…). El ser y el hacer de una unidad autopoyética son inseparables, y esto 
constituye su modo específico de organización». Estaríamos hablando, con Edgar Morin, del denominado 
pensamiento complejo (necesariamente transdisciplinari) o paradigma de la complejidad, en el que: · la 
causalidad unilineal y unidireccional es reemplazada por la causalidad en bucle y multirreferencial; · el 
todo no sólo es más sino también menos que las partes; · las partes están en el todo y el todo en las partes; 
· no sólo se da la autorregulación sino también la autoproducción y autoorganización, siempre en relación 
con el entorno; · quien conoce está dialógica y reflexivamente reintroducido en aquello que conoce. Cita de 
Fantova, Fernando. “Gestión estratégica de los servicios en sociedades complejas” Seminari permanent de 
formació i treball en xarxa “Polítiques d’inclusió social : recull dels continguts del Seminari permanent de 
formació i treball en xarxa, anys 2007 i 2008, realitzat en el marc del Programa per  al desenvolupament de 
plans locals d’inclusió s. 1r : 2007 : (Barcelona, Catalunya) Con lo que se trata de demostrar como en la 
sociedad confluyen sistemas autonomos que pueden incorporar sus propias reglas, pautas y en sí evidencian 
la relación que se hace de la sociedad con un sistema complejo.  
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derecho interno, sino que por el contrario depende del derecho comunitario142, del 
derecho internacional y eventualmente del derecho global. Contemplando además otras 
dificultades prácticas como los derivados de la práctica contractual que ha abandonado 
ese esquema tradicional que era excesivamente personalista y formalista, comprendido 
taxativamente por la ley.  
 
Es precisamente por las razones expuestas, que los contratos de consumos en la 
actualidad, ciertamente informales, complejos y dinámicos, son buenos elementos 
indicadores no solo de la evolución del derecho, conforme lo hace el contexto, sino que 
además fungen como examinadores de su carácter instrumental actual. En ese sentido al 
considerarse normativamente las relaciones de consumo contemporáneas, mediante la 
Ley 1480 de 2011, en Colombia, que consagró ciertos limitantes a la autonomía de la 
voluntad de los contratantes, en razón a la desigualdad material que se da entre aquellas, 
señala objetivamente que está diseñada para reivindicar los derechos de los 
consumidores. 
 
En efecto, el estatuto del consumidor, al contemplar normas protectoras de los 
consumidores, se constituye como un claro ejemplo de cómo el derecho propende hoy en 
día por ser una herramienta reivindicadora de derechos, transformando las típicas y 
tradicionales relaciones de consumo, que en el pasado fueron avaladas por el mismo, 
porque el individuo en su egoísmo exacerbado, abusó de sus derechos, se aprovechó 
indebidamente de sus semejantes, generando un estado dramáticamente injusto143 en el 
                                                          
142 Sobre este tipo de regulaciones ha precisado González, Luis. “La noción de consumidor en el derecho 
comunitario del consumo” XXVIII Curso sobre la Unión Europea organizado por el Patronat Català Pro 
Europa en colaboración con la Secretaría de Estado para la UE y la Escuela Diplomática del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, Barcelona, septiembre-diciembre de 2005., quien ha indicado que: 
“No cabe duda de que la noción de consumidor constituye un elemento fundamental para el estudio del 
Derecho comunitario del Consumo que, como ha destacado la doctrina, se encuentra en constante 
evolución. Por supuesto, precisar el contenido de dicho concepto es especialmente importante en relación 
con las disposiciones relativas a los contratos en los que se supone que el consumidor es la parte más débil 
que debe protegerse, aunque su análisis resulte también útil en otros ámbitos en los que los intereses de los 
consumidores están en juego. Por esta razón, en el presente estudio, tras analizar brevemente la evolución 
de las disposiciones referentes a la política comunitaria relativa a la protección de los consumidores que se 
encuentran en los Tratados incluyendo una breve referencia al Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa, nos ocuparemos de las diversas definiciones de consumidor incluidas en las 
Directivas que regulan los contratos, aunque sin olvidarnos de las que figuran en otras normativas 
comunitarias cuya finalidad también es proteger a los consumidores (medidas relativas a las prácticas 
comerciales, seguridad alimentaria, etc.). Con lo que se quiere establecer que hoy en día hay una dinamica 
interacción del derecho interno, comunitario, internacional y eventualmente global. 
143 Injusticia que se evidencia en cifras derivadas de Estadísticas de las Naciones Unidas, reflejando la 
desigualdad social tan aguda: “más de mil millones de seres humanos viven con menos de un dólar por día., 
2.800 millones de personas, es decir, cerca de la mitad de la población mundial, viven con menos de 2 
dólares por día., 448 millones de niños sufren de bajo peso., 876 millones de adultos son analfabetos, de los 
cuales dos terceras partes son mujeres., Cada día, 30.000 niños menores de cinco años mueren de 
enfermedades que podrían haber sido evitadas., Más de mil millones de personas no tienen acceso al agua 
potable. El 20% de la población mundial posee el 90% de las riquezas”. Síntesis de las cifras publicado en 
http://www.atd-quartmonde.org/Cuanta-gente-pobre-hay.html, consultado el día 13 de diciembre de 2013. 
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que se clamaba por ponerle un freno al desmedido afán de acumular capital en las manos 
de unos pocos.  
 
Bajo ese contexto de evolución del derecho, más dinámico, más garante y protector se 
desarrolla la protección al consumidor en Colombia bajo la implementación del Estatuto 
del Consumidor, derivado de esfuerzos jurídicos desarticulados, normas inconexas, pero 
del cual también se ha generado toda una normatividad y de esta se ha motivado a su vez 
un nutrido y juicioso estudio jurisprudencial. 
 
 
1.5. El derecho de consumo y la autonomía de la voluntad. (Normatividad y 
jurisprudencia) 
 
El mundo ha cambiado y gracias a la tecnología se realizan millones de contratos de 
consumo al día, permitiendo que las personas puedan adquirir bienes y servicios 
necesarios para vivir en la sociedad contemporánea. Sin embargo, como es de 
conocimiento público, en ese afán de consumir y/o de realizar intercambios de bienes y 
servicios, tanto a nivel microeconómico como macroeconómico, se ha puesto de presente 
una especie de proceso de informalización de la contratación144, lo cual desafía las viejas 
instituciones de obligaciones y jurídicas en torno a los contratos, y teniendo en cuenta que 
“si los códigos permanecen deben receptar la realidad de la vida, persona de carne y 
hueso”145, es decir que se debe actualizar la legislación, en este caso, la de protección al 
consumidor.  
 
Aún más si se tiene en cuenta que los contratos de consumo han traspasado fronteras en 
vigor del denominado proceso de globalización que es eminentemente capitalista, lo cual 
exige del derecho y particularmente de la noción de la autonomía de la voluntad, su 
obligada acomodación y adaptación a las nuevas circunstancias sociales que se 
consolidan como verdaderos retos, toda vez que suele suceder que cuando un paradigma 
da resultado146 y si además fue producto de todo un proceso de estructuración, la sociedad 
se torna muy renuente a aceptar cambios, así sean producto de la misma evolución social 
que los exige, tal y como sucede en las relaciones de consumo.   
 
Ahora bien, como ya se ha destacado que se ha surtido toda una evolución de las 
relaciones contractuales surtidas en la sociedad contemporánea y que tal situación es la 
que ha puesto en entredicho la noción tradicional de la autonomía de la voluntad de los 
contratantes, resulta pertinente entrar a demostrar de qué forma se ha erigido desde el 
ámbito local el proceso de transformación de las relaciones de consumo, con fundamento 
en dos aspectos concretos que lo evidencian, como son: 
                                                          
144 Averiguar sobre la informalización de la contratación. 
145 Mosset Jorge y Lorenzetti Ricardo. “Defensa del consumidor”. Editado por Rubinzal – culzoni  editores. 
Buenos Aires, 1993. Página 17. 





1. La legislación en materia de protección al consumidor (Ley) y  
2. La constitucionalización del derecho privado. (Jurisprudencia de la Corte 
Constitucional en materia de derecho privado)147 
 
Aspectos que de inmediato ponen de presente dos aspectos fundamentales del derecho, 
como son la Ley y la jurisprudencia. Dos fuentes tradicionales pero que actualmente 
interactúan de una manera mucho más dinámica e incluso han supuesto una aparente 
crisis de fuentes en la tradición jurídica colombiana148, situación que no será 
profundizada en el presente, pero que si será tratada en la medida en que ilustra la manera 
en que responde el derecho contemporáneo a cambios sociales y exclusivamente en lo 
que se refiere a la autonomía de la voluntad desde la dinámica de los principios a la 
igualdad y a la libertad en las relaciones de consumo.  
 
 
1.5.1 Marco jurídico del consumidor en Colombia.  
 
 
1.5.1.1 Regulación previa al Estatuto del Consumidor 
 
Antes de abordar el análisis del Estatuto del Consumidor (Ley 1480 de 2011), necesario 
para analizar lo relativo a la intervención que realiza el Estado colombiano en las 
relaciones de consumo, resulta procedente establecer que con anterioridad a tal 
                                                          
147 Algunas sentencias de la Corte Constitucional han sido relacionadas dentro el ámbito de la 
constitucionalziación del derecho privado por Calderón,  Juan., quien ha indicado que se han generado 
varios pronunciamientos vertidos en las sentencias T-1165 de 200113, T-1118 de 200214, T-763 de 200515 
y T-517 de 200616 puede constatarse que diversos razonamientos construidos sobre la base de argumentos 
constitucionales y, específicamente ius-fundamentales, han terminado por limitar el alcance de la libertad 
de contratación. En estas sentencias se debatieron respectivamente, inicialmente, si resultaba 
constitucionalmente legítimo a la luz del derecho a la igualdad que una compañía aseguradora se negara a 
celebrar un contrato de seguro de vida con un tomador que padecía el síndrome de inmunodeficiencia 
adquirida, en la segunda le correspondió a la Sala Tercera de Revisión, evaluar si la decisión negativa de 
una aseguradora para cotizar el valor de un seguro de accidentes personales a favor de un grupo de 
discapacitados se oponía al derecho fundamental a la igualdad, en la siguiente a la Corte Constitucional, le 
correspondió determinar si resultaba constitucionalmente admisible, a la luz del derecho a la igualdad, que 
una entidad bancaria negara a un pastor cristiano la activación de una tarjeta débito aduciendo, para el 
efecto, que ello no era posible dado que la actividad desempeñada por el solicitante no se encontraba en el 
marco de las políticas de crédito de tal entidad bancaria, y finalmente en la sentencia T-517 de 2006, la 
Corte Constitucional estimó que resultaba constitucionalmente inadmisible que tres sociedades 
aseguradoras se hubiesen negado a expedir una póliza judicial requerida por la accionante efectos de hacer 
posible la práctica de medidas cautelares en un proceso penal en la que la peticionaria había vinculado 
como tercero civilmente responsable a otra compañía aseguradora. El citado tribunal estimó, entre otras 
cosas, que tal actuación desconocía el derecho a la reparación. Artículo disponible en 
http://www.javeriana.edu.co/juridicas/pub_rev/documents/5_calderon.pdf., consultado por última vez el día 
05 de octubre de 2014.  
148 Tema de crisis de fuentes debatida esencialmente en Colombia por Diego López y Javier Tamayo 
Jaramillo. El primero como defensor del precedente y el segundo como moderado opositor a que el 
precedente desvirtue elcultura juridica en Colombia.  
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consagración legislativa ya existían en Colombia, de igual forma que en otros países149, y 
otros continentes150 una regulación atinente a los derechos del consumidor, es así como 
                                                          
149 El tema del consumidor también ha sido un tema de preocupación en países como Estados Unidos en los 
que a pesar de ser de una cultura del “common law”, de precedente, ha sido regulado el tema,  configurando 
incluso el denominado “Código del Comercio Unificado”, en el que se establecen algunas reglas de derecho 
derivadas del precedente. Sin embargo, es de destacar algunas normas sobre el consumidor: “a) Ley de 
Arrendamientos del Consumidor de 1976: Obligación de divulgar información de precios y detalles en 
arriendo. b) Ley de Transferencia Electrónica de Fondos de 1978: Derechos, responsabilidades y 
obligaciones del consumidor de servicios de transferencia electrónica de fondos y de las instituciones 
financieras. c) Ley de Igualdad para la Oportunidad al Crédito de 1974: Prohíbe la discriminación en 
operaciones crediticias basándose en género, estado civil, edad, raza, religión, color de piel, etc. d) Ley de 
Transacciones de Crédito Justas y Exactas del 2003: Más protección al consumidor frente a la 
confidencialidad de sus datos, información, dinero, etc. Generando un mayor marco de seguridad jurídica 
para los consumidores. e) Ley de Facturación Justa de Crédito de 1974: Específica cómo debe responder 
el acreedor a las quejas del consumidor, impone requisitos para asegurar que el prestamista administre las 
cuentas de forma justa y sin demoras (productos financieros), f) Ley de Prácticas Justas en el Cobro de 
Deudas de 1977: Prohíbe prácticas de cobros de crédito abusivas g) Ley Gramm-Leach-Bliley (1999): 
Regulación de confidencialidad de la Información Financiera del Consumidor. Describe las condiciones en 
las cuales las instituciones financieras podrán divulgar información financiera personal sobre el consumidor 
a terceros no afiliados.” 149  Así las cosas, la protección del derecho al consumidor es un tema que ha sido 
debatido por más de 60 años en este país, según se evidencia de las normas en la materia de los años 60 en 
adelante y además es plenamente vigente, pues la Organización de Estados Americanos ha propuesto que se 
cree un marco común de protección internacional,  debido principalmente a los consumidores de bienes y 
servicios a través de medios electrónicos e Internet.  Información sintetizada a partir de lo publicado en “El 
manual Federal diseñado para el consumidor” en el que se encuentra todo tipo de información útil al 
consumidor, desde tips para comprar como las acciones que puede iniciar si ve defraudados sus intereses., 
material que se consigue en Inglés y Español disponible en 
http://www.usa.gov/gobiernousa/publicaciones/ordenar-guia.shtml, consultada por última vez el día 13 de 
junio de 2013 a las 5:00 pm.  Además de por el Gobierno de los Estados Unidos disponible en 
http://www.federalreserve.gov/pubs/complaints/leyes.htm, consultada por última vez el día 15 de junio de 
2013, a las 7:00 pm. También de lo reseñado en http://www.law.cornell.edu/ucc/1/article1.htm#s1-101, 
documento consultado por última vez el día 13 de junio de 2013 a las 5:00pm y las cifras publicadas por la 
Organización de Estados Americanos en el documento “Creación de un Marco Práctico para la Protección 
de los Consumidores” en el año 2012, disponible en la página  
http://www.oas.org/dil/esp/CIDIPVII_proteccion_al_consumidor_estados_unidos_presentacion.pdf, 
documento consultado por última vez el día 15 de junio de 2013 a las 8:00 pm. Este documento resulta de 
gran interese porque se propone crear un “marco internacional” de protección al consumidor. 
150 De igual forma que en Estados Unidos en la Unión Europea, de aquí en adelante U.E, ha desarrollado 
una  legislación en materia del consumidor de la cual se puede destacar: “a) Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores b)  Directiva 
1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos de la venta y las 
garantías de los bienes de consumo. d) Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
relativa a la protección de los consumidores en materia de contratos a distancia. (De adhesión), e)  
Directiva 85/577/CEE del Consejo, referente a la protección de los consumidores en el caso de contratos 
negociados fuera de los establecimientos comerciales.” Son Directivas que tienen fuerza vinculante en los 
Estados que conforma la U.E., y que en términos de la misma comunidad, eran las más relevantes, sin 
embargo, debe decirse que indagando más a fondo se pueden rastrear por lo menos otras 23 disposiciones 
normativas de las misma entidad sobre la protección jurídica del consumidor, lo que sucede es que las 
cuatro anteriormente citadas, comprenden aspectos medulares de las demás. Ahora bien, 
independientemente del número de Directivas y/o disposiciones normativas, el hecho es que el tema de 
igual forma que en Estados Unidos, se ha regulado, y se hizo inicialmente de manera dispersa, por lo que de 
la misma forma que el país Norteamericano, al interior de la U.E. se discutió sobre la necesidad de 
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por ejemplo, según la Confederación colombiana de consumidores se remonta al año de 
1981, en el que se gestaron algunas leyes en torno asuntos relacionados con la protección 
de las relaciones de consumo, promulgándose las siguientes normas151: 
 
a) Ley 73 de 1981. Primera Ley General de Consumo, Por la cual el Estado 
interviene152 en la Distribución de Bienes y Servicios para la Defensa del 
Consumidor, y se conceden unas Facultades Extraordinarias al Ejecutivo. 
b) Decreto 1441 de 1982. En este Decreto se reguló la organización, el 
reconocimiento y el régimen de control y vigilancia de las ligas y asociaciones de 
consumidores. Facultades otorgadas al Ejecutivo. 
c) Decreto 3466 de 1982. Mediante este Decreto se intentó consolidar un  Estatuto 
del Consumidor, contemplando normas relativas a la idoneidad, la calidad, las 
garantías, las marcas, las leyendas, las propagandas y la fijación pública de 
precios de bienes y servicios, la responsabilidad de sus productores, expendedores 
y proveedores, entre otras disposiciones. 
d) Ley 1328 de 2009 – Mediante esta Ley se creó la figura del defensor del usuario 
financiero, que sin embargo aún no se comprende muy bien por parte de los 
usuarios toda vez que los defensores son empleados de las mismas entidades 
bancarias y financieras.  
e) Resolución 3066 de 2011. Resolución mediante  la cual se establece el Régimen 
Integral de Protección de los Derechos de los Usuarios de los Servicios de 
Comunicaciones. 
 
Las referidas disposiciones son las principales que se han consagrado en el país en 
materia de protección del consumidor y de inmediato se pueden plantear algunas 
consideraciones. En primer lugar la normatividad no es cuantitativamente tan 
                                                                                                                                                                             
compilación en un solo cuerpo normativo tales reglas sobre derecho al consumo. Tal cuerpo normativo se 
propuso en 2008 mediante la nomenclatura IP/08/1474, la cual fue aprobada el año pasado (2012), 
vinculando a los países parte a regirse bajo una misma normatividad en la materia y según la oficina de 
prensa de la U.E. “Los cambios más importantes para los consumidores que introduce la nueva Directiva 
son los siguientes:” * La propuesta eliminó gastos y costes ocultos en Internet,  * Se generó mayor 
transparencia en los precios, * Se consolidó una prohibición de casillas ya marcadas en los sitios web, * Se 
establecieron 14 días para cambiar de opinión respecto a una compra, * Mejoró el derecho a reembolso, * 
Se suprimieron recargos por utilizar tarjetas de crédito y líneas directas.* Se garantiza que se dé una 
información más clara sobre quién paga los productos devueltos. * Mayor protección de los consumidores 
con respecto a los productos digitales. Bajo la anterior enunciación de las características generales de la 
nueva directiva aprobada en la U.E. se puede evidenciar que el tema de los derechos de los consumidores 
ha sido regulado suficientemente, e incluso, se han compilado en un solo cuerpo normativo, tal como se 
hizo en Estados Unidos, de lo cual se puede inferir que se válida la intervención estatal en ese tipo de 
relaciones comerciales con el ánimo de proteger a los consumidores. Información obtenida en Sánchez A. 
Rafael. “La protección jurídica del consumidor” Editado por Dykinson y la Universidad Rey Juan Carlos. 
Madrid España 2003. Página 15 y s.s., también de la página web de la U.E., oficina de prensa en internet 
disponible en http://europa.eu/rapid/press-release_SPEECH-10-91_en.htm?locale=en, consultada por 
última vez el día 17 de junio de 2013 a las 6:00 pm. 
 
152 Enunciación expresa realizada por el legislador, lo cual permite no tener que inferir la intervención sino 
que se acude al sentido literal de la norma.  
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representativa. En segundo lugar las disposiciones son en su mayoría Decretos que 
revisten de facultades al Ejecutivo pero no son leyes en el sentido amplio del vocablo. 
Además la protección al consumidor no se precisa, en términos financieros, lo cual solo 
hasta el 2009 se empezó a conocer. De la misma forma la Resolución 3066 de 2011, no 
profundiza en todas las relaciones comerciales que se gestan en internet, y además es 
prácticamente una Ley nueva.  
 
En suma, puede inferirse que en Colombia no se ha propendido mucho por la protección 
de los usuarios del sistema financiero, que son bastantes, quienes concretamente realizan 
usos de tarjetas de crédito, cuentas corrientes, de ahorro, etc., ni por los consumidores 
mediante el uso de los medios tecnológicos. Sin embargo es plausible que en el país se 
intentó desde 1982 consolidar un cuerpo normativo que compendiara todas las relaciones 
de consumo y que además se estructuraran las confederaciones de consumidores.  
 
Ahora bien, como rasgo característico, en Colombia se consideró la necesidad de 
compendiar las normas de protección al consumidor en un solo cuerpo normativo, asunto 
que fue materializado mediante la expedición de la Ley 1480 de 2011, que según 
prescribe el mismo texto de la norma: “Por medio de la cual se aprueba el "Estatuto del 
consumidor ", se regulan los derechos y las obligaciones surgidas entre los productores, 
proveedores y consumidores y la responsabilidad de los productores y proveedores, tanto 
sustancial como procesalmente.”153 
 
Tal “Nuevo Estatuto del consumidor” fue promulgado el 12 de octubre de 2011. 
Colombia, en desarrollo del  artículo 78 de la Constitución Política que a su tenor 
consagra: “La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y 
prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en 
su comercialización. Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción 
y en la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el 
adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios.  
 
 El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y 
usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para gozar de este 
derecho las organizaciones deben ser representativas y observar procedimientos 
democráticos internos.”154 
 
En ese sentido cabe destacar que la legislación colombiana en materia de derecho al 
consumidor y que a su vez constituye una inequívoca intervención del Estado en las 
relaciones de los particulares, deriva del mandato constitucional, es así que no cabe lugar 
a dudas indicar que el Estado colombiano interviene en las relaciones de consumo para 
buscar equilibrar las cargas contractuales en este tipo de interacciones, ahora bien, es 
oportuno reseñar cuales son los asuntos a destacar del nuevo estatuto del consumidor, 
                                                          
153 Ley 1480 de 2011.  
154 Artículo 78 de la Constitución Política de 1991.  
52 
 
aunque posteriormente serán analizadas con mayor profundidad, y básicamente son los 
siguientes:  
 
“Dentro de los asuntos sustanciales a destacar, se encuentra el régimen de calidad, 
idoneidad y seguridad de productos, la efectividad de las garantías de los bienes y 
servicios, la responsabilidad por daños por producto defectuoso,  la protección contra la 
información y publicidad engañosa, comercio electrónico,  aspectos contractuales, 
dentro de los que se encuentran  los contratos de adhesión y las cláusulas abusivas, las 
ventas a distancia, servicios de financiación, entre otros”155 Subrayas fuera de texto.  
 
De tal suerte que tal cuerpo normativo colombiano de protección al consumidor es 
bastante complejo y comprende un gran número de relaciones de consumo, ya que se 
abordan temas como la protección al usuario financiero, desde criterios nunca antes vistos 
en el país, de la misma forma se extiende la protección a los consumidores de bienes y 
servicios mediante medios electrónicos y/o internet, temas que serán profundizados 
posteriormente. 
 
Adicionalmente, la compilación de normas atinentes a la protección del consumidor en 
Colombia, es oportuno indicar que posteriormente a la consagración del estatuto del 
consumidor en el año 2011 se han gestado otras leyes para extender aún más dicha 
protección y se pueden destacar las siguientes:  
 
 Ley 1512 de 2012: Por medio de la cual se aprueba la "Convención del metro", 
firmada en París el 20 de mayo de 1875 y modificada el 6 de octubre de 1921 y 
"reglamento anexo".  
 Ley 1514 de 2012: Tema: Protección del Consumidor.  Por medio de la cual se 
aprueba la "Convención para ,constituir una organización internacional de 
metrología legal" firmada en Paris, el 12 de octubre de 1955, modificada en 1968 
por enmienda del artículo XIII conforme a las disposiciones del artículo XXXIX.  
 Ley 1555 de 2012: Por medio de la cual se permite a los consumidores 
financieros el pago anticipado en las operaciones de crédito y se dictan otras 
disposiciones. 
 Ley 1581 de 2012: Protección de Datos Personales 
 
Así las cosas se demuestra el inequívoco interés del Estado colombiano en proteger al 
consumidor, ya que además de contemplarse desde la Carta Política, en la configuración 
de todo un complejo y completo Estatuto del consumidor, sigue legislando a posteriori de 
aquel, ratificando tratados internacionales y configurando más garantías por vía 
legislativa para los consumidores de bienes y servicios dentro del territorio nacional.  
 
 
                                                          
155 Temas destacados de la Ley 1480 de 2011 por la Superintendencia de industria y comercio disponible en 
internet en http://www.sic.gov.co/el-nuevo-estatuto-del-consumidor-la-mejor-herramienta-de-defensa-para-
los-consumidores-colombianos, consultada por última vez el día 17 de junio de 2013 a las 7:50 pm.  
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1.5.1.2. El Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011. 
 
La Ley 1480 de 2011, como ya se advirtió previamente, es mediante la cual se configuró 
el actual y vigente estatuto del consumidor, que se estructuró a partir de la necesidad de 
regular las relaciones de consumo con el objeto de: “proteger, promover y garantizar la 
efectividad y el libre ejercicio de los derechos de los consumidores, en especial: riesgos 
para la salud, información adecuada de los productos y servicios, educación del 
consumidor, libertar para constituir organizaciones de consumidores y protección 
especial para niños y adolescentes en su calidad de consumidores.”156 
 
De la lectura del artículo precitado, se evidencia la intencionalidad de la referida Ley, 
eminentemente garantista, y su análisis resulta de una gran interés académico, que en 
término prácticos ser hará mediante la síntesis, en un cuadro sinóptico, de las principales 
disposiciones del estatuto del consumidor, en las que se ha establecido una intervención 
directa en las relaciones entre los particulares, erigiendo una injerencia en la autonomía 
tradicional de la voluntad en ese tipo de relaciones así:  
 
 
1.5.1.3. Disposiciones del Estatuto del Consumidor en el que se evidencia una 
injerencia concreta en las relaciones entre los particulares. 157 
                          Cuadro Sinóptico  No. 3 
 
Artículo de la Ley 1480 de 2011 
 
 




Artículo 34. Interpretación favorable. Las condiciones 
generales de los contratos serán interpretadas de la 
manera más favorable al consumidor. En caso de 
duda, prevalecerán las cláusulas más favorables al 
consumidor sobre aquellas que no lo sean. 
 
Artículo 36. Prohibición de ventas atadas. Sin 
perjuicio de las demás normas sobre la materia, para 
efectos de la presente ley no se podrá condicionar la 
adquisición de un producto a la adquisición de otros. 
Tampoco se podrá, condicionar el recibo de un 




De la  lectura de los artículos 34 y 
36 de la Ley 1480 de 2011, 
relacionados en la columna de la 
izquierda, se infiere claramente 
una protección contractual 
especial, enfatizada en el extremo 
débil de la relación contractual de 
consumo, similar a la que se da en 
el derecho penal y laboral. 
 
En el artículo 37 del mismo 
estatuto,  se establecen 
condiciones que restringen la 
libertad contractual de las partes, 
                                                          
156 Artículo 01 de la Ley 1480 de 2011 o estatuto del consumidor colombiano. 
157 El cuadro es de la autoría del autor de este trabajo final de maestría, y los artículos reseñados son los que 
a criterio del mismo son los más protectores de los consumidores y a su vez evidencia la injerencia del 
Estado en este tipo de relaciones. 
54 
 
Artículo 37.Las Condiciones Negociales Generales 
y de los contratos de adhesión deberán cumplir 
como mínimo los siguientes requisitos: 
 
1. Haber informado suficiente, anticipada y 
expresamente al adherente sobre la existencia efectos 
y alcance de las condiciones generales. En los 
contratos se utilizará el idioma castellano. 
2. Las condiciones generales del contrato deben ser 
concretas, claras y completas. 
3. En los contratos escritos, los caracteres deberán ser 
legibles a simple vista y no incluir espacios en blanco, 
En los contratos de seguros, el asegurador hará entrega 
anticipada del clausulado al tomador, explicándole el 
contenido de la cobertura, de las exclusiones y de las 
garantías. 
Serán ineficaces y se tendrán por no escritas las 
condiciones generales de los contratos de adhesión 
que no reúnan los requisitos señalados en este artículo. 
 
Artículo 38. Cláusulas prohibidas. En los contratos 
de adhesión, no se podrán incluir cláusulas que 
permitan al productor y/o proveedor modificar 
unilateralmente el contrato o sustraerse de sus 
obligaciones. 
 
Artículo 40. Aplicación de cláusulas prohibidas. El 
hecho de que algunas cláusulas de un contrato hayan 
sido negociadas, no obsta para la aplicación de lo 
previsto en este capítulo. 
 
Artículo 41. Cláusula de permanencia mínima. La 
cláusula de permanencia mínima en los contratos de 
tracto sucesivo solo podrá ser pactada de forma 
expresa cuando el consumidor obtenga una ventaja 
sustancial frente a las condiciones ordinarias del 
contrato, tales como cuando se ofrezcan planes que 
subsidien algún costo o gasto que deba ser asumido 
por el consumidor, dividan el pago de bienes en cuotas 
o cuando se incluyan tarifas especiales que impliquen 
un descuento sustancial, y se pactarán por una sola 
vez, al inicio del contrato. (…) (…)  
 
Artículo 43. Cláusulas abusivas ineficaces de pleno 
y básicamente buscan eliminar 
situaciones que generan 
desigualdad material entre 
aquellas y que también se 
relacionó previamente como una 
asimetría que deriva en una falla 
del mercado. 
 
Unas de tales desigualdades eran: 
 
 i. La falta de información por 
parte de uno de los extremos 
contractuales,  
 
 ii. La claridad en las condiciones 
de los contratos,  
  
Desigualdades que incidían en la 
autonomía de la voluntad de los 
contratantes y que por tal razón se 
justifica este tipo de disposición 
normativa. 
 
Por otro lado, otro asunto medular 
en la esfera de la autonomía de la 
libertad, es el relativo al abuso 
injustificado de la posición 
dominante como  sucede con la 
imposición de cláusulas que 
generan mayores cargos, 
generalmente para los extremos 
débiles de la relación contractual. 
 
De esta manera es que en el 
Estatuto del consumidor, Ley 
1480 de 2011 y con fundamento 
en la experiencia, en la que el 
extremo musculosamente 
financiero dominaba o sometía al 
débil, se prohíben algunos 
aspectos tradicionales en este tipo 
de relaciones jurídicas, reforzando 




derecho. Son ineficaces de pleno derecho las 
cláusulas que: 
 
1. Limiten la responsabilidad del productor o 
proveedor de las obligaciones que por ley les 
corresponden; 
2. Impliquen renuncia de los derechos del consumidor 
que por ley les corresponden; 
3. Inviertan la carga de la prueba en perjuicio del 
consumidor; 
4. Trasladen al consumidor o un tercero que no sea 
parte del contrato la responsabilidad del productor o 
proveedor; 
5. Establezcan que el productor o proveedor no 
reintegre lo pagado si no se ejecuta en todo o en parte 
el objeto contratado; 
6. Vinculen al consumidor al contrato, aun cuando el 
productor o proveedor no cumpla sus obligaciones; 
7. Concedan al productor o proveedor la facultad de 
determinar unilateralmente si el objeto y la ejecución 
del contrato se ajusta a lo estipulado en el mismo; 
8. Impidan al consumidor resolver el contrato en caso 
que resulte procedente excepcionar el incumplimiento 
del productor o proveedor, salvo en el caso del 
arrendamiento financiero; 
9. Presuman cualquier manifestación de voluntad del 
consumidor, cuando de esta se deriven erogaciones u 
obligaciones a su cargo; 
10. Incluyan el pago de intereses no autorizados 
legalmente, sin perjuicio de la eventual 
responsabilidad penal. 
11. Para la terminación del contrato impongan al 
consumidor mayores requisitos a los solicitados al 
momento de la celebración del mismo, o que 
impongan mayores cargas a las legalmente 
establecidas cuando estas existan; 
12. Obliguen al consumidor a acudir a la justicia 
arbitral. 
13. Restrinjan o eliminen la facultad del usuario del 
bien para hacer efectivas directamente ante el 
productor y/o proveedor las garantías a que hace 
referencia la presente ley, en los contratos de 
arrendamiento financiero y arrendamiento de bienes 
muebles. 
Protección en la que se erigen 
prohibiciones de establecer 
clausulas como las que 
contemplaban mayores gastos a 
futuro para el consumidor, o 
cargos extras o limitaciones en 
cuanto a la terminación del 
contrato.  
 
Además se obliga a las partes a 
que sean totalmente claras con sus 
contrapartes, generando que se 
logre una igualdad material de las 
partes en las relaciones de 
consumo.  
 
Así las cosas, se conmina a las 
partes para que sean claros y que 
brinden la información adecuada 
sobre el alcance y efectos 
jurídicos que se desprenden de las 
relaciones de consumo.  
 
Ahora bien, en desarrollo de dicha 
protección, se establecen 
disposiciones concretas que 
limitan, generando certidumbre de 
lo que realmente se negocia tanto 
para el productor como para el 
consumidor.  
 
Disposiciones concretas como las 
que se evidencian en la columna 
izquierda de la presente tabla, en 
la que se transcribieron algunos 
apartes, (no en su totalidad) de 
artículos de la Ley 1480 de 2011. 
 
Artículos en los que se regula toda 
una relación de derecho privado, 
eminentemente comercial 
destacando los siguiente: 
 
* Se balancean las desigualdades 
56 
 
14. Cláusulas de renovación automática que impidan 
al consumidor dar por terminado el contrato en 
cualquier momento o que imponga sanciones por la 
terminación anticipada, a excepción de lo 
contemplado en el artículo 41 de la presente ley. 
 
Artículo 46. Deberes especiales del productor y 
proveedor (ventas a distancia). El productor o 
proveedor que realice ventas a distancia deberá: 
1. Cerciorarse de que la entrega del bien o servicio se 
realice efectivamente en la dirección indicada por el 
consumidor y que este ha sido plena e 
inequívocamente identificado. 
2. Permitir que el consumidor haga reclamaciones y 
devoluciones en los mismos términos y por los 
mismos medios de la transacción original. 
3. Mantener los registros necesarios y poner en 
conocimiento del consumidor, el asiento de su 
transacción y la identidad del proveedor y del 
productor del bien. 
4. Informar, previo a la adquisición, la disponibilidad 
del producto, el derecho de retracto el término para 
ejercerlo, el término de duración de las condiciones 
comerciales y el tiempo de entrega. 
 
Artículo 50. (…) (..), los proveedores y expendedores 
ubicados en el territorio nacional que ofrezcan 
productos utilizando medios electrónicos, deberán: 
 
a). Informar en todo momento de forma cierta, 
fidedigna, suficiente, clara, accesible y actualizada su 
identidad especificando su nombre o razón social, 
Número de Identificación Tributaria (NIT), dirección 
de notificación judicial, teléfono, correo electrónico y 
demás datos de contacto. 
b). Suministrar en todo momento información cierta, 
fidedigna, suficiente, clara y actualizada respecto de 
los productos que ofrezcan. (..) (…)  También se 
deberá indicar el plazo de validez de la oferta y la 
disponibilidad del producto. En los contratos de tracto 
sucesivo, se deberá informar su duración mínima. (…) 
Cuando la publicidad del bien incluya imágenes o 
gráficos del mismo, se deberá indicar en qué escala 
está elaborada dicha representación. (…) 
de información, de decisión, de 
oportunidad.  
 
* Adicionalmente se limitan las 
actuaciones ventajosas para el 
productor y perjudiciales para el 
consumidor.  
 
* También se prescribe la 
obligación de mantener dichas 
relaciones en un ámbito público, 
que pueda ser transparente y al 
mismo tiempo supervisado por 
instituciones del Estado.  
 
Publicidad que se encamina a que, 
en el caso del consumidor, pueda 
terne claridad sobre las 
condiciones de idoneidad, 
profesionalismo y sobre todo del 
cumplimiento por parte del 
productor o del comercializador 
de un determinado bien y/o 
servicio. 
 
* Por otro lado se obliga a las 
partes a obrar con lealtad, con 
diligencia y probidad con su 
extremo contractual, para que, 
como sucede en las relaciones de 
consumo, no se aproveche 
indebidamente de la ignorancia de 
algunos consumidores. 
 
Protección que además 
comprende una extensión a 
condiciones reales generadas de 
un contexto cambiante, como lo 
es el ámbito virtual, de la Internet 
y/o de las tecnologías de la 
información.  
 
Esto por cuanto se establecen 
obligaciones concretas de 
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c). Informar, en el medio de comercio electrónico 
utilizado, los medios de que disponen para realizar los 
pagos, el tiempo de entrega del bien o la prestación del 
servicio, el derecho de retracto que le asiste al 
consumidor y el procedimiento para ejercerlo, y 
cualquier otra información relevante para que el 
consumidor pueda adoptar una decisión de compra 
libremente y sin ser inducido en error. (…) (….) 
d). Publicar en el mismo medio y en todo momento, 
las condiciones generales de sus contratos, que sean 
fácilmente accesibles y disponibles para su consulta, 
impresión y descarga, antes y después de realizada la 
transacción, así no se haya expresado la intención de 
contratar. (…) (…)  
 
e). Mantener en mecanismos de soporte duradero la 
prueba de la relación comercial, en especial de la 
identidad plena del consumidor, su voluntad expresa 
de contratar, de la forma en que se realizó el pago y la 
entrega real y efectiva de los bienes o servicios 
adquiridos, de tal forma que garantice la integridad y 
autenticidad de la información y que sea verificable 
por la autoridad competente, por el mismo tiempo que 
se deben guardar los documentos de comercio. 
informar determinados aspectos 
que se manejan dentro del ámbito 
del comercio electrónico, para que 
el usuario experto y/o inexperto, 
no incurra en error de:  
 
i. Lo que realmente quería 
consumir,  
 
ii. En las cantidades deseables y 
 
iii. El precio que debería pagar 
por ello.  
 
 
Son todas estas obligaciones 
generadas para el productor y 
bilateralmente para el 
consumidor, las que generan una 
protección reforzada de este tipo 
de relaciones jurídicas, que son 
sin duda las de gran cotidianeidad 
en las sociedades 
contemporáneas.  
 
De tal manera que se evidencia de las disposiciones contenidas en el estatuto del 
consumidor, particularmente de las destacadas en el cuadro anterior, que se han 
establecido toda una serie de pautas que han limitado las relaciones de consumo de los 
particulares, lo cual, de la misma forma se demuestra que se ha realizado con el fin de 
minimizar e incluso erradicar:   
a) Las desigualdades entre las partes. 
b) Las asimetrías del mercado, tanto del material o físico, interno o internacional 
como del surtido en el ámbito electrónico. 
c) La injusticia del mercado en las relaciones de consumo porque por ejemplo se 
imponen obligaciones de equiparar el nivel de información, de claridad de las 
clausulas, de las condiciones entre las partes, entre otras cosas.  
d) Las imperfecciones del mercado, aunque frente a este tema, el estatuto del 
consumidor sería insuficiente, partiendo de la misma premisa de que se trata de 
las relaciones de microeconomía y no a nivel macro en el que se trata el tema de 
las fallas del mercado como el monopolio y todos sus derivados.  
 
Teniendo en cuenta entonces que la Ley 1480 de 2011 o Estatuto del consumidor tiene 
unas disposiciones concretas encaminadas a buscar la igualdad de las partes del contrato 
del consumo, para lo cual se ha inmiscuido inequívocamente en las relaciones forjadas en 
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el ámbito de los particulares con el ánimo de proteger al extremo débil de ese tipo de 
relaciones humanas, como es el consumidor, es pertinente ahora indagar en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que se ratifica esa protección al extremo 
débil, buscando consolidar un estado de igualdad formal y material de los contratantes no 
solo en el ámbito del consumidor sino del derecho privado en general en lo que se ha 
denominado como la constitucionalización del derecho privado.  
 
1.5.2 Jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana sobre la protección del 
extremo débil de las relaciones contractuales como la de consumo.  
 
El ejercicio propuesto en este apartado, es el de realizar un análisis de algunas decisiones 
judiciales, Sentencias Hito y/o  “Leading case”158 que en general y como criterio común 
han estudiado la intervención estatal en las relaciones forjadas entre los particulares, 
especialmente en el contrato de consumo. Asunto que pone de relieve la interacción y 
dinámica, libre o limitada, derivada del intercambio de bienes y servicios tanto a nivel 
particular como de mercado.  
 
Tal análisis jurisprudencial parte de la premisa de que existe una regulación normativa 
sobre el derecho al consumidor, tal como se precisó en el acápite anterior, la Ley 1480 de 
2011 en el caso colombiano y que está a su vez inequívocamente demuestra la 
manifestación de una interferencia del Estado en las relaciones entre los particulares. En 
este contexto, la labor de la jurisprudencia, de manera generalizada, ha sido la de 
consolidar o no la “constitucionalidad”159,  justificando o no en menor o mayor medida, 
dicha intervención estatal en las relaciones de consumo, que se ha reconocido por algunos 
sectores de la doctrina como: “La constitucionalización del derecho privado”160 
 
Ahora que, como el tema es tan amplio, se delimita especialmente al análisis 
jurisprudencial de la intervención estatal en las relaciones de los particulares mediante el 
derecho de consumo. Situación que se generó a raíz de la búsqueda de preservar el 
equilibrio de la igualdad entre los contratantes161, lo que a su vez, configura un intento 
                                                          
158 Como lo menciona Diego López, Javier Tamayo Jaramillo y otros, no todas las sentencias proferidas por 
los tribunales son de utilidad para un estudio o análisis jurisprudencial, por lo cual es necesario identificar 
las sentencias hito, sentencias importantes o relevantes, dentro de una disciplina de precedente para de esta 
forma optimizar el análisis jurisprudencial propuesto. López, Diego E. “El Derecho de los Jueces”, editorial 
LEGIS, segunda edición, Bogotá 2006. Especialmente de la página 140 en adelante. En ese sentido es 
preciso señalar que las sentencias hito o “Leading case” son aquellas sentencias de gran relevancia que 
pueden ser creadoras, fundadoras o transformadoras de líneas jurisprudenciales representando una postura 
cierta de un tribunal constitucional. Y Tamayo Javier.  “La decisión judicial. Naturaleza, hermenéutica, 
argumentación y aplicación del derecho” Tomos 1 y 2. Editorial Biblioteca Jurídica Diké. Bogotá, 2011. 
159 Tanto así que algunos autores como Juan Jacobo Calderón, obra citada,  afirma que es una tendencia de 
gran impacto en la sociedad contemporánea y con mayor énfasis en el derecho privado.  
160 Entre otros por Juan Jacobo Calderón, Calderón Juan. Constitucionalización del derecho privado. 
Universidad del Rosario. Bogotá. 2011. 
161 Largo T. Adriana. “Tensión entre autonomía y buena fe en la contratación privada contemporánea”. 




estatal de evitar tanto prácticas monopolísticas162 y de protección al consumidor163 en el 
mercado como estructuración, por parte de los comerciantes, vendedores y/o 
                                                          
162 Sobre el particular resulta de gran interés lo analizado por Miranda Alfonso. En “Anotaciones sobre el 
derecho anti monopolístico en los estados unidos de Norteamérica”. Artículo publicado en Internet por el 
Centro de estudios del derecho de la competencia, en Bogotá 2010, disponible en 
http://centrocedec.files.wordpress.com/2010/06/anotaciones-sobre-derecho-antimonopolistico-de-e-e-u-u-
alfonso-miranda-londono.pdf, consultado por última vez el día 16 de septiembre de 2014 a las 4:00 pm. 
Especialmente en las páginas 1-9, en las que se resaltan algunas leyes antimonopolísticas en Estados 
Unidos como la célebre “Ley Sherman” o “Sherman act”. Y es que en Estados Unidos resulta de gran 
importancia este tema debido a que allí se ha n producido hondas crisis sociales debido al monopolio así 
por ejemplo la de finales del año 30 en la que se analizó posteriormente la conveniencia de intervenir o no 
en las relaciones particulares. En efecto cada vez que se presentaba una crisis de dicho tipo se producía 
como consecuencia un debate político, jurídico y económico sobre intervenir el mercado y en torno tales 
discusiones se resaltan los estudios de Pigou “la Economía del Bienestar”, Coase, “el problema del coste 
social”, Keynes “Teoría General del Empleo, el Interés y el Dinero” entre las más representativas. 
163 Como sucede en algunos países como Estados Unidos y sobre el particular es pertinente señalar que la 
Jurisprudencia de Estados Unidos relacionada a continuación se obtuvo acudiendo a la herramienta de 
búsqueda disponible en la página web oficial  de la Corte Suprema de Justicia de Estados Unidos 
http://www.supremecourt.gov/search.aspx?Search=protect+to+consumer&type=Site. Ya dentro del 
formulario de búsqueda se procedió a buscar con los ítems, “Trust” y/o “Anitrust” + “consumer”, arrojando 
el sistema más de 500 resultados los cuales se filtraron por relevancia y numero de citaciones en otras 
sentencias, destacándose las siguientes: a) Moseley v. V Secret Catalogue, Inc. (11/12/02). Protección de 
los consumidores frente a empresas de marca reconocida, existiendo el deber de indemnizar al consumidor 
que no fue satisfecho en sus expectativas y que fueron creadas por el Vendedor por intermediarios.  Es así 
que la empresa responde incluso por acciones de los intermediarios ya que la expectativa la adquieren los 
consumidores del prestigio de la empresa. Además el Estado vigila dichas relaciones en las que las grandes 
empresas interactúan con “pequeños” consumidores. b) Household Credit Services, Inc. v. Pfennig 
(2/23/04). Desde esta Sentencia se ratifica el precedente y establecen nuevos criterios referidos a la 
confidencialidad de la información de los usuarios. En ese sentido la Corte Suprema validó el derecho de 
los demandantes a que se les proteja de publicar información que puede terminar siendo vergonzosa para 
ellos y que por supuesto no les conviene que se publique. c)  United States v. Bormes (11/13/2012). Esta 
Sentencia es de especial importancia ya que en esta se ratifica la protección de los consumidores afectados 
por un funcionario de alguna entidad, obligando no a la persona sino a la empresa, entidad, etc., para que 
responde por cualquier lesión que le haya podido producir bien sea de manera voluntaria, conscientemente, 
o por negligencia, tal responsabilidad incluye los perjuicios por los daños y todo lo demás que se derive de 
aquello. Blindando de esta forma a los consumidores de las excusas que presentaban algunas entidades al 
sostener que los funcionarios habían incurrido personalmente en tales fallas y no podría vincularse a la 
entidad. d) CompuCredit Corp. v. Greenwood. (01/10/2012). En dicha ocasión, reciente por demás, la 
Corte reafirma la protección al consumidor financiero ya que obliga a quienes ofrecen a esta clase de 
servicios a proporcionarlos a los consumidores incluyendo una declaración, una frase que establece que: 
"'Usted tiene el derecho de demandar un crédito”, este es un derecho de los consumidores a recibir una 
declaración específica que describe las protecciones al consumidor. e) Mims v. Arrow Financial Services, 
LLC (01/18/2012). Esta sentencia resulta de gran interés debido a que ahonda en unas circunstancias 
concurrentes en la prestación del servicio de telefonía y de otra clase de servicios tecnológicos. En este caso 
el Tribunal exige que las quejas de los consumidores acerca de los abusos de la tecnología telefónica, sean 
sistematizadas por ejemplo en el Banco computarizado de New York & Trust Co., con la finalidad de que 
se identifiquen las razones y se pueda exigir que las empresas las atiendan de la manera más expedita 
posible. f) Travelers Indemnity Co. v. Bailey (06/18/2009). En este caso la Corte Suprema homologa y 
reitera la importancia de considerar la legislación en materia de protección al consumidor y el deber que 
tienen las compañías de respetarlas integralmente, demostrando así la intervención estatal en este tipo de 
relaciones de consumo. Esta tipo de sentencias se manifiestan con frecuencia debido a que los operadores 
judiciales reconocen la existencia de leyes preestablecidas en la materia y ordenan acudir a ella.  g) 
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distribuidores, de cláusulas abusivas en los contratos de consumo, constituyendo todo un 
ámbito de protección al consumidor, tal como ha sucedido en Europa164, de donde se 
afirma se tomó el modelo del Estatuto del consumidor colombiano.  
                                                                                                                                                                             
Freeman v. Quicken Loans, Inc. (05/24/2012).  Se reafirma el precedente sobre la importancia de los 
derechos del consumidor como extensión  de los derechos civiles, entre ellos, tener acceso al crédito de 
consumo, las acciones del contrato, y las ejecuciones hipotecarias. En ese sentido se fortalece la protección 
de los usuarios financieros ya que los derechos derivados de tomar un crédito son protegidos por la Ley y 
se comprenden como atribuciones que no pueden ser desconocidas por las instituciones bancarias. Las 
anteriores son algunas sentencias en las que se ha tratado el tema de los derechos de los consumidores, en 
las cuales el Juez hace expresa referencia a la legislación interna vigente en la materia y en la mayoría de 
los casos no entra a analizar los casos. Sin embargo si reitera el interés del Estado en proteger este tipo de 
relaciones contractuales, especialmente en el ámbito financiero y bancario en el que se erigen verdaderas 
desigualdades materiales entre las partes del contrato de consumo. 
164 En ese sentido resulta de interés conocer algunos fallos emitidos por el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea conformada por 27 países conforman la Unión europea de más o menos 45 con los que cuenta el 
viejo continente ahora bien es preciso indicar que tal Jurisprudencia se obtuvo en la base de datos de la 
página oficial del Tribunal: http://curia.europa.eu/juris/recherche.jsf?language=es en el cual se realizó la 
búsqueda de las palabras clave “Intervención del Estado en las relaciones particulares” y “consumidor” 
logrando obtener 216 resultados, de los cuales se destacan los siguientes: a) Sentencia C-320/08 
del18/03/2010, La enunciada Sentencia resulta de gran relevancia en materia de la intervención del Estado 
en materia de relaciones particulares de consumo debido a que se traza un horizonte relativo a los 
principios, objetivos y misiones de los Tratados forjados entre los países de la Unión Europea en lo que se 
refiere a la protección especial del derecho de los consumidores. Protección referida especialmente al 
principio de tutela judicial efectiva en las relaciones de consumo de prestación de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas. En este caso se profundizo en lo relativo a la forma en que deben ser resueltos 
los litigios entre usuarios finales y proveedores, señalando la importancia de que no se puede estructurar 
una “tentativa de conciliación extrajudicial obligatoria”. En ese orden de ideas, no se puede obligar a los 
usuarios a conciliar porque de plano ya se estaría frente a una contradicción, ya que la conciliación es 
eminentemente voluntaria y no puede limitarse el derecho de las personas, en este caso, de los 
consumidores a que puedan accionar la jurisdicción correspondiente a la protección de los derechos de los 
consumidores en la Unión Europea, constituyéndose así una forma en la que el Estado Interviene en las 
relaciones e incluso en la forma de dirimir diferencias entre los particulares. b) Sentencia C-368/1 del 
10/05/2012, Comisión / Países Bajos. Libertad de establecimiento y libre prestación de servicios, Un 
tema que es reiterativo en la jurisprudencia, no solo de la Unión Europea, sino de los Estados Europeos a 
nivel interno, se refiere a la Libertad de establecimiento comercial y a la libertad de prestación de servicios 
en materia de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios, como por 
ejemplo: Suministro, instalación y mantenimiento de máquinas expendedoras de bebidas calientes, y de 
suministro de té, café y otros ingredientes, etc. Ahora bien, este tema resulta de gran relevancia toda vez 
que se trata de considerar al Estado como consumidor con lo que ello implica, como es que representa los 
intereses de todos los ciudadanos. Por lo cual se exige que la contratación sea supervisada. Asunto que 
podría pensarse que no es acorde con el objeto de estudio. No obstante se analiza es la posibilidad de que 
los particulares constituyan empresas para poder ofrecer servicios al Estado.  Así las cosas se erige un 
típico caso de intervención del Estado en las relaciones particulares para ofrecer productos al Estado, y en 
este sentido se le imponen unas obligaciones de cumplimiento de requisitos para poder operar como 
proponentes, tales como niveles mínimos de capacidades técnicas o profesionales que consoliden un 
respeto de los criterios de sostenibilidad de las compras y de responsabilidad social corporativa. c) 
Sentencia C-465/11 del 13/12/2012, Forposta y ABC Direct Contact. Libertad de establecimiento y 
libre prestación de servicios, Esta sentencia resulta ser llamativa por cuanto en aquella se aborda desde el 
punto de vista de la competencia leal, que sea dicho de paso, se configura como una forma de proteger los 
intereses de otros particulares y evitar a toda costa el monopolio que comporta efecto nocivos para el 
mercado y al final de cuentas termina redundando en la afectación de los intereses de los consumidores. d) 
Sentencia T-360/09 del 29/06/2012, E.ON Ruhrgas y E.ON/Comisión, Competencia, En la sentencia en 
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Ahora bien, los fallos que se destacan a continuación fueron obtenidos de la página web 
oficial de la Corte Constitucional: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/, en la 
que se ha puesto al servicio de la comunidad el meta buscador y en este caso se colocó 
como palabras clave la intervención del Estado en las relaciones entre los particulares.  
Tal búsqueda arrojo un total de 78 Registros, de los cuales se eligieron tan solo 3 en los 
que se recoge, en su gran mayoría, los argumentos esbozados por la Corte sobre el tema 
objeto de estudio, y las Sentencias elegidas son las siguientes:  
 
1.5.2.1. Sentencia C-830/10, Referencia: expediente D-8096,  Magistrado Ponente: 
Dr. Luis Vargas, Bogotá D.C., Veinte (20) de octubre de dos mil diez (2010). 
 
La sentencia resulta de gran utilidad por cuanto la Corte sintetiza en qué casos, la 
intervención del Estado en las relaciones entre los particulares es válida, señalando con 
ello que la regla general es que exista una libertad contractual. Sobre el particular el alto 
tribunal señala que es válida la intervención cuando: “i) necesariamente debe llevarse a 
cabo por ministerio de la ley; ii) no puede afectar el núcleo esencial de la libertad de 
empresa;  iii) debe obedecer a motivos adecuados y suficientes que justifiquen la 
limitación de la referida garantía; iv) debe obedecer al principio de solidaridad; y v) 
debe responder a criterios de  razonabilidad y proporcionalidad”.  
 
En todo caso en la Sentencia precitada se identifica la posición del alto tribunal como una 
justificación de la intervención del Estado en las relaciones entre los particulares, tal y 
como se ha realizado mediante la Estatuto del consumidor en los contratos de consumo 
en los que generalmente los consumidores son las partes débiles en dicha figura 
contractual siendo entonces razonable, proporcional y necesario intervenir en este tipo de 
relaciones. No obstante a pesar de aceptar la regulación también se insiste en que debe 
respetarse el núcleo esencial de empresa. 
                                                                                                                                                                             
comento el Tribunal Europeo ratifica que la competencia debe atender al principio de lealtad, no solo con 
los otros particulares sino con la sociedad, por lo cual se reiteran cuáles son las normas aplicables a las 
empresas, indicando que los Estados deben intervenir en el mercado, en las relaciones entre los particulares 
para  prevenir las prácticas colusorias y concertadas que se pactan entre algunos para perjudicar a un 
tercero. En este sentido se justifica la intervención en las relaciones entre los particulares con la finalidad de 
evitar que se acuda al ejercicio de prácticas desleales que en primer lugar pueden terminar representando un 
perjuicio para un tercero, pero que además, si se llegare por ejemplo a monopolizar un mercado, luego de 
haber puesto en la quiebra a la competencia, los consumidores de los servicios prestados por dichas 
empresas también se verían afectados porque el monopolio incrementa el valor de las bienes y servicios. e) 
C‑484/10, «Libre circulación de mercancías – Restricciones cuantitativas y medidas de efecto 
equivalente., En esta Sentencia se pone presente una clara forma de intervención del Estado en las 
relaciones entre los particulares, restringiendo la libre circulación de mercancías, motivada está en que los 
particulares pueden acordar lo que deseen pero aun así deben someterse a los límites que les impone la Ley 
y las buenas costumbres. En el caso objeto de estudio de la Sentencia la restricción se fundamentaba en el 
objetivo de proteger la salud y la vida de las personas. Así las cosas, de los pocos acercamientos realizados 
a la jurisprudencia del Tribunal Europeo se deduce que se justifica la intervención en las relaciones entre 
los particulares, especialmente en aquellas situaciones en las que algunos abusan de la “libertad” 
contractual al ejercer prácticas colusorias, abusivas que tienen la finalidad de afectar la competencia y al 
mercado. Además la intervención en las relaciones particulares se justifica si es que se trata de garantizar 




1.5.2.2. Sentencia C-186/11, Referencia: expediente D-8226, Magistrado Ponente: 
Humberto Sierra. Bogotá D. C., marzo dieciséis (16) de dos mil once (2011). 
 
Siguiendo la misma línea argumentativa de la Sentencia anterior, la Corte acepta la 
interferencia del Estado en las relaciones entre particulares pero a su vez indica cuales 
son las libertades económicas previstas en el ordenamiento jurídico colombiano a saber: 
“(i) Dentro de los límites del bien común y del interés social; (ii) la libertad económica 
comprende los conceptos de libertad de empresa y libertad de competencia; (iii) la 
libertad económica es expresión de valores de razonabilidad y eficiencia en la gestión 
económica para la producción de bienes y servicios y permite el aprovechamiento de la 
capacidad creadora de los individuos y de la iniciativa privada; (iv) la competencia se 
presenta cuando un conjunto de empresarios (personas naturales o jurídicas), en un 
marco normativo, de igualdad de condiciones, ponen sus esfuerzos o recursos en la 
conquista de un determinado mercado de bienes y servicios; (v) la libre competencia, 
desde el punto de vista subjetivo, se consagra como derecho individual que entraña tanto 
facultades como obligaciones; (vi) las libertades económicas no son derechos 
fundamentales; y (vii) el juez constitucional aplica un test débil de proporcionalidad 
para efectos de determinar la conformidad de una intervención del legislador en las 
libertades económicas.” 
 
Bajo ese orden de ideas, la Corte Constitucional indica cuales son las libertades 
económicas porque a partir de aquellas se puede entonces justificar cuando el Estado 
puede intervenir en las relaciones entre los particulares, es así que, la regla general es la 
libertad contractual y la excepcionalidad es la intervención, pero igual, se justifica 
finalmente. Y se justifica porque como bien se documentó en la sentencia de la Corte, la 
competencia entre empresas particulares debe ser leal, porque de no serlo debe el Estado 
intervenir porque se pueden poner en riesgo los intereses de los consumidores ya que el 
efecto directo de la competencia desleal es la quiebra de la competencia, la configuración 
del monopolio y el abuso de este.  
 
1.5.2.3  Sentencia C-197/12, Referencia: expediente D-8533, Magistrado Ponente: 
Jorge Pretelt. Bogotá D.C., catorce (14) de marzo de dos mil doce (2012). 
 
Finalmente en la sentencia en comento, la Corte ratifica su posición frente a que las 
libertades económicas, las libertades contractuales y en extenso las libertades particulares 
no son absolutas ya que en virtud del mandato constitucional por ejemplo la empresa 
tiene una función social que supone la configuración de obligaciones y en términos del 
mismo tribunal prevé que: “La libre competencia supone responsabilidades, e indica que 
la ley delimitará el alcance de la libertad económica “cuando así lo exijan el interés 
social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación”.  
 
De tal manera que no cabe duda en que en Colombia existe el aval del tribunal 
constitucional, máxima guardiana de la Constitución Política, para que erija una 
intervención estatal en las relaciones entre los particulares, e incluso en términos del 
63 
 
mismo tribunal en las consideraciones de la última sentencia citada señala que: “Ha sido 
reiterada la jurisprudencia de esta Corporación ha aclarado que las libertades 
económicas no son en sí mismas derechos fundamentales y por tanto no son absolutas y 
que el Estado tiene la obligación de intervenir en la economía para remediar las fallas 
del mercado y promover desarrollo con equidad, la Corte ha precisado que las libertades 
económicas pueden ser limitadas.”165 
 
De tal manera que la Corte constitucional hace expresa alusión a la necesidad de 
intervenir las relaciones entre los particulares, a intervenir la economía para poder 
remediar las fallas del mercado y promover la equidad indicando con ello que las 
relaciones de consumo se verían afectadas si no se realizara una intervención cuando se 
presentan los desequilibrios del mercado en el que generalmente se ha abusado de una 
posición dominante, lo cual no es una especulación sino es una situación que sucede 
cotidianamente en las relaciones comerciales, especialmente las de consumo.  
 
 
1.5.3. Conclusiones de la Jurisprudencia  
 
Después de haber analizado algunas Sentencias de la Corte Constitucional colombiana, 
en torno al tema de la intervención de Estado en las relaciones entre los particulares, 
particularmente en los contratos de consumo, se pueden sintetizar algunas 
consideraciones generales.  
 
1.5.3.1. En Colombia se ha debatido tanto legislativamente como judicialmente el tema 
de los derechos de los consumidores e incluso en todos los casos se ha justificado la 
intervención del Estado en las relaciones entre los particulares. 
 
1.5.3.2. Existe una tendencia general de proteger al máximo a los consumidores ya que se 
evidencia que quienes tienen una situación privilegiada han abusado de los extremos 
débiles de la contratación, en este caso los consumidores. 
 
1.5.3.3 Se evidenció que se ha generado todo un cuerpo normativo de protección al 
consumidor el cual a su vez contiene todo un procedimiento, o en el caso de Estados 
Unidos, se ha forjado un instructivo de apoyo a los consumidores.  
 
1.5.3.4 Las intervenciones justificadas del Estado en las relaciones entre los particulares 
se puedan dar para evitar la competencia desleal, buscando generar confianza mientras 
que se evitan de la misma forma las prácticas colusorias y monopolísticas.  
 
1.5.3.5 La intervención del Estado en todo caso busca mantener el equilibrio, la igualdad 
entre las partes del contrato de consumo, que ha sido desbalanceada por malas prácticas 
empresariales.  
                                                          
165 Corte Constitucional, Sentencia C-197/12, Referencia: expediente D-8533, Magistrado Ponente: Jorge 







1.6. Conclusiones del capítulo I. 
 
A grandes rasgos se evidencia de lo analizado en el primer capítulo que la base esencial 
de los contratos entre las personas es la autonomía de la voluntad, entendida como 
aquella libertad que tiene toda persona de contratar, acordar, convenir, etc., con sus 
semejantes, siempre y cuando se obre dentro de los parámetros fijados por la ley positiva. 
 
Sin embargo, es claro que dicha noción jurídica, se erigió en un tiempo en que fue 
necesario proteger al máximo la individualidad, léase, liberalismo clásico, que reivindicó 
los derechos de los ciudadanos que desde siempre habían sido sometidos al poder de un 
emperador, un pontífice, un príncipe, un monarca o un Estado absolutista y requerían 
poder tener la libertad de obrar conforme a su exclusiva voluntad. 
 
De esta forma se consolidó la libertad contractual como fundamento no solo de las 
relaciones contractuales sino de cimentación de todo un contrato social. Así las cosas, en 
términos de Savigny166, fue un fenómeno histórico, que como tal seguramente se tendría 
que acomodar a las nuevas circunstancias de la humanidad, como precisamente fueron las 
suscitadas por la cultura del capital y del mercado global que progresivamente empoderó 
a algunas y dominó a muchas más. 
 
Así las cosas en el capítulo I., se hizo un estudio del desarrollo de la libertad contractual, 
de la dinámica de interacción con el principio de igualdad de los contratantes, 
contextualizado tanto en el sistema de capital, de mercado y como sustento teórico de la 
estructuración del estatuto del consumidor, analizando a su vez la instrumentalidad del 
derecho y buscando establecer por qué se ha dicho que la autonomía de la voluntad está 
en crisis.  
 
En suma de lo anterior, es preciso ahora buscar analizar la autonomía de la voluntad en el 
escenario económico y jurídico actual, particularmente en el contexto del estatuto del 
                                                          
166 Savigny Friedrich Karl. “Sistema del Derecho romano actual”, citado por Dufor Alfred en “Savigny y el 
pensamiento del siglo XVIII”, artículo publicado por la Universidad de Ginebra, disponible en Internet en: 
http://dspace.unav.es/dspace/bitstream/10171/12011/1/Savigny%20y%20el%20pensamiento%20del%20sig
lo%20XVIII%20%20Vol%208_1981.pdf. Consultado por última vez el 21 de noviembre de 2013 del que 
se puede destacar que: “Con frecuencia se concibe como sujeto del Estado el concepto indeterminado de 
una multitud en general, abstraído de la unidad del Pueblo. Pero esta afirmación se encuentra sobre todo en 
contradicción con el hecho de que en todos los tiempos los Pueblos aparecieron en la forma orgánica de 
Estados. ( ... )El desenvolvimiento de tal doctrina conduce a consecuencias tan perniciosas como erróneas.  
Se cree que los individuos que juzgaron conveniente fundar precisamente este Estado, también podrían 
haberse quedado sin Estado o podrían haberse creado el Estado de otra manera, o haber escogido cualquier 
otra constitución. Estas consideraciones no sólo hacen caso omiso de una unidad natural contenida en el 
Pueblo y de su necesidad intrínseca, sino también de la circunstancia de que dondequiera que se haga tal 
suposición, siempre existe un Estado real como hecho y como Derecho” Página 20 y 21 
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consumidor en Colombia, para buscar dilucidar el problema de investigación que gravita 
en la supuesta crisis de la autonomía de la voluntad en tanto que se ha sostenido que las 
relaciones de consumo han sido intervenidas por el Estado menoscabando las libertades 
de contratación de los particulares. 
 
2. Capitulo II. 
 
Autonomía de la voluntad en el escenario económico desde la noción tradicional y la 
necesidad de replanteamiento. 
 
 
2.1. Autonomía de la voluntad en el escenario económico desde la noción tradicional 
y la necesidad de replanteamiento. Dinámica de principios de igualdad y libertad en 
las relaciones de consumo. 
 
Si bien es cierto la clásica y tradicional concepción de la autonomía de la voluntad fue 
estructurada en un contexto claramente diferente al actual, en el que la economía no tenía 
el papel tan preponderante que tiene hoy en día y que ha motivado recientemente al 
Estado a regular con una gran intensidad las relaciones entre los particulares, también lo 
es, que los contratantes aún deben manifestar su libre voluntad para que se consolide 
la plena formación del contrato, manteniéndose como un requisito fundamental del 
negocio jurídico y “se considera incluso como un principio general del derecho”167 
 
En ese orden de ideas, el contexto social desde lo económico, jurídico y hasta político 
puede haber cambiado, pero aún es necesario que los negocios jurídicos se materialicen 
mediante la autonomía de la voluntad de los contratantes. La cuestión entonces está en 
determinar de qué manera  al cambiar las condiciones sociales se ha incidido en la forma 
de asimilarla. Asunto que pone de presente la necesidad de comprenderla de una manera 
más armonizada en los contratos contemporáneos, desde criterios económicos y jurídicos, 
que indican la necesidad de comprender el dinero como un medio esencial, un bien que al 
usarse como objeto de intercambio se incorpora en el ámbito de las obligaciones168. 
 
Así las cosas, el cambio de todo un contexto y de la inequívoca incidencia del capital en 
el ámbito de las obligaciones, no transforma la esencia de la formación de los contratos 
que se forjan a través de la expresión material y formal de la autonomía de la voluntad, 
sino más bien a la manera en que debe operar en nuevas condiciones sociales. Es así 
como se infiere que  no puede desconocerse que es imprescindible que la formación del 
negocio jurídico dependa del querer de las partes169 ya que precisamente todo acto 
                                                          
167 Largo T.  Adriana. “Tensión entre autonomía y buena fe en la contratación privada contemporánea”. 
Editado por la Universidad de Antioquia. Facultad de Derecho y Ciencias políticas. Medellín 2012. Página 
23. 
168 Al respecto García José en “Derecho económico de los contratos”. Editado por Ediciones el Profesional. 
Bogotá 2001,  de las páginas 1 a 28 pone de presente que desde Aristóteles se comprendían las causas en 
relación con los objetos de contratación, en este caso del dinero. 
169 Ternera Francisco. “Los contratos en el derecho privado.”. Editorial Legis. Bogotá 2012. Página 73.  
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jurídico y económico parte de la voluntad de los intervinientes para que se surtan 
verdaderos efectos jurídicos y económicos.  
 
De tal manera que se mantiene la concepción jurídica de que los negocios se forman 
necesariamente a partir de la expresa materialización de la autonomía de la voluntad170. 
No obstante, es claro que tiene que replantearse la forma como se comprende, aún más, 
asimilando por ejemplo las nuevas formas de contratación, que hoy por hoy, por ejemplo, 
han generado que se realicen millones de contratos en un solo día y desde diferentes 
países del mundo171, y de la misma forma tiene que entenderse que a pesar de que se 
puede haber presentado un aparente proceso de “informalización de las relaciones 
contractuales”, ello no indica que se eludan los requisitos esenciales de la contratación. 
 
De lo anterior se ratifica la idea que se ha constituido desde el primer capítulo, indicando 
que se está en un proceso de readaptación y reacomodación de las instituciones 
jurídicas a los nuevos contextos sociales y económicos, lo cual se puede tratar de una 
reformulación  de orden formal, no sustancial, que en nada atenta en contra de la esencia 
de las obligaciones contractuales, por lo cual podría pensarse con meridiana certeza que 
la autonomía de la voluntad no se ha desvirtuado ni está en crisis, tan solo está en una 
etapa de transición, de la cual seguramente saldrá mucho más fortalecida. 
 
Fortalecimiento del concepto de la autonomía de la voluntad, porque es claro que se está 
en la actualidad en un escenario social bastante complejo, en el que se “pone a prueba la 
buena fe, que se considera un principio general del derecho” 172 solidaridad y correcta 
forma de actuar de las personas. Sin embargo, este contexto, eminentemente capitalista ha 
conducido a que el derecho, desde la Ley y la jurisprudencia, en una nueva dinámica de 
fuentes173 se fortalezca según diversas manifestaciones humanas, que han suscitado por 
ejemplo la configuración del derecho constitucional económico174, y todo un corpus iuris 
de la protección al consumidor en Colombia175.  
 
                                                          
170 Obra Citada Arrubla, páginas 1- 15. 
171 Tal como sucede con los contratos electrónicos, que han suscitado toda una modificación de paradigmas, 
y hechos culturales, (…) (…) produciendo asombro y curiosidad. “Universidad Externado de Colombia “El 
contrato por medios electrónicos”, Editado por el Departamento de derecho de los negocios. Bogotá 2003. 
Página 11 y s.s.  
172 Obra citada, Largo Adriana, página 48. 
173 Dinámica que ha sido considerada como “el nuevo derecho”, y entre otros autores lo ha documentado 
Bernal, Carlos. “El derecho de los derechos”. Editado por la Universidad Externado de Colombia Bogotá 
2008. Páginas 193 y s.s.  
174 Sobre el particular cabe resaltar que existe una nutrida doctrina sobre el derecho constitucional 
económico, en el que se evidencia que la economía está presente en todo el articulado de la Constitución 
Política colombiana de 1991. Leguizamón William, “Derecho Constitucional económico”. Ediciones 
Jurídicas Ibáñez. Bogotá 2000. Página 15. 
175 Algunas de dichas normas fueron compiladas por la Superintendencia de Industria y Comercio en el 
“Compendio de normas sobre protección al consumidor, servicios no domiciliarios de telecomunicaciones, 
acreditación, normas técnicas y metrología. Bogotá 2002, en el que se examinan diversas disposiciones 
normativas a pesar de que fue hace más de 9 años y aún no se contaba con la Ley 1480 de 2011, o estatuto 
del consumidor.  
67 
 
En efecto, los ciudadanos del mundo contemporáneo han ido valiéndose de la Ley, la 
Jurisprudencia, etc., para hacerle frente al individualismo (egoísmo) exacerbado, otrora 
garantizado por el mismo derecho, logrando que se fortalezcan las instituciones jurídicas 
por encima de las concepciones de capital, apoyándose en el caso colombiano, en el 
derecho constitucional, en la buena y expedita labor realizada por la Superintendencia de 
industria y comercio176 y el fortalecimiento que ha materializado la Corte Constitucional 
colombiana mediante el denominado proceso de la constitucionalización del derecho 
privado177.  
 
Así las cosas, el derecho a medida que ha evolucionado, ha propendido por proteger y 
materializar la voluntad de las personas, de ambos extremos de un negocio jurídico, hasta 
el punto que se ha válido del Estado para tratar de mantener incólumes los elementos 
esenciales de la autonomía contractual como son la libertad y la igualdad de las partes, 
por lo cual, más allá de desvirtuar la tradicional institución de la autonomía de la 
voluntad, la fortalece, como se ha dicho, mediante la verificación y exigencia de un 
adecuado balance de principios178 en las relaciones jurídicas, especialmente en las de 
consumo179. 
 
Ahora que, de manera concreta, es necesario identificar las situaciones, derivadas del 
análisis realizado en el capítulo I., que implican que se reformule la concepción 
tradicional de la autonomía de la voluntad de las partes en los contratos contemporáneos 
de consumo desde criterios jurídicos y económicos, destacando por un lado el cambio 
social económico y jurídico que se ha surtido en la sociedad, comparando el antes y 
después así:  
Cuadro Sinóptico No. 4  
 
Paralelo en la autonomía de la voluntad de las partes en los contratos de consumo en 






















* Los contratos se 
 
* Los contratos se realizan 
                                                          
176 Un ejemplo es la obra citada de la Superintendencia de Industria y Comercio, Bogotá 2002.  
177 Constitucionalización del derecho privado que en la actualidad es estudiado a profundidad por Calderón, 
Juan. “Los sistemas de constitucionalización del derecho privado en Colombia a propósito de los casos El 
incendio del centro comercial de la 17 y El avalista ciego”. Revista del Centro de Investigaciones Socio 
Jurídicas, Universidad de Caldas, Manizales, 2005. 
178 Es necesario tener en cuenta que el balance implica que ya se ha asignado un determinado peso; orden 
Lexicográfico  de Rawls, asunto diferente a la ponderación de derechos de la que documenta Alexy. 












Globalización de las 
relaciones 
comerciales y 
jurídicas y la 
influencia de los 
medios tecnológicos.  
 
realizaban en un mismo 
sitio, domicilio contractual 
o país de residencia. – No 
habían problemas de 
jurisdicción aplicable si 
nacional o internacional. 
 
* La economía no influía 
con mayor importancia en 
los contratos de consumo. 
Tanto en micro como en 
macro – economía. 
 
* No existían los procesos 
de integración internacional 
y comunitaria a nivel 
económico y jurídico. 
 
 
en diferentes sitios – Internet 
– Medios de comunicación. 
Se han presentado problemas 
de jurisdicción y 
consecuentemente de 
exigencia de cumplimiento. 
 
* La economía influye con 
mayor importancia en los 
contratos de consumo. Tanto 
en micro como en macro – 
economía. 
 
* Existen los procesos de 
integración internacional y 
comunitaria, a nivel 



















* Los contratos se forjaban 
durante y posteriormente a 
la voluntad de las partes. 
 
*Se configuraban entre 
ambas partes 
 
* Se realizaban los 
contratos de forma 




* Los contratos se forjan 
antes, durante y/o después de 
la manifestación de la 
voluntad de las partes. 
 
* Se configuran 
generalmente por una de las 
partes del contrato y es 
aceptado por la otra. 
 







económica de los 
contratantes. (Gran 




* Por lo general los 
contratos se entendían 
estructurados por partes 
iguales. No existía una 
brecha abismal entre ricos 
y pobres. 
 
* No se erigían las 
asimetrías, ni el mercado 
imperfecto, ni el abuso de 
 
* Por lo general los contratos 
son forjados por partes 
desiguales, siendo el 
extremo dominante por regla 
general el vendedor y/o 
proveedor de bienes y 
servicios. Existe una brecha 
abismal entre ricos y pobres. 
 
* Se erigen las asimetrías, el 
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la posición dominante mercado imperfecto, el abuso 






positivas y negativas,  
 
 
* Los contratos en la 
antigüedad no incidían 
como lo hacen ahora en el 




* Los contratos 
contemporáneos inciden en 











Francesa, entre otros) 
por el paradigma de 
la protección social 
(Estado Social de 
Derecho) 
 
* Prevalecía la libertad 
individual antes que lo 
social.  
 
* El derecho privado se 
mantenía prácticamente en 
una esfera aparte.  
 
* No se reconocía el 




* Prevalencia de lo social 
sobre lo individual. 
 




* Hoy en día se reconoce el 
problema del capitalismo  
Salvaje. 
 
Los anteriores son  a grandes rasgos, los cambios que se han generado en la sociedad y 
que indican la necesidad de replantear el tradicional concepto de la autonomía de la 
voluntad desde criterios económicos y jurídicos para lo cual se puede indicar que las 
soluciones puedan darse de la siguiente manera:  
Cuadro Sinóptico No. 5  
 
Paralelo de los problemas y de las soluciones que sugieren  la reformulación del 





Problemas180 que inciden en la 















Globalización de las relaciones 
comerciales y jurídicas y la 
 
*  Las soluciones han gravitado en la 
legislación sobre garantizar el cumplimiento de 
los contratos más allá de las fronteras estatales, 
para ello se han configurado alianza, convenios, 
tratados, pactos, etc., entre los países, lo cual se 
                                                          
180 Según los identificados en el Capítulo I., y destacados en la tabla anterior.  
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1 influencia de los medios 
tecnológicos.  
 
traduce sintéticamente en “Intervención no solo 
de los Estados sino de comunidades 
internacionales en las relaciones 
particulares”181 
 
* Al comprender que la economía incide en los 
contratos, en las obligaciones, desde la 
economía, el Estado como ente encargado de la 
Macro y micro economía182, se toman medidas, 
nacionales e internacionales que restringen la 















La informalización de los 
contratos. (Contratos de 
adhesión, de consumo). 
 
 
* Las soluciones que se han establecido 
consideran que a pesar de la informalidad, el 
querer de las partes es esencial, por lo cual, al 
aceptar una persona un contrato se obliga, solo 
sí conoció todos los pormenores del contrato, 
eliminando así las asimetrías de información, 
por lo cual al aceptar prácticamente está 
materializando su autonomía de la libertad. Lo 
cual también ha sido regulado por el estatuto 
del consumidor y en diferentes disposiciones 









* Frente a la desigualdad social, se ha 
constituido todo un ordenamiento jurídico, 
                                                          
181 Para destacar algunos, se pueden enunciar de los acuerdos comerciales más importantes que ha firmado 
Colombia el orginado en la Organización Mundial del Comercio OMC, y su órgano encargado de solución 
de conflictos, el cual es bastante eficiente. Colombia es Miembro de la OMC desde el 30 de abril de 1995 y 
miembro del GATT desde el 3 de octubre de 1981. 
182 Una evidencia clara de ello es que en la misma Carta Política de Colombia se ha establecido en el 
Capítulo 6 todo lo atinente a la Banca central e incluso en su artículo 371.  Consagra que: “El Banco de la 
República ejercerá las funciones de banca central. Estará organizado como persona jurídica de derecho 
público, con autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio.  Serán 
funciones básicas del Banco de la República: regular la moneda, los cambios internacionales y el crédito; 
emitir la moneda legal; administrar las reservas internacionales; ser prestamista de última instancia y 
banquero de los establecimientos de crédito; y servir como agente fiscal del gobierno. Todas ellas se 
ejercerán en coordinación con la política económica general” Indicando con esto el control constitucional 





Desigualdad social, económica 
de los contratantes. (Gran brecha 
entre ricos y pobres), asimetrías 
del mercado. 
constitucional, garante de los derechos 
individuales183 pero también de los derechos 
sociales184 de la comunidad, además de que se 
han establecida algunas acciones 
constitucionales185 y se han promulgado leyes 
como el estatuto del consumidor que buscan 
eliminar las asimetrías, el mercado imperfecto 












* Actualmente existe una conciencia de que los  
contratos contemporáneos inciden en el 
bienestar de todo el “mercado” y por tal razón 
se han regulado con mayor importancia, tan así 
que se ha establecido el estatuto del 
consumidor, el cual si bien está dirigido a los 
contratos de consumo, termina incidiendo en 







Superación del paradigma del 
individualismo (Rev. Francesa, 
entre otros) por el paradigma de 
la protección social (Estado 
Social de Derecho) 
 
* La solución que se ha planteado parte de la 
misma regulación y consagración 
constitucional en la que se estructura una 
indiscutible prevalencia de lo social sobre lo 
individual186 y conforme a ello se ha 
                                                          
183 Artículos de protección de los derechos fundamentales en la Carta Política que se consagran en el Título 
II. 
de los derechos, las garantías y los deberes, Capítulo 1. De los derechos fundamentales, consagrando 
derechos de corte liberal clásico de gran protección del individuo. 
184 De la misma forma que la Constitución Política establece una máxima protección de los derechos 
individuales, también lo hace con los derechos sociales, más aún porque se estableció desde el 91 que 
Colombia es un Estado social de derecho, y se prescribió con ello una prevalencia de lo social. De esa 
manera los derechos sociales fueron protegidos en el mismo Título II, en el Capitulo 2 denominado “De los 
derechos sociales, económicos y culturales”. 
185 Acciones como las acciones de grupo, derivadas de las “action class”, y así se consagró en el artículo  
88 de la Constitución Política de 1991 que establece: “La ley regulará las acciones populares para la 
protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y 
la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de 
similar naturaleza que se definen en ella. También regulará las acciones originadas en los daños 
ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares. Así 
mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses 
colectivos.” 
186 Basta con empezar citando el mismo Preámbulo de la Carta Política de Colombia y los artículos 1 y 2 
para evidenciar ello, así, entre otros: Preámbulo:  “en ejercicio de su poder soberano, representado por sus 
delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de 
fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 
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desarrollado una nutrida jurisprudencia, 
consolidando la denominada 
constitucionalización del derecho privado187, 




De lo anterior, de lo expuesto en el cuadro sinóptico, se evidencia que todos los 
problemas planteados giran en torno a dos aspectos concretos, ya debatidos en el capítulo 
I., y son: (i) El exceso individualismo de las personas y (ii) el sistema de capital. Ahora 
que consecuentemente las soluciones se han constituido en la necesidad de “regularlos”, 
limitando la libertad, la autonomía, procurando por evitar el individualismo extremo y 
estableciendo también límites al poder del capital, lo cual se termina logrando con la 
promulgación de leyes y la configuración de acuerdos, tratados, alianzas y pactos, entre 
otros, como por ejemplo las normas comprendidas dentro del estatuto del consumidor. 
 
Límites reguladores del individualismo y el poder del capital que prácticamente se 
reconocen como una abierta, franca y bien intencionada intervención estatal en las 
relaciones contractuales de los particulares, especialmente en las de consumo, logrando 
configurar un escenario mucho más protector de la igualdad y la libertad contractual188. 
Tal intervención no trata entonces de que las partes no puedan manifestar su libre 
autonomía de la voluntad, sino que por el contrario, lo que busca es blindarla, por lo que 
consecuentemente termina por fortalecerla189. 
                                                                                                                                                                             
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y 
participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la 
integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente (..)” Negrillas fuera 
de texto.  
“Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general.” Negrillas fuera de texto. 
“Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares.”.  
187 Proceso en el que la Corte Constitucional colombiana ha realizado una expedita protección en ambitos 
de derecho privado, especialmente en asuntos de relaciones bancarias, de seguros y de Entidades 
promotoras de salud. 
188 Cabe destacar que en desarrollo de la protección de la igualdad y libertad contractual se configura todo 
un marco de protección de derechos como la salud, la seguridad, los intereses económicos y sociales e 
indemnización de daños entre otros. Larrosa, Miguel. “Derecho de consumo”. Segunda edición. Editorial 
“El derecho”. Madrid 2011. Página 21. 
189 Como lo menciona Uribe, Ricardo. “De las obligaciones y de los contratos en general”.  Editorial Temis. 




En ese sentido, la tan renombrada crisis de la autonomía de la voluntad en virtud de tal 
injerencia del Estado es una interpretación que si bien busca reivindicar, mantener y 
solidificar la plena autonomía de las partes, libres de cualquier intervención, también es 
cierto que no se puede pensar que dicha libertad se coarta al momento en que se verifican 
y se exigen los presupuestos esenciales de la autonomía de la voluntad como son la 
libertad y la igualdad de las partes en la relación contractual. Por lo que la intervención 
estatal lo que consigue es consolidar la autonomía de la voluntad.  
 
Ahora bien, de lo anterior se infieren dos situaciones concretas que operan en la 
actualidad:  
 
i) Si en un contrato la libertad y la igualdad son proporcionales para ambas partes, es 
decir, si ambos extremos contractuales tienen claridad sobre las condiciones del contrato, 
de todas y cada una de las clausulas, obligaciones, derechos y demás contenidas en aquel 
y aunado a ello tienen las mismas capacidades económicas, de conocimiento técnico y/o 
profesional sobre el asunto se erige una autonomía de la libertad plena así190:  
 
 (a) Libertad = igualdad. 
 (b) Libertad  -  igualdad = 0 
 
Esta es una forma gráfica para explicar que tanto la Libertad como la igualdad son iguales 
en un determinado contrato (a), en el que, si le asignamos cualquier valor, el cual sería 
irrelevante, porque siempre van a valer lo mismo, la diferencia deber ser Cero (0), es 
decir, si le asignamos el peso la libertad en 1 y es igual a la igualdad que pesa 1 (a) ello 
nos daría como resultado 1-1 = 0, y en este escenario la autonomía de la libertad sería 
plena porque el Estado no debe intervenir para balancear la ecuación de desigualdad, es 
así que este es el escenario ideal, que como en la realidad y particularmente en los 
contratos de consumo no se presenta con tanta frecuencia. Por lo que de forma ideal la 
formula quedaría así: 
 
 c) Libertad + igualdad = Autonomía de la voluntad Plena. 
 
ii) Ahora bien, como segundo escenario, que se presenta generalmente en las 
relaciones contractuales de consumo, la libertad y la igualdad no son proporcionales entre 
los extremos contractuales, por lo que consecuentemente se erige una autonomía de la 
voluntad vigilada y reencausada así: 
 
 d) Libertad # igualdad. 
 e) Libertad - igualdad = Diferente a 0 
 
                                                          
190 Toda relación humana podría representarse en una formula matematica: Formula de Peso.  
74 
 
Lo anterior se explica de igual forma que en el numeral 1., pero en esta ocasión se 
establece que la libertad es diferente a la igualdad, es decir que es un contrato en el que se 
puede comprender la libertad de los contratantes desvirtuada por la desigualdad, 
generalmente económica, entre las partes, y al atribuírsele por ejemplo un peso diferente, 
independientemente de que sea o no mayor o menor, siempre dará un resultada diferente 
a 0, produciendo un resultado indeseado para una de las partes.  
 
Así, si asignamos a Libertad 2 y a igualdad 1, el resultado de la diferencia será 1 y no 
cero. Lo que si puede resultar es que la libertad siempre será mayor que la igualdad, por 
lo menos en los contratos de consumo, en los que los proveedores, los, vendedores de 
bienes y servicios son los que imponen las reglas del contrato, abusando de más de su 
posición dominante en el contrato y gráficamente se puede asimilar así:  
 
 e) Libertad + igualdad= Autonomía de la voluntad limitada o intervención 
estatal en las relaciones particulares, contractuales. 
 
En este caso la ecuación, para lograr el resultado 0, que edifica un escenario ideal de 
contratación requiere de la intervención del Estado, limitando la autonomía de la voluntad 
de las partes pero logrando balancear la ecuación así:  
 
 f) Libertad – igualdad # 0 
 g) (Libertad+ intervención del Estado) – igualdad = 0 
 
Es de esta forma que la intervención del Estado en las relaciones contractuales 
particulares, especialmente en las de consumo, busca garantizar la igualdad de las partes 
para lograr configurar un escenario ideal de contratación, por lo cual dicha intervención 
modifica la concepción de la autonomía de la voluntad de plena a intervenida, pero sin 
que implique su desaparición. 
 
Es así que la transformación o la readaptación de la autonomía de la voluntad opera en 
dos escenarios distintos, uno en el que idealmente las dos partes de un contrato, son 
iguales y por tanto pueden disponer de una misma libertad y otro en el que las partes son 
desiguales, requiriendo de la intervención del Estado para lograr que efectivamente se 
logre una disposición material de la libertad contractual. Ahora bien, un ejemplo para 
ilustrar esta situación en la actualidad se puede obtener mediante la nutrida jurisprudencia 
en la que se ha establecido que una protección especial a los contratantes o también 
reconocida como la constitucionalización del derecho privado.  
 
Tales ejemplos sobre la protección especial de los contratos, desde la denominada 
constitucionalización del derecho privado, demuestran que la solución ya está dada 
por la Ley y la jurisprudencia, erigiendo una intervención del Estado en las relaciones 
particulares con el ánimo inequívoco de proteger al extremo débil de los contratos 
contemporáneos y que con la promulgación de la ley 1480 de 2011, la ha consignado en 





2.2. Reformulación de la autonomía de la voluntad para afrontar el mercado 
imperfecto, las asimetrías del mercado y la polarización de la riqueza y la pobreza.  
 
Siguiendo lo postulado por Mahatma Gandhi, quien sostenía que el ser humano es un 
todo indivisible, de la misma forma extrapolando tal consideración al contexto del 
mercado, del contrato de consumo y su interacción jurídica, económica y hasta política, 
como un todo indivisible, es oportuno indicar que al reformularse la concepción de la 
autonomía de la voluntad conforme a lo analizado en el numeral anterior, en el que se 
erija una verdadera libertad e igualdad de las partes, condición ideal procurada por el 
Estado en  los contratos de consumo, incidirá en la dinámica mercantil, que en la 
actualidad es imperfecta191, se presentan asimetrías y han polarizado la riqueza y la 
pobreza. Sin duda es todo un desafío poder establecer académica y materialmente una 
conexión concreta entre la pobreza, la riqueza con la autonomía de la voluntad192, como 
también se destacó en el capítulo I.  
 
No obstante, no es tan desacertado, si se considera que el mercado se estructura a partir 
de las relaciones comerciales que día a día se surten entre las personas. Tales relaciones 
se originan de la demanda de bienes y servicios que inevitablemente repercuten en la 
oferta de los mismos. De igual forma, al crear los vendedores una oferta de productos, 
por lo general se consigue que las personas demanden adquirir dichos productos193.  En 
ese orden de ideas, los contratos mercantiles, como los de consumo, son los que han 
configurado los grandes mercados.  
 
Por lo anterior es lógico predicar que los elementos formativos de su configuración, como 
por ejemplo uno de ellos como la autonomía de la voluntad, incida medularmente en la 
dinámica de mercado. Ahora bien, aunado a lo anterior, puede pensarse que la pobreza y 
la riqueza son dos consecuencias de la dinámica del mercado194, el cual se ha considerado 
que es imperfecto, y que las asimetrías pueden desequilibrar la igualdad entre las partes. 
 
Imperfección del mercado, asimetrías en el mercado e incluso se presenta un fenómeno  
tanto a nivel micro como es el abuso de la posición dominante, la cual se presenta en los 
contratos de consumo como en el ejercicio del mercado. Ahora que si se busca restablecer 
el equilibrio del mercado, en el que se intercambien bienes y servicios de una manera 
coordinada, entre lo que se demanda y lo que se oferta, y además en el que la distribución 
                                                          
191 Así los establece Márquez Pablo en “Introducción a la relación entre el derecho y la economía”. Editado 
por el centro de estudios en derecho y economía de la Universidad Javeriana de Bogotá,  Bogotá, 2004. 
192 Asunto que ya ha sido debatido, aunque no enfatizando en la autonomía de la voluntad por Barra, 
Rodolfo. “Ordenamiento jurídico y mercado” Derecho público y derecho privado. Artículo de revista 
editada por la Universidad Externado de Colombia 986 No. 23/2007. Páginas. 93 – 107. 
193 Contemplado dentro de las prácticas monopolísticas dentro de la oferta en un escenario manejable. 
Moreno, Álvaro. “Determinantes del tipo de cambio real en Colombia: un modelo neokeynesiano.” 
Artículo de revista Universidad Externado de Colombia.  901 Vol. 4, No. 7/2000. Bogotá, 2000. Página 48. 
194 Estudios del desarrollo realizados por la ONU., citados anteriormente. 
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de la riqueza se realice de una manera más equitativa,  seguramente se podrá por un lado 
configurar una verdadera y plena autonomía de la voluntad y por otra se trataría de buscar 
mitigar un problema social de gran magnitud. 
 
Ahora bien, de manera concreta, las relaciones entre los contratos de consumo y la 
dinámica del mercado se comprende desde la extrapolación de la interacción de 
principios de igualdad y libertad realizada por el Estado a nivel micro (de contratos de 
consumo), analizada en el numeral anterior, a expandirse a un nivel macro (regulación de 
los mercados) y para ello se basa esencialmente en el derecho de competencia195, el cual 
no se profundizara en el presente, pero que es pertinente destacar que de aquel se forjan 
prohibiciones expresas de consolidación de monopolios, duopolios, monopsonios, 
tratando de balancear dichas relaciones. Formulas iguales planteadas en el numeral 
anterior pero a nivel Macro, consolidando una sintonía entre las relaciones micro a las 
macro.  
 
Pero antes de entrar a analizar dicha relación de una manera más concreta es oportuno 
analizar de manera concisa cuales son los problemas que se presentan en el mercado, ya 
analizadas en el capítulo I., y cuáles son las soluciones que se le han dado en la práctica y 
la cotidianeidad lo cual se establece así:  
Cuadro Sinóptico No. 6  
 
Paralelo de los problemas y de las soluciones que se presentan en el mercado y que 





Problemas196 que se presentan 
en el mercado 
 
 









Globalización de las relaciones 
comerciales y jurídicas y la 
influencia de los medios 
tecnológicos en la dinámica de 
los mercados internos y el 
acoplamiento del mercado 
internacional y global. 
 
 
*  Las soluciones se han propuesto desde el 
marco de la legislación, de la configuración de 
políticas públicas, de acuerdos, tratados y 
convenios entre los Estados, traduciéndose en 
“Intervención no solo de los Estados sino de 
comunidades internacionales en las relaciones 
particulares mediante la regulación del mercado 
y/o de los mercados”197 
 
                                                          
195 Derecho de la competencia que pone de presente la importancia de analizar jurídicamente una entidad 
creada con fines económicos, mercantiles y que a grandes rasgos termina edificando una protección al 
mercado. 
196 Según los identificados en el Capítulo I.  
197 Los ejemplos más palpables en el ordenamiento jurídico colombiano son los Tratados de Libre 












La informalización propia de los 
contratos (Contratos de adhesión, 
de consumo) que se realizan a 
nivel del mercado tanto interno, 
internacional y global. 
 
 
* Las soluciones que se han establecido 
consideran de igual forma que en los contratos 
de consumo que en los mercados, a pesar de la 
informalidad, el querer de las partes es esencial, 
pero si no se presentan fallas del mercado esto 
es si, solo sí se conocen todos los pormenores 
de los contratos forjados en el mercado, 










Desigualdad social, económica 
de los contratantes. (Gran brecha 
entre ricos y pobres), asimetrías 
del mercado. 
 
* Frente a la desigualdad social, se han 
estructurado un ordenamiento jurídico, interno, 
internacional y global que busca regular las 
relaciones de mercado y se han promulgado 
algunos acuerdos, disposiciones, convenios, 
tratados que buscan eliminar las asimetrías, el 
mercado imperfecto y el abuso de la posición 







Externalidades positivas y 
negativas de negocios locales, 




* Actualmente existe una conciencia de que los  
contratos contemporáneos inciden en el 
bienestar de todo el “mercado” y por tal razón 
se han regulado con mayor importancia, tan así 
que se ha establecido el estatuto del 
consumidor, el cual si bien está dirigido a los 
contratos de consumo, termina incidiendo en 








Superación del paradigma del 
individualismo (Rev. Francesa, 
entre otros) por el paradigma de 
la protección social (Estado 
Social de Derecho) 
 
* La solución que se ha planteado parte de la 
misma regulación y consagración interna, 
internacional y global, en la que se estructura 
una necesidad de buscar la igualdad material y 




Por lo anterior, de lo expuesto en el cuadro sinóptico se evidencia que todos los 
problemas planteados son prácticamente, los que se plantearon en el gráfico atinente a los 
contratos de consumo, ver at supra, y que de la misma forma como sucede entre 
contratantes a nivel de mercado, se erigen agentes que abusan del individualismo 
                                                          
198 Dado entre los países del mundo. Como los que se agrupan por ejemplo en el G8.  
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extremo, escudados bajo el poder que pueden ostentar del capital, por lo que la forma de 
solucionar tales inconvenientes que sin duda inciden el mercado, es mediante la 
regulación, ahora no solo a nivel nacional, sino también comunitario, internacional y 
global. Mediante la promulgación de leyes y la configuración de acuerdos, tratados, 
alianzas y pactos, entre otros. 
 
Es de decir entonces que el mercado, tal como sucede con todo en el mundo, depende de 
la naturaleza del ser humano, y si esta es individualista el mercado lo reflejara, como ha 
sucedido efectivamente, por lo que el derecho de carácter instrumental como se ha dicho 
comienza a contrarrestar dicha condición porque en últimas el sistema de capital, de 
mercado, requiere que existan condiciones mínimas para que las personas sigan 
manteniendo la dinámica del mercado, dicho de otra forma, si se abusa de más del 
individualismo se acabara con el mismo mercado.  
 
En ese sentido, el derecho, ya no en un exclusivo plano interno, extrapola la protección 
que ha erigido en torno a los contratos de consumo y lo lleva al plano macro del mercado, 
regulando y balanceando la dinámica de principios de libertad e igualdad que también 
opera entre los agentes económicos del mercado. Por lo que de la misma forma en las 
relaciones mercantiles se pueden presentar dos situaciones concretas: Similares  a las 
planteadas en las páginas 67 y 68 así:  
 
i) Si en las relaciones de mercado, la libertad y la igualdad son proporcionales para todos 
los agentes económicos involucrados, es decir, si todos ellos tienen claridad sobre las 
condiciones del contrato, de todas y cada una de las clausulas, obligaciones, derechos y 
demás contenidas en aquel y aunado a ello tienen las mismas capacidades económicas, de 
conocimiento técnico y/o profesional sobre el asunto se erige una libertad del mercado 
plena.  
 
ii) Ahora bien, de la misma forma a las relaciones propias de los contratos de consumo, y 
como segundo escenario, que se presenta generalmente en las relaciones de mercado, la 
libertad y la igualdad no son proporcionales entre los agentes económicos que intervienen 
en el mercado, por lo que consecuentemente se erige libertad del mercado vigilada y 
reencausada. 
 
Lo anterior también se explica como en el caso a nivel micro, de los contratos de 
consumo, de igual forma que en el numeral 1., pero en esta ocasión se establece que la 
libertad es diferente a la igualdad, es decir que en una relación de mercado como la oferta 
y la demanda por ejemplo del “gas natural” en el que se puede comprender la libertad de 
los agentes desvirtuada por la desigualdad, generalmente económica199, entre los agentes 
económicos inmersos en dicha relación mercantil, y al atribuírsele por ejemplo un peso 
diferente, independientemente de que sea o no mayor o menor, siempre dará un resultado 
diferente a 0, produciendo un resultado indeseado para uno de los agentes.  
 
                                                          
199 Especialmente en el caso en mención de lo relativo al mercado de recursos no renovables y energéticos. 
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Así, si por ejemplo asignamos a Libertad 3 y a igualdad 2, el resultado de la diferencia 
será 1 y no cero. Lo que si puede resultar es que la libertad siempre será mayor que la 
igualdad, por lo menos en las relaciones de consumo típicas del mercado como la 
enunciada del comercio de recursos como el gas natural, en los que los proveedores, los, 
vendedores de bienes y servicios son los que imponen las reglas del contrato, abusando 
de más de su posición dominante en el mercado. 
 
En este caso la ecuación, para lograr el resultado 0, que edifica un escenario ideal de 
mercado requiere de la intervención, limitando la libertad del mercado y de cierta forma 
de la autonomía de la voluntad de los agentes económicos del mercado pero logrando 
balancear la ecuación.   
 
Es de esta forma que la intervención en el mercado de la misma forma como sucede en 
las relaciones surtidas en los contratos de consumo, busca garantizar la igualdad de los 
agentes económicos del mercado con la expresa finalidad de lograr configurar un 
escenario ideal de mercado, que propenda por ser más justo200, por lo cual dicha 
intervención tal como sucede desde la modificación de la concepción de la autonomía de 
la voluntad de plena a intervenida en los contratos de consumo aplicada a las relaciones 
de mercado, indica que siempre la dinámica que se presentará tanto nivel micro como 
macroeconómico es la de los principios de igualdad y libertad. 
 
Por lo anterior, se infiere que si se regulan las relaciones de consumo, estas incidirán en 
el mercado, y no solo desde su misma aplicación, sino desde la extrapolación de dicha 
regulación, ya que el mercado se constituye a gran escala como un escenario de 
intercambio, de consumo, por lo que las reglas que le son aplicables a nivel micro se 
pueden aplicar como se explicó a nivel del mercado, lo cual simplemente es la vigilancia, 
supervisión y regulación de la dinámica de los principios de libertad e igualdad en la 
relaciones de intercambio de bienes y servicio, de consumo.  
 
Por tanto y de conformidad con lo indicado, lo que se establece es que la autonomía de 
voluntad a nivel micro y, la libertad de mercado a nivel macro, se estructure de una forma 
adecuada, es así que las partes, los agentes económicos, sean plenamente capaces, libres 
para elegir y estén en igualdad de condiciones, por lo menos contractuales. Porque 
“cuando el poder monopolístico y ejecución de actos de comercio desleal, conductas 
patológicas, (…) inciden para que el Estado entre a corregirlas”201, y no solo el Estado 
sino todas aquellas instituciones internacionales intervengan en este tipo de relaciones, 
buscando que la libertad sea efectiva y que además se configure una igualdad contractual. 
 
En tal escenario, el Estado y las entidades internacionales intervienen debido a esas 
conductas patológicas del mercado y propias de las relaciones de consumo, así como 
puede evidenciarse en el denominado Estatuto del consumidor, y otras disposiciones de 
talante internacional, citadas anteriormente, que han regulado temas mercantiles por las 
                                                          
200 Obra citada. Ernesto Garzón Valdés. Página 7.  
201 Miranda, Alfonso. “Prólogo”, a obra citada de Márquez Pablo, página 13.  
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prácticas que conducían a un abuso del derecho, considerando la instrumentalidad del 
derecho, desde la Ley 1480 de 2011 o también denominada Estatuto colombiano del 
consumidor, en el que se perfila una reformulación tácita de la autonomía de la voluntad 
de los contratantes y la libertad de los agentes económicos y de mercado. 
 
Bajo la anterior precisión, de la estrecha relación entre la protección a nivel micro, de 
contratos de consumo y a nivel macro de relaciones mercado, comprendiendo relaciones 
de consumo, de intercambio de bienes y servicios, de manera más compleja y bajo la 
formulación de la oferta y la demanda, cabe resaltar que en ambos casos se trata de una 
protección jurídica al consumidor,  que al estructurar una regulación a los contratos de 
consumo y al mercado, más allá de constituirse como un ataque a la autonomía de la 
voluntad y libertad de los agentes económicos, logra todo lo contrario, por cuanto trata de 
balancear las desigualdades, lo que a la finalmente termina por proteger y sostener los 
contratos de consumo y el mercado.  
 
Por todo, se puede deducir como el Estatuto del consumidor y otras regulaciones del 
mercado, eminentemente de consumo, se estructuran como una muestra clara de la 
evolución del derecho, lo cual obligó a que se hiciera un recorrido histórico, como el que 
se hizo en el primer capítulo, en el que se evidenció de qué manera, el derecho ha ido 
transformándose tal cual como lo hace la sociedad. Y que aquella no se puede entender 
como una manera de desconocer o trasgredir instituciones jurídicas, sino que por el 
contrario, lo que se logra es que estas se fortalezcan al considerarse intacta su esencia, 
como la autonomía de la voluntad en los contratos y la libertad de los agentes económicos 
en las relaciones de mercado, al mismo tiempo en que se adaptan a las nuevas 
circunstancias sociales, cada día más globalizadas, subordinadas al imperio del capital, de 
gran polarización de la riqueza y la pobreza202 y de supremacía del mercado. 
 
 
2.3. Contextualización de la instrumentalidad del derecho mediante la ley 1480 de 
2011 y la regulación del mercado en las relaciones de consumo. 
 
Dejando de lado, pero asimilándola como una misma dinámica, la del contrato de 
consumo y las relaciones de mercado, las cuales se agrupan de aquí en adelante como 
relaciones de consumo, considerando que disposiciones normativas como el estatuto del 
consumidor, se erigen como instrumentos que exigen la reformulación de la noción de la 
autonomía de la voluntad, como ya se indicó, en plena y regulada, es pertinente ahora 
realizar un contexto de esta y de qué forma se ubica como instrumento jurídico garante de 
las relaciones de consumo para ratificar que no existe una crisis en aquella. 
 
Bien, abordando lo referido al contexto y tal como se analizó en el capítulo I., el estatuto 
del consumidor es una Ley que compendia disposiciones atinentes a proteger a los 
consumidores básica y concretamente en: 
 
                                                          
202 A nivel macro también se observan países pobres y ricos, como cita realizada previamente.  
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a) Las desigualdades entre las partes. 
b) Las asimetrías del mercado, tanto del material o físico, interno o internacional 
como del surtido en el ámbito electrónico. 
c) La injusticia del mercado en las relaciones de consumo porque por ejemplo se 
imponen obligaciones de equiparar el nivel de información, de claridad de las 
clausulas, de las condiciones entre las partes, entre otras cosas.  
d) Las imperfecciones del mercado, aunque frente a este tema, el estatuto del 
consumidor sería insuficiente, partiendo de la misma premisa de que se trata de 
las relaciones de microeconomía y no a nivel macro en el que se trata el tema de 
las fallas del mercado como el monopolio y todos sus derivados.  
 
Es una Ley que establece las pautas generales para que se lleve a cabo el intercambio de 
bienes y servicios en el mercado colombiano. En ese sentido se evidencia claramente que 
es un estatuto que responde a la tradición jurídica colombiana, eminentemente legalista 
en la que la fuente que prevalece es la Ley, aunque con cierta y progresiva dinámica 
jurisprudencial, (constitucionalización del derecho privado). De esta manera es un 
ejercicio legítimo, tradicional que luego de haber identificado que en el derecho de 
consumo era necesario proteger al extremo más débil porque en la realidad no se da una 
igualdad ni material ni formal entre las partes de tales relaciones. 
 
Así las cosas el contexto concreto es el siguiente: 
 
 El estatuto es una Ley positiva ratificando la fuente tradicional de derecho. 
 Protege al consumidor reconociendo la desigualdad contractual. 
 Se origina en el territorio colombiano. 
 Se conjuga con la dinámica de la constitucionalización del derecho privado. 
 Tal constitucionalización parte de la misma configuración del Estado social de 
derecho y de la “constitución económica203” 
 
Realizado el anterior contexto, producto del análisis realizado en el capítulo I. y parte del 
II., se procede a examinar su instrumentalidad para indagar si el estatuto del consumidor 
se puede ubicar a favor de la dominación como lo estipulaba Pashukanis o por el 
contrario es para reivindicar las partes débiles de la contratación mercantil y/o de 
consumo como lo señalaba De Soussa, o más allá se reconoce un punto intermedio en el 
que existe un uso del derecho dentro de la economía sin que indique subordinación al 
capital o protección del extremo débil, sino “el derecho como apoyo al modelo 
económico, a las políticas económicas”204. Tal análisis se realiza mediante un paralelo 




                                                          
203 Constitución económica.  
204 Márquez Felipe, “Introducción a la relación entre el derecho y la economía”. Editado por el centro de 




Cuadro Sinóptico No. 7  
 







De reivindicación de derechos 
 
* Se reconoce la igualdad de los 
contratantes e incluso se piensa que no 
existen asimetrías. 
 
* Al reconocer la igualdad de los 
contratantes se deja al arbitrio de ellos su 
negociación. (Sin intervención) 
 
* Se cree que el mercado es perfecto y 
entonces la oferta y la demanda encuentra 
su punto de equilibrio en un óptimo de 
Pareto. 
 
*Se permite la práctica de posiciones 
dominante abusivas.205 
 
*Se permite la inclusión de cláusulas 
abusivas en los contratos de consumo. 
 




*Se establece una distinción entre los 
contratantes y se consideran en la realidad 
la existencia de las asimetrías. 
 
* Como se reconoce la distinción entre 
contratantes se opta por buscar la igualdad 
formal y material entre aquellas. (Con 
intervención) 
 
* Se cree que el mercado es imperfecto y 
que en ese sentido nunca o rara vez se 
puede lograr un punto de equilibrio entre la 
oferta y la demanda. 
 
*No se permite la práctica de posiciones 
dominantes abusivas. 
 
*No se permite la inclusión de cláusulas 
abusivas en los contratos de consumo. 
 
*Se propende por la prevalencia del interés 
general. 
 
Conforme a los criterios expuestos en el cuadro sinóptico se puede establecer que el 
estatuto del consumidor se constituye como un instrumento garante de los derechos de los 
extremos contractuales de una relación mercantil, particularmente en las de consumo, 
para lo cual se debe considerar que a este punto, ya es claro que de la noción de la 
autonomía de la voluntad se asimila como plena y restringida, en la que se consideran no 
solo a dos partes de un contrato, o a los agentes clásicos de las relaciones de mercado, 
sino que además se debe tener en cuenta la figura de facilitador del Estado, o de las 
entidades internacionales de supervisión de los mercados, en la regulada, ya que de una 
negociación particular se puede incidir en la estabilidad de toda una Nación al incidir en 
el mercado como ya se analizó. 
                                                          




Se puede considerar de esa forma porque el Estado y las entidades internacionales 
precitadas, se encuentran no solo de manera inmaterial en la  ejecución de la relación 
mercantil, sino que además ejercen un papel más activo en las etapas previas, propias y 
posteriores del contrato y de las relaciones de mercado, lo cual los convierte en una 
especie de intervinientes especiales que establecen las reglas del juego, acompañan a las 
partes y luego verifican el cumplimiento de sus obligaciones. Son por tanto una especie 
de figura paternalista206 que inciden  a nivel micro en que los contratos se apeguen a 
derecho  pero de igual forma y a nivel macro se evidencia que el Estado está regulando el 
mercado207. 
 
Así las cosas se considera que el Estatuto del consumidor se reconoce como un 
instrumento, a nivel del Estado que refuerza la autonomía de la voluntad de las partes y al 
mismo tiempo desde el contrato de consumo entra a regular el mercado, tratando de 
eliminar las imperfecciones, como el monopolio, la falta de información, las 
externalidades negativas208 entre otras situaciones que afectan la economía nacional e 
internacional, y que han conducido a que la distribución de la riqueza no se haya hecho 
de una manera adecuada, proporcional y justa. 
 
De esta manera se ha puesto de presente que desde la protección ejercida por el estatuto 
del consumidor se comprende el carácter económico del contrato y el criterio jurídico de 
su plena formación209. Comprendiendo la inescindibilidad de la dimensión económica y 
jurídica de un contrato mercantil, como es el de consumo, por lo que es de esperarse que 
la configuración de los contratos de consumo tanto a nivel micro como a nivel macro 
afecten de manera importante la dinámica del mercado y contrario sensu, la dinámica del 
mercado lo hará de la misma forma: mercado y consumo, consumo y mercado210, 
demostrando la necesidad de asimilar jurídicamente la importancia de la economía, no 
solo en la transformación de sus instituciones sino en la estabilidad de toda la sociedad. 
 
                                                          
206 Reviviendo lo postulado por Pigou en cuanto a que el Estado debe vigilar las relaciones mercantiles 
ejercidas por sus ciudadanos. 
207 Lo cual suscita de nuevo la polémica entre si se debe o no regular el mercado que viene desde Coase y 
Pigou, reflexionado también por Ernesto Garzón y Pablo Márquez, todas obras citadas anteriormente. 
208 Asunto analizado por Márquez Pablo, obra citada, páginas 23 – 73. 
209 Sobre el particular se ha destacado por algunos estudiosos que el contrato mantiene vigente en la 
sociedad contemporánea la obligación de la consensualidad para su plena formación, independientemente 
que se trate de obligaciones económicas. Fortich, Silvana. “Solus consensus obligat: principio general para 
el derecho privado de los contratos”. Artículo de revista REV. 873 NO. 23/2012. Bogotá 2012. Página 191 
y s.s. 
210 En ese mismo sentido lo ha entendido Velandia, Mauricio. “Derecho de la competencia y del consumo: 
competencia desleal; abuso de la posición de dominio; carteles restrictivos; actos restrictivos; integraciones 




Es por eso que la economía se constituye como un fin primordial del Estado211, y la 
regulación se convierte en buena herramienta, pero no única, para controlar el mercado, 
los retos contractuales y en sí la estabilidad económica del país, lo cual no es más que una 
medida de sostener la igualdad de las partes de un determinado contrato que podría surgir 
a futuro entre una empresa multinacional y un ciudadano colombiano. De esta forma 
entonces se encuentra una expresa justificación a la intervención del Estado en las 
relaciones particulares y entre aquellas las de consumo. 
 
Adicionalmente, el hecho de que el Estatuto del consumidor haya unificado criterios 
mercantiles en torno a los contratos de consumo, estructurando todo un campo de 
regulación de esas relaciones mercantiles, protegiendo así a todos los consumidores y 
vendedores del país y considerando que además se encuentra conforme a las diversas 
legislaciones similares en diferentes países, permite constituir una mayor protección de 
las relaciones comerciales que se materializan entre ciudadanos colombianos y de otras 
latitudes, demostrando la evolución del derecho y que su instrumentalidad es cada día 
más benévola con los extremos débiles de las relaciones comerciales. 
 
De otro lado mediante la promulgación del Estatuto del consumidor se evidencia la 
preocupación del Estado por fortalecer las relaciones comerciales entre los particulares, 
generando así un ambiente de confianza, en el que “se propende por devolver el 
equilibrio que, sin sobreproteger al consumidor, le permita ejercer sus derechos de una 
manera efectiva y fluida, pero sin abusos”.212 En el que las partes pueden contar con un 
apoyo extra para poder ver satisfechas de forma efectiva sus expectativas frente a un 
determinado negocio jurídico.  
 
Ahora que, si bien se ha insistido en que las relaciones de consumo a nivel micro son 
prácticamente las mismas que se dan a nivel macro, de intercambio de bienes y servicios, 
y que al regular las primeras se afectan las segundas, tal como ha sucedido con el Estatuto 
del consumidor, también es predicable que la regulación de los mercados nacionales e 
internacionales incidan en los contratos de consumo, y ello pone de presente la necesidad 
de que el Estado entienda que debe tomar dichas medidas de mercado articuladamente 
con el Estatuto del consumidor. 
 
Articulación de ámbitos micro y macro económicos de un mismo asunto, relaciones de 
consumo, que generaría un efecto en la calidad de vida de los ciudadanos. Ya que por 
ejemplo si se logra que se busca balancear los principios de igualdad y libertad en los 
mercados, por lo menos nacionales, se estaría dando un mayor alcance a los beneficios 
producto de esa protección, dicho de otra forma, sí el Estado aplica la protección prescrita 
en la Ley 1480 de 2011 a todos los mercados nacionales, se lograría tratar de una forma 
más justa a todos los ciudadanos.  
                                                          
211 Rol primordial que destaca Morales John, en Derecho Económico Constitucional, cuarta edición 
ampliada. Ediciones Jurídicas Ibáñez, Bogotá 2002. Especialmente de la página 21 a la 33. 
212 De la Cruz Dionisio. “La garantía legal y la responsabilidad por producto defectuoso en el nuevo 




Por lo cual, finalizando este capítulo, se hace una exhortación a las Ramas del poder 
público, especialmente a la Ejecutiva y Legislativa, para que aprovechen el avance 
suscitado por el estatuto del consumidor, y logren transformar al mercado, en uno justo, 
como el propuesto por Garzón Valdés, en el que todas las partes logren una 
maximización de su felicidad de una manera proporcionada, lo que a la postre redundara 
en la consolidación de un Estado más capacitado para eliminar o por lo menos aminorar 
la brecha que se ha creado entre ricos y pobres.  
 
De esta forma, se evendiencia como en el capítulo II, se encargó de buscar argumentar 
teóricamente por qué la autonomía de la voluntad no está en crisis, y para ello se postuló 
que se encuentra en una readaptación a las condiciones del contexto, que son de imperio 
de capital y de desigualdad social. De esta manera se logró identificar que ya las 
soluciones están dadas y que se basan específicamente en la regulación de las relaciones 
de consumo, tanto a nivel micro como macroeconómico porque ambas son de 
intercambio de bienes y servicios. Tal regulación demuestra la evolución del derecho que 
hoy por hoy es más garante de los derechos de los extremos débiles de las relaciones de 
consumo.  
 
Asuntos que estructuran argumentos al planteamiento del problema de investigación 
formulado al inicio del presente documento y que se validara finalmente en el próximo 
capítulo (III) en el que se analizara concisamente, si las hipótesis, problemica y de 
solución si se verificaron y al mismo tiempo se formulará una postura académica frente a 
aquellas que se concretará a su vez en una respuesta puntual a la pregunta de 
investigación que gravitaba en establecer si la autonomía de la voluntad está en crisis 
especialmente tras la configuración de todo un Estatuto del consumidor en el que el 
Estado intervino en las relaciones particulares de los contratantes.  
 
 
3. Capitulo III 
 
La autonomía de la voluntad y la intervención estatal en las relaciones de 
consumo.  
 
3.1. Estatuto del consumidor como intervención valida en las relaciones 
contractuales de consumo.  
 
Teniendo en cuenta que en este capítulo se trata no solo de validar los argumentos 
expuestos en los capítulos I y II, derivados respectivamente del estado del arte y del 
marco teórico, de planteamiento del problema y de planteamiento de solución, sino 
también de lograr la confrontación de las hipótesis planteadas al inicio con el desarrollo 
del trabajo, es pertinente recordar que a manera de hipótesis problemática se indicó en 
su momento que  se erigía una supuesta modificación y/o descontextualización surtida en 
la noción tradicional de la autonomía de la voluntad,  en el contexto de los contratos 
contemporáneos de consumo, porque el Estado interviene de una manera activa, 
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vigilando, coordinando e incluso sancionando a los particulares que abusen del extremo 
débil en virtud de su posición privilegiada, lo cual puede poner en entre dicho la 
autonomía de la voluntad en este tipo de contratación y la aparente pugna entre la 
igualdad y la libertad, el libre mercado y la intervención estatal. 
  
Ello como proyección que se hizo en su debido momento del asunto que muchos autores, 
también citados oportunamente, han denominado la “crisis de la autonomía de la 
voluntad”, no obstante, también se propuso a manera de hipótesis de proyección de 
solución que tal vez no se configura la mencionada crisis de la autonomía de la voluntad, 
ni tampoco se presenta una pugna entre principios a la igualdad, libertad, libre 
mercado e intervención estatal, sino que se está constituyendo un nuevo paradigma de 
la misma porque se está frente a un nuevo contexto jurídico social que exige una mayor 
comprensión de la dinámica principialistica desde criterios económicos, jurídicos y 
argumentativos, en los que tanto la libertad como la igualdad de las partes se garantizan 
por la supervisión y constante regulación realizada por el Estado y por otras entidades en 
el ámbito internacional.  
 
Planteadas ambas hipótesis y teniendo en cuenta que en los capítulos precedentes se 
analizó la autonomía de la voluntad en los contratos de consumo, al interior de un ámbito 
inequívocamente de capital y ello bajo la dinámica de los principios de libertad e 
igualdad de los contratantes bajo el contexto del estatuto del consumidor, demostrando la 
injerencia del Estado en las relaciones particulares con la expresa finalidad de establecer 
si existe hoy en día una crisis de la autonomía de la voluntad,  es necesario comprender 
como se destacó en el capítulo II, que se está en la actualidad en Colombia bajo una 
inusitada  interacción de fuentes del derecho, en el que la ley y la jurisprudencia 
comparten un rol fundamental. 
 
De esta forma la autonomía de la libertad se analiza en los contratos de consumo, 
escenario en el que además de operar limitaciones concretas, tradicionalmente 
reconocidas como son la Ley y la buenas costumbres (bienestar general) que suponían la 
existencia de un escenario ideal, que sin embargo no se erige en la realidad, se deben 
considerar también nuevas situaciones derivadas de la protección a los derechos sociales 
y de protección al extremo débil de la relación contractual, toda vez que generalmente se 
constituye un ambiente de desigualdad formal y material exigiendo la intervención del 
Estado para tratar de balancearla. Ello identificado desde el ámbito de estudio del 
derecho, no obstante, desde el ámbito económico el panorama no cambia, por cuanto 
desde este se establece que la economía en el contexto de las relaciones de consumo es 
ineficiente, se presentan asimetrías y se consolida todo un mercado imperfecto del que 
emergen externalidades, generalmente negativas. 
 
Ahora bien, en la validación se desarrolla el tema de que el desbalance de principios 
desde el contexto jurídico y las externalidades desde el económico sugieren la obligación 
de reflexionar sobre que el problema radica o emerge de la complejidad de asignación de 
los derechos de propiedad (contrato de consumo), que generalmente se deben negociar y 
renegociar, lo cual es imposible de realizar de manera autónoma y justa (Libertad e 
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igualdad) por los extremos contractuales, justificando con ello la intervención del estado 
para lograr determinar los derechos.  
 
Intervención estatal, mediante el estatuto del derecho de consumo que se traduce en que 
el rol del Estado, desde criterios jurídicos y económicos le obligan a ser un mayor y 
mejor gestor de las relaciones comerciales entre los particulares, que a gran escala 
terminan edificando el mercado, todo ello como quiera que es aquel representante de la 
sociedad y encargado de dinamizar la economía, la que se reitera se construye desde las 
relaciones micro hasta llegar a las macroeconómicas.  
  
Por tanto, al considerarse que no se estructura en la realidad social, un escenario ideal de 
libre autonomía y de igualdad de las partes, se erige así una ineficacia manifiesta en la 
justicia en las relaciones de consumo, y que adicionalmente al configurarse asimetrías, 
externalidades que evidencian los mercados imperfectos, se consolida una insuficiencia, 
desde el criterio económico en la maximización de la felicidad de los consumidores y de 
lograr una ganancia justa por parte de los vendedores, productores, comercializadores, 
entre otros. 
 
Así las cosas, se establece de lo argumentado en los capítulos I y II, que al presentarse 
incongruencias materiales, formales, jurídicas y económicas en las relaciones de consumo 
la única forma de combatirlas es mediante la legítima regulación que interfiere en tales 
relaciones comerciales, solucionando tales ineficacias e internalizando las referidas 
externalidades. Lo que no supone la crisis de la autonomía de la voluntad sino la 
generación de un ambiente adecuado para que fluya normalmente para ambos extremos 
contractuales.   
 
Ello en consideración a que las personas tienden a aprovecharse de la autonomía y 
libertad contractual y de las posiciones de dominantes, lo cual termina por no solo afectar 
la igualdad sino la misma libertad de la contraparte y teniendo en cuenta que el estatuto 
del consumidor devela en términos prácticos esa dinámica que subyace a cualquier 
relación jurídica, como es la de tales principios de igualdad y libertad, se establece una 
implícita relación entre estos, es así como de los capítulos previos se destaca que en este 
tipo de relaciones de consumo (tanto a nivel contractual y de mercado) no se puede 
establecer simplemente que uno de los dos debe prevalecer sino que deben 
mantenerse totalmente en un equilibrio. 
 
Y es precisamente lo que lo convierte en un tema complejo, porque generalmente existe 
la tendencia a tratar de subsumir un principio sobre otro o de una manera más balanceada 
buscar equipararlos. Pero ello no necesariamente ocurre en la realidad y mucho menos 
responde a un fenómeno social, porque por ejemplo, en el caso de la contradicción y/o la 
supuesta tensión entre el principio de la libertad revestido del ropaje de la autonomía de 
la voluntad, y la igualdad propugnado bajo la estructura de la intervención del Estado en 
las relaciones particulares de consumo, no se busca ni subsumir ni equiparar un principio 




 Se mantenga la autonomía de la Libertad siempre y cuando la igualdad no se vea 
menoscabada en una relación de consumo (no se ve privilegiado un principio 
sobre otro, ambos deben fluir naturalmente) 
 
 Cuando la autonomía de la libertad se sostiene pero la igualdad no, entonces se 
requiere la intervención estatal, la cual, por un lado disminuye la autonomía e 
incrementa la igualdad, por lo que se equiparan al aumentarse una y disminuir la 
otra. 
 
 Cuando hay dos extremos iguales, edificando el principio de igualdad, pero en 
virtud de la Ley, o de la intervención estatal, se coarta la autonomía de la voluntad 
de dichas partes debe propenderse por liberar la autonomía lo cual no 
necesariamente reduce la igualdad. 
 
 De lo anterior se establece que ambos principios, igualdad y libertad son 
inescindibles pero a la vez autónomos, por lo cual de la intervención no 
necesariamente acaba con la autonomía. Es así que por lo cual procurar por uno 
no implica la eliminación del otro.  
  
Es así que básicamente lo que se puede considerar de conformidad con el desarrollo 
realizado tanto en el primer como el segundo capítulo es:   
 
i. El derecho no garantiza la plena libertad si es que existen desigualdades materiales 
y formales entre los contratantes. 
 
ii. Por su parte la economía en la realidad es ineficiente, asimétrica e imperfecta, se 
presentan externalidades, generalmente negativas, que pueden incluso poner en riesgo 
la estabilidad económica de toda una Nación. 
 
iii. Es necesario comprender que el problema es la asignación de los derechos de 
propiedad (contrato de consumo) negociación y que por ello se justifica la 
intervención del estado para lograr determinar los derechos, requiriendo un mayor 
compromiso del papel del estado como mayor gestor – representante de la sociedad – 
consolidándose en una regulación expedita de la relaciones de consumo.  
 
Por tanto se explica cómo:  
 
a) En el derecho se da la desigualdad formal - material, injusticia, afectando la 
libertad generando de hecho una situación plenamente inconstitucional, con lo 
cual se evidencia la ineficacia en la justicia, lo cual por supuesto contraviene la 




b) En la economía las asimetrías, la imperfección del mercado, la ineficiencia incide 
en la elección y se torna tan ineficiente que el mercado puede fenecer, por lo que 
se erige una ineficacia en la maximización, que es el fin último de la economía. 
 
c) Es así que en suma de lo anterior se estatuye la necesidad de afianzar la regulación 
en materia del derecho del consumidor lo que termina por solucionar tales 
ineficacias, internaliza las externalidades y consolida la finalidad del derecho: 
Justicia y de la economía: Maximización.  
 
De tal forma que en lo que concierne a la validación de las hipótesis, puede decirse con 
certeza que se verifico la atinente a la de proyección de solución, toda vez que si bien es 
cierto que en la actualidad se evidencia una clara, constante, consistente interferencia en 
las relaciones particulares de consumo, ello no indica que se pueda establecer que en la 
actualidad un negocio jurídico de esa naturaleza se lleve a cabo sin la expresa 
materialización del querer de las partes. 
 
Al contrario lo que se logró demostrar es que la regulación que si bien puede inmiscuirse 
en las relaciones entre los particulares, en un primer momento se da de manera 
preventiva, sin incidir en el querer de las partes, pero en un segundo momento, en el que 
una de las partes este abusando de la otra en virtud de la desigualdad formal y material 
que pueda darse entre ellas, la intervención lo que hace es fortalecer la igualdad y con 
ello asegura la clara y manifiesta autonomía de la voluntad de ambos contratantes. 
 
De esa forma en términos prácticos la regulación fortalece la autonomía y no la sitúa en 
un estado crítico como se afirma por parte de un sector de la academia,  ya que 
concretamente la intervención opera de manera residual, esto es, por lo cual 
consecuentemente si la igualdad si existe entonces no se presenta una intervención activa 
en dichas relaciones.  
 
 
3.2. Inexistencia de la crisis de la autonomía de la voluntad  
 
Verificada la hipótesis que en últimas se demostró, es oportuno ahora dar respuesta 
finalmente a la pregunta de investigación planteada en el presente estudio que era 
concretamente: ¿La intervención estatal surtida en las relaciones de consumo mediante el 
Estatuto del consumidor promulgado en el año 2011 en Colombia, supone la 
reestructuración de la noción de la autonomía de la voluntad y la configuración de un 
nuevo contexto contractual de regulación del mercado?, asunto que ha sido analizado en 
los capítulos I y II., pero que a continuación se valida concretamente precisando tres 
aspectos específicos a saber:  
 
(i) Concreción de que es la autonomía de la voluntad desde criterios económicos y 




(ii) Establecer ¿cuál es el finalidad de dicha  autonomía de la voluntad 
contextualizada en las relaciones de consumo y de mercado, de oferta y demanda), 
 
(iii) Justificación final de la regulación que es la intervención del estado y la relación 
entre micro y macroeconomía. 
 
Tres asuntos que fueron desarrollados en los capítulos I y II, pero que en este, se precisan, 
puntualizan de tal forma que permiten dar respuesta a la pregunta de investigación 
propuesta, porque básicamente se establece de qué manera debe comprenderse en la 
actualidad la autonomía de la voluntad, no solo como una noción jurídica sino también 
económica, y partiendo de ésta, poder establecer cuál es la finalidad no solo a nivel de los 
contratos de consumo sino también de mercado, los cuales inciden en el bienestar de toda 
la comunidad y justifican así la intervención en estas relaciones jurídicas económicas.  
 
Así y teniendo en cuenta que la finalidad es concretar el concepto que se esboza de lo 
analizado en los capítulos I y II es que se establece que:  
 
La autonomía de la voluntad es una noción jurídica y económica, que manifiesta el querer 
de las partes de un contrato y/o de los agentes económicos del mercado, fundamentado en 
la igualdad material y formal de estos. Igualdad que consiste en que ambos extremos 
contractuales y económicos conocen todo lo relacionado con lo que están adquiriendo o 
enajenando, que tendrán las mismas garantías que su contraparte, que adicionalmente 
estarán protegidos de igual manera por el derecho, tanto estatal como supra estatal, 
lográndose con ello tener la libertad de elección, real de contratar, adquirir y/o 
comercializar lo que se les antoje, sin que se trasgreda la Ley, las buenas costumbres, la 
igualdad de las partes, la eficiencia del mercado y se consiga finalmente maximizar la 
felicidad, las utilidades y satisfacer necesidades elementales y superfluas.  
 
Es por tanto un concepto que se propone y el cual además se consolida al ratificar que 
existe una variable que en la actualidad que incide de manera directa y profunda en la 
generación de la desigualdad y que requiere de la articulación de la disciplina jurídica y 
de la economía como es el capital. Elemento que de igual forma como el derecho, no es 
ni bueno ni malo, pero si se constituye como una herramienta que puede integrar o 
excluir a una persona de la sociedad. Por lo que la autonomía depende además de que se 
generen políticas públicas que procuren por acabar con la pobreza, la miseria y que se 
pueda partir del buen y bien intencionado ejemplo del Estatuto del consumidor, no solo 
para lograr la igualdad en los contratos y relaciones de consumo sino en todo lo demás.  
 
Bajo la consideración del concepto constituido y propuesto, es preciso concretar también 
cual es la finalidad de la autonomía de la voluntad en las relaciones de consumo y ello es 
básicamente expresar un querer de hacer, no hacer, de obligarse o no, pero no solo por 
parte de uno de los extremos contractuales o de uno de los agentes económicos si no de 
ambos. Es así que si no existe igualdad (de condiciones de conocimiento y en esta 
sociedad, de capital) esa libertad tampoco se puede presentar materialmente y la 




Así las cosas, la finalidad de la autonomía de la voluntad es poder materializar la libertad 
de elección, en términos económicos, de poder encausar una vida conforme a su voluntad 
interna. Ello desde el criterio de los contratantes y de los agentes económicos, pero desde 
el ámbito jurídico y económico la finalidad tiene una connotación mucho más compleja 
porque se debe lograr una estabilidad de mercado que en últimas desarrolla la dignidad 
humana de los ciudadanos.  
 
Se tienen finalidades particulares y públicas, constituyéndose como un elemento de 
configuración del Estado social de derecho. Es así que la autonomía de la libertad 
considerada, eso sí, como se enuncio en el numeral anterior, a nivel macro se convierte en 
un elemento que permitirá edificar un mercado más justo, en el que todos maximicen de 
igual forma sus inversiones y al lograr una justicia mercantil como la indicada, que hoy 
en día suena utópica, pero que si se parte de regulaciones como el estatuto del 
consumidor, podrá ser una realidad a largo plazo, porque se le indicaría a los 
acumuladores del capital a tratar de forma justa a sus contrapartes y de no hacerlo, 
entraría el derecho a obligarlos.  
 
Ahora bien, esta posibilidad parece muy lejana debido a que tanto el derecho como la 
economía se mueven en escenarios ideales como proyección del cual es el deber ser, pero 
que en la práctica no se materializan efectivamente debido a que las personas a pesar de 
saber que deben hacer y que no, a veces optan por el camino fácil y hacen lo contrario, 
además, cuando una persona es dueña de un capital se acostumbra tanto a la estatus que 
puede recibir de aquel que como afirmaba Benjamín Franklin, será capaz de hacer lo que 
sea por conseguirlo o mantenerlo, como quizá, evadir la Ley y pasar por encima de los 
demás.  
 
Por la razón expuesta, del estatus que no quieren abandonar algunos, es que el derecho 
debe intervenir en esas relaciones de consumo, porque el dinero enferma las mentes y los 
corazones y conllevan a un estado de egoísmo exacerbado. La justificación entonces de 
regular las relaciones parte de la misma finalidad del derecho, que es regular las 
relaciones de los seres humanos teniendo en cuenta que han sido incapaces de 
autorregularse. Tan así, que el derecho no existiría si las personas no se aprovecharan de 
las demás, si los más fuertes no golpearan a los más débiles, si los más inteligentes no 
engañaran a los menos aventajados y si los más adinerados no abusaran de su posición 
económica para menoscabar la dignidad de la humana.  
 
En todo caso, la intervención en las relaciones de consumo se justifica para sostener el 
Estado social de derecho, el buen funcionamiento del mercado y la satisfacción de 
necesidades de las personas. Por lo que en suma de todo lo expuesto en el desarrollo del 
presente trabajo se responde a la pregunta de investigación indicando que la intervención 
estatal surtida en el contrato de consumo mediante el Estatuto del consumidor 
promulgado en el año 2011 en Colombia, a pesar de suponer la reestructuración de la 
noción de la autonomía de la voluntad y la configuración de un nuevo contexto 
contractual de regulación del mercado no sitúa a la autonomía de la voluntad en crisis, 
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todo lo contrario la fortalece y la materializa al balancear la igualdad de los contratantes y 
logrando con ello que se dé una efectiva libertad contractual. 
 
 
4. Conclusiones generales 
 
Ciertamente y tal como se advirtió en el desarrollo del trabajo, para poder comprender en 
una mayor dimensión y amplitud la dinámica de la autonomía de la voluntad de las 
partes, fue necesario acudir a un análisis jurídico y económico articulado, para poder 
asimilar como en efecto se realizan las relaciones contractuales de consumo y de qué 
manera deben ser o no intervenidas para lograr balancear la ecuación de forma equitativa 
a favor de ambas partes contractuales.213 Lo cual sin duda no fue una tarea fácil por 
cuanto se trata de racionalizar criterios y jurídicos en primer lugar, por separado y luego 
correlacionados, todo en torno a las relaciones de consumo regulados por el Estatuto del 
consumidor. 
 
En ese sentido, se comprendieron y profundizaron en aspectos fundamentales de 
economía, como la oferta, la demanda, el mercado, el mercado de capitales, el mercado 
perfecto, la imperfección del mercado, las asimetrías del mismo, nociones que ponen de 
presente una dinámica contractual desde criterios económicos. Pero adicionalmente y 
dentro de la teoría de micro-precios, de la microeconomía y de la macroeconomía, se 
consideraron asuntos como la forma en que las relaciones de consumo satisfacen 
necesidades humanas, y como evidencian también la forma de elección de las personas, al 
mismo tiempo en que inciden en la economía de todo el país y del mundo, por medio de 
la estructura del mercado. 
 
No obstante, al procesarse toda la información económica se correlacionó con la 
estructura jurídica que subyace a toda relación de mercado, de consumo y en esa medida 
se logró destacar aquellos nexos que existen entre la economía y el derecho, y entre otras 
cosas han dado lugar a que se puedan hacer estudios económicos del derecho y que se 
racionalicen criterios económicos con fundamento a nociones jurídicas.  
 
Por lo que en suma de todo lo anterior se identificaron soluciones que no son otra cosa 
que el reconocimiento de que ya existen y que son establecidas en el marco de una debida 
regulación, sin embargo, ello debe considerarse desde o con el contexto de lo que se ha 
denominado como constitucionalización del derecho privado, el cual pone de presente 
una interacción entre instituciones de derecho privado y una protección especial derivada 
de la evolución del derecho constitucional. 
 
Ahora bien, básicamente se allegaron a las siguientes conclusiones generales:  
 
                                                          
213 Configurándose algunos limites contractuales destacados por Díaz Indira. “Límites a las cláusulas 
modificativas de la responsabilidad en el derecho moderno de los contratos”. Artículo de revista U. 
Externado REV. 873 NO. 23/2012. 
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*La autonomía de la voluntad es una noción jurídica que se sostiene en el principio de 
libertad.  
 
* Pese a lo anterior, toda libertad tiene unos límites trazados, es así que en el caso de la 
autonomía de la voluntad, son inicialmente delineados por la Ley, las buenas costumbres 
y el interés general, posteriormente se configura un nuevo límite que es el de la necesidad 
de que se materialice la igualdad material y formal de las partes.  
 
* Tales límites son necesarios, toda vez que la protección exacerbada del individualismo 
ha terminado por ampliar la brecha entre ricos y pobres y ha derivado en una penosa 
situación social, que podría redundar en todo caso en una crisis social de grandes 
magnitudes. 
 
* Es así que el individualismo exacerbado se ha manifestado con gran y profunda 
incidencia gracias al capitalismo globalizado en el que el mercado se descontrolo, se 
tornó injusto y totalmente favorecedor de la desigualdad material y formal entre 
contratantes, erigiéndose las asimetrías del mercado, fallas del mercado y un abuso de 
posición dominante de las partes.  
 
* La materialización de la igualdad formal y material de las partes es labor del Estado, el 
cual interviene las relaciones particulares en las que se erigen sendas desigualdades que 
terminan por afectar la “libertad” y “autonomía” contractual. 
 
* Las desigualdades que surgen en las relaciones entre particulares se deben en su 
mayoría a la desigualdad económica, situación que pone de presente una especie estado 
de naturaleza en el que el más fuerte abusa del más débil.  
 
* Tales desigualdades de orden económico ponen de presente la necesidad de realizar un 
estudio interdisciplinario de derecho y economía para poder generar respuestas 
adecuadas. 
 
* En ese sentido es imprescindible haber estudiado la instrumentalidad del derecho frente 
a la consolidación de las diferencias económicas, desde su uso como herramienta de 
dominación y/o como de equiparación, emancipación y transformación, y tal 
instrumentalidad del derecho en la actualidad se encamina a la protección de los más 
débiles y junto con la interdisciplinariedad de la ciencia economía ha generado soluciones 
que se materializan en una intervención estatal específica en las relaciones particulares.  
 
* Una de esas soluciones, económico- jurídicas, es la configuración del Estatuto del 
consumidor, en la que se protege al extremo más débil de la relación contractual, 
mientras que permite la materialización de la igualdad formal y material de las partes.  
 
* Dicha solución o Estatuto del consumidor ha puesto de presente la supuesta pugna entre 
la autonomía de la voluntad o libertad de los contratantes y la intervención del Estado en 
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aras de la igualdad formal y material de los contratantes, por lo cual se ha insistido 
doctrinariamente en que “la autonomía de la voluntad está en crisis” 
 
* Desde el análisis jurisprudencial se ha identificado que el derecho del consumo es de 
gran relevancia internacional y que basándose en la expedita regulación que se ha llevado 
a cabo tanto en Europa, como Norteamérica y en Colombia, se establece que se está 
conforme con la intervención, injerencia en las relaciones entre los particulares, de 
consumo, perfilando con mayor argumentación la denominada crisis de la autonomía de 
la voluntad concretamente en las relaciones de consumo.  
 
* Se estableció que la autonomía de la voluntad no es una simple noción jurídica, mucho 
menos en un contexto de capital, de mercado y de globalización, por lo que es necesario 
comprenderla, replantearla en consecuencia.  
 
* De la misma forma se pudo establecer que al replantearse la noción de la autonomía de 
la voluntad se reconocerá que es necesario comprender que en la actualidad debe 
balancearse en dicha relación los principios a la igualdad y libertad contractual y que en 
aquel es necesario que la igualdad se pueda establecer materialmente, se pueda dar la 
libertad “real” contractual, particularmente en las relaciones de consumo que parten de 
una presunción de desigualdad situando a un extremo fuerte y otro débil, colocándose 
entonces la regulación a favor con mayor fuerza del débil.   
 
* Adicionalmente se indicó que esa readaptación de la autonomía de la voluntad debe 
comprenderse tanto a nivel de la microeconomía pero con una intensión macro, es así que 
se propenda por establecer la igualdad de las partes de un contrato pero  a partir de ellas 
propender por el bienestar de toda la comunidad, lo cual puede coadyuvar a afrontar de 
poco en poco el mercado imperfecto, las asimetrías del mercado y la polarización de la 
riqueza y la pobreza.  
 
* Se argumentó porque deben ser consideradas de igual manera las relaciones de 
mercado, entre agentes económicos y las relaciones entre particulares en los contratos de 
consumo, porque en esencia y materialmente son relaciones de consumo, de intercambio 
de bienes y servicios.  
 
* Se destacó en el presente capitulo que el análisis del nuevo estatuto del consumidor 
(Ley 1480 de 2011), permitió identificar asuntos de gran importancia como: La dinámica 
de principios de la libertad e igualdad contractual, la relación entre la economía y el 
derecho, la instrumentalidad del derecho que hoy por hoy está en favor del más débil, 
analizar aunque no de manera profunda el tema de la constitucionalización del derecho 
privado, que entre otras cosas pone de presente el tema de las fuentes de derecho, entre 





* La reformulación concreta que se propuso es que la autonomía de la voluntad debe 
considerarse de dos maneras: Plena y limitada, dependiendo de la dinámica de principios 
a la igualdad y a la libertad en la relaciones de consumo.  
 
* También se estableció que la regulación tanto a nivel del contrato de consumo como a 
nivel del mercado se requiere, justifica y se necesita porque existe una incapacidad de 
auto regulación que ha conllevado a establecer una escenario desigual, injusto, generando 
una grave crisis social.   
 
* La regulación de las relaciones de consumo influyen desde el ámbito micro al 
macroeconómico y viceversa, por lo que se propuso implementar a nivel de mercado el 
Estatuto del consumidor que es una herramienta jurídica de protección de los extremos 
débiles de tales relaciones de consumo.  
 
* Finalmente de lo desarrollado en el presente capítulo se pone de presente que se ha 
erigido un inequívoco progreso planteado por el estatuto del consumidor frente a la 
autonomía de la voluntad en los retos planteados por la contratación contemporánea, toda 
vez que permite analizar de una forma más amplia y desde nuevas perspectivas 
“contemporáneas” como deben contextualizarse las instituciones de la dogmática 
jurídica, especialmente en el ámbito del derecho privado, el cual debe decirse, sigue más 
vigente que nunca.  
 
* Se propuso un nuevo concepto de autonomía de la voluntad acorde con el contexto 
contemporáneo. 
 
* Se intenta promover tal concepto de la autonomía de la voluntad como un elemento 
esencial del Estado Social de Derecho, imprescindible para la revalidación del pacto 
social y la armonización entre las esferas internas y externas del ser humano (individuo – 
ser social)  
 
Por lo cual finalmente se concluye de manera general que: “No hay ningún hombre 
absolutamente libre. Es esclavo de la riqueza, o de la fortuna, o de las leyes, o bien el 
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